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Resumen

Colombia ha vivido cerca de 60 años en medio de un conflicto armado, social y político cuyo
eje ha sido la disputa por la tierra y el territorio. La concentración de la tierra, el despojo, el
desarraigo, los terrenos baldíos, la titulación de la tierra y el control territorial por parte de
diversos actores armados y no armados (terratenientes, comerciantes, empresarios, políticos,
paramilitares, guerrillas, etc.) han generado daños individuales con impactos colectivos y
también ha ocasionado daños a las comunidades. De manera particular los campesinos han sido
las principales víctimas este conflicto y como parte de las respuestas a los daños causados,
actualmente se adelantan procesos de reparación colectiva que tiene como objeto de atención los
daños colectivos causado a diversos grupos sociales, entre ellos a comunidades campesinas

Con esta investigación se realizó un análisis crítico del de los impactos que ha generado el
conflicto armado, social y político en las comunidades campesinas de la región del Alto Ariari,
en el piedemonte llanero, departamento del Meta, así como de los alcances y límites de la
respuesta del Estado mediante la estrategia entrelazando de reparación colectiva. El conflicto ha
reproducido y exacerbado el problema de la tierra y el territorio, con numerosas implicaciones
sociales, políticas y económicas para las comunidades campesinas en la región. Nuestro interés
es aportar elementos para hacer más potente la estrategia Entrelazando de reparación colectiva,
desde una visión crítica sobre el problema de la tierra y el territorio, presentar los desafíos y
propuestas diferenciales para la reparación colectiva de en comunidades campesinas,
visibilizando su pertinencia en el marco del actual proceso de transición política que atraviesa el
país.
Palabras clave: Derecho a la tierra y al territorio, Reparación Colectiva, Comunidades
Campesinas, Daños Colectivos, Llanos Orientales.

Abstract

Colombia has lived close to 60 years in the midst of an armed, social and political conflict
whose axis has been the dispute over land and territory. The concentration of land, dispossession,
uprooting, uncultivated land, titling of the land and territorial control by various armed and
unarmed actors (landowners, merchants, businessmen, politicians, paramilitaries, guerrillas, etc.)
they have generated individual damages with collective impacts and also caused damages to the
communities. In particular, the peasants have been the main victims of this conflict and, as part
of the responses to the damage caused, collective reparation processes are currently under way,
with the collective damage caused to various social groups, including peasant communities,
being addressed.

With this research, a critical analysis was made of the impacts generated by the armed, social and
political conflict in the rural communities of the Alto Ariari region, in the foothills of the
Llanero, department of Meta, as well as the scope and limits of the response of the State through
the intertwining strategy of collective reparation. The conflict has reproduced and exacerbated
the problem of land and territory, with numerous social, political and economic implications for
peasant communities in the region. Our interest is to provide elements to make the Entrelazando
strategy of collective reparation more powerful, from a critical view on the problem of land and
territory, to present the challenges and differential proposals for the collective reparation of
peasant communities, making visible their relevance in the framework of the current process of
political transition that crosses the country.

Keywords: Right to land and territory, Collective Repair, Peasant Communities, Collective
Damage, Llanos Orientales.
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Presentación
La Comisión de Generación de Conocimiento del Consejo Nacional para la Educación en
Trabajo Social –CONETS-, en alianza con programas de trabajo social de siete Universidades
del país, entre ellas la Universidad de La Salle, tiene entre sus objetivos de investigación,
promover acciones encaminadas a la comprensión de los procesos de reparación colectiva en
Colombia, mediante el análisis de diez casos a nivel nacional para comunidades reconocidas
como sujetos de reparación colectiva. Desde hace cerca de tres años, mediante acercamientos
con la Unidad de Atención a las Víctimas, entidad implementadora de la Estrategia de
Reconstrucción del Tejido Social - Entrelazando-, el grupo de investigadores de las
universidades y la Comisión de Generación de Conocimiento del CONETS, llevan a cabo el
proyecto nacional de investigación “Sujetos de reparación colectiva y construcción de territorios
de paz”, con el objetivo de contribuir a la medida de rehabilitación para los Sujetos de
Reparación Colectiva - SRC, en el marco de la Ley 1448 de 2011. (CONETS, 2015).

La presente investigación se articula a este interés. Por esta razón, se formula en el primer
semestre del 2017, y se concentra en un caso particular, la comunidad campesina de la región del
Alto Ariari ubicada en el departamento del Meta, en donde dos, de sus tres municipios, han sido
reconocidos como SRC: El Castillo y El Dorado, aún no se ha reconocido a Lejanías. Son SRC,
en tanto, se identifican un conjunto de afectaciones e impactos colectivos, en el marco del
conflicto armado, específicamente, por la disputa de la tierra y el territorio, por diversos actores,
lo que ha generado graves violaciones sistemáticas a los Derechos Humanos e infracciones al
Derecho Internacional Humanitario, materializados en modalidades como: masacres, minado,
despojo, asesinatos selectivos, desaparición, desplazamientos forzados, cultivos ilícitos, entre
otros. Desde la teoría crítica como enfoque de investigación, se pretende aportar elementos para
la discusión y reivindicación del derecho a la tierra y el territorio de las comunidades campesinas
en las medidas de reparación colectiva, en la Región del Alto Ariari. Planteamos la justificación
de nuestra investigación, en el marco del proceso de paz que adelanta nuestro país y la
importancia de aportar a los procesos de reparación colectiva con comunidades campesinas.

Por consiguiente, constituye en un objeto de análisis y reflexión, al tener dimensiones

históricas, políticas y económicas. Estas se han reproducido también, en la configuración de
fenómenos en la Región del Alto Ariari como el problema de la tierra y el territorio, en el cual,
se enmarcan contradicciones, tensiones e intereses disputados por diferentes actores. Dentro de
esas contradicciones se encuentran el papel del Estado, la instauración del proyecto neoliberal y
las resistencias de los/las campesinos/as por la exigencia de sus derechos, entre otros.

Para el Trabajo Social, desde la línea de derechos humanos, y en el marco de la coyuntura
actual frente a la construcción de paz, estudiar esta problemática es de gran importancia, pues el
problema de la tierra y el territorio, agudizado por el conflicto armado, requiere de medidas que
puedan reivindicar a los sectores populares que en este caso son las comunidades campesinas.
Una de estas medidas de reivindicación se materializa en los procesos de reparación colectiva,
pues en ella hay elementos políticos sustantivos para la dignificación y la reconstrucción de
tejido social. Sin embargo, en nuestro análisis no hemos encontrado un número significativo de
estudios frente a dichas experiencias con las comunidades campesinas. Por lo cual, cobra
pertinencia nuestra investigación al querer aportar elementos para el fortalecimiento de la
Estrategia Entrelazando de la UARIV, en aras de posicionar el derecho a la tierra y el territorio,
como un eje central que busca posicionar el proyecto de vida campesino que, con los impactos
colectivos del conflicto se desestructuró. Esta investigación se encuentra estructurada en seis
capítulos:
En el capítulo I, formulación del problema, abordamos los antecedentes de esta investigación
y su respectivo balance, luego, planteamos el problema teórica y empíricamente, después
incluimos los objetivos que guiaron nuestro interés investigativo. El capítulo II, referentes
teóricos, conceptuales y legales, aborda un riguroso barrido teórico, desde la perspectiva crítica,
de diversos autores, en base a cuatro grandes categorías: tierra y territorio: nociones, el problema
y el derecho; daños colectivos, reparación colectiva y campesinado- proyecto de vida campesino.
En el capítulo III, diseño metodológico, presentamos la pertinencia del enfoque crítico para
nuestra investigación, en tanto conocemos para transformar; describimos la población con la que
trabajamos en el Alto Ariari, las técnicas e instrumentos. Igualmente, presentamos uno de los
logros más importante de nuestro trabajo, en relación a la construcción de matrices
metodológicas.
Más adelante, los capítulos IV, V y VI, exponen los resultados de nuestra investigación. El IV

mostramos los aspectos históricos, económicos y políticos que determinan el problema de la
tierra y el territorio en el Alto Ariari. El V, señala los daños colectivos derivados del problema de
la tierra y el territorio para dichas comunidades campesinas. Y en el VI, hablamos sobre los
desafíos y propuestas de la reparación colectiva del derecho a la tierra y el territorio, a través de
la Estrategia Entrelazando, a partir de un análisis sobre el proceso de reparación colectiva que se
lleva a cabo en esta región. Finalmente, encontramos las conclusiones y recomendaciones de
nuestra investigación y los anexos.

Capítulo I. Formulación del Problema.
Antecedentes
Para comprender el lugar del derecho a la tierra y el territorio en los procesos de reparación
colectiva con comunidades campesinas, en nuestro caso en la región del Alto Ariari, es necesario
analizar los antecedentes y avances que en estos temas se han venido construyendo. Es la tarea
con la cual iniciamos, en dos grandes sentidos el problema de la tierra y el territorio y los
procesos de reparación colectiva.
Entendemos que el problema de la tierra y el territorio ha incidido en la configuración de
conflicto social y armado en Colombia, por lo que requiere de una mirada amplia para entender
la complejidad de sus dimensiones. Por esta razón, realizamos una revisión documental de
investigaciones oficiales, académicas y de organizaciones sociales. Revisamos tesis, informes,
artículos, libros, y en ellas identificamos diferentes tendencias que organizamos, relacionamos,
analizamos; sus visiones y enfoques contribuyen a plantear un panorama más claro sobre el
estado de la cuestión.
Se definieron cinco tendencias: la reparación colectiva en comunidades campesinas y el lugar
que ocupa el territorio en los procesos de reparación colectiva; el enfoque transformador de la
reparación colectiva; los procesos de reparación colectiva según grupos poblacionales; la defensa
por la tierra y el territorio de comunidades campesinas; y, las diferentes posturas
gubernamentales, sociales y académicas sobre el problema de la tierra y el territorio. En general,
consideramos que estas tendencias se encuentran relacionadas con la pregunta de esta
investigación sobre los alcances y límites de la respuesta que brinda el Estado al problema de la
tierra y el territorio en su política de reparación colectiva, específicamente en la Región del Alto
Ariari.
Para ubicar al lector, en este orden de ideas se presentan a continuación las tendencias
identificadas:
La reparación colectiva en comunidades campesinas y el lugar que ocupa la tierra y el
territorio en este proceso
De acuerdo con la documentación encontrada sobre el proceso de reparación colectiva en
comunidades campesinas, podemos afirmar que existe muy poca investigación sobre el tema. Su
exploración es reciente. Dos de los principales textos encontrados fueron, el informe de Giraldo

Medina y Bustillo (2015), y la tesis de Martínez (2015). El primero de ellos destaca el debate
sobre propuestas de reparación colectiva del campesinado por la garantía del derecho a la tierra
y al territorio; y la otra, se relaciona con un proceso de reparación ya realizado en el país. Ambas
aportan a las reflexiones sobre las medidas de reparación colectiva y sus posibles alcances para
la transformación.
Estos dos documentos contribuyen al entendimiento de las exigencias de justicia y verdad y
elementos amplios en búsqueda de la protección y dignificación del campesinado. Hablan de las
medidas que aportan del resarcimiento del daño y que buscan la superación de las causas
estructurales que están en la raíz de los conflictos armados. De igual modo, proponen tener en
cuenta los procesos de afrontamiento, liderazgo y de resistencia que desarrollan las/los sujetos
en el territorio; asimismo, consideran como importante la dimensión simbólica, cultural,
artística, social que se gesta en el territorio como fundamental para reparar los daños con
medidas de recuperación de la memoria y de la verdad que den reconocimiento a los hechos que
constituyeron violaciones a los derechos humanos y el sufrimiento de las víctimas pertenecientes
al campesinado.
El papel transformador de la reparación colectiva
En esta segunda tendencia ubicamos investigaciones como el informe de Pachón (2015); el
Informe de Garay, L. J., Vargas, F., Salgado, C. (2016) y la cartilla de Grupo Pro Reparación
Integral (2008). Estos tres documentos que aportan a comprender la necesidad de ejecutar
acciones, que no sólo pretendan reparar el daño causado, sino que busquen garantizar a la
comunidad el goce efectivo de sus derechos colectivos, eliminar los esquemas de discriminación,
profundizar la democracia y el fortalecer las capacidades de las comunidades e instituciones.
Según los autores esto se constituye como una oportunidad para asegurar la finalización de las
diversas condiciones que permitieron o promovieron la victimización.
Por lo tanto, se hace énfasis en que las políticas de reparación a las víctimas y las políticas de
desarrollo económico y social requieren una relación de coherencia y complementariedad lo que
implica un mayor esfuerzo presupuestal, institucional y operativo que no puede dejar de velar
por la justicia restaurativa de los daños de las víctimas. Finalmente, los autores reafirman que la
reparación colectiva desde una perspectiva transformadora está vinculada a la idea de justicia
necesaria para incidir en las condiciones de exclusión y pobreza que se han mantenido de manera
sistemática contra la población campesina debido a la confluencia del modelo de desarrollo,

social, político y la disputa por la tierra y el territorio en la violación de derechos humanos hacia
el campesinado.
Procesos de reparación colectiva según grupos poblacionales
Desde la revisión documental encontramos que varios estudios, como los citados a continuación,
abordan directamente la reparación con sujetos o grupos poblacionales particulares. Algunos de
ellos, investigan los procesos de reparación colectiva específicamente con mujeres, con
comunidades étnicas, indígenas o con comunidades campesinas.
Frente a las reparaciones colectiva con mujeres, revisamos tres investigaciones: el caso de la
Asociación Nacional de Mujeres Campesinas Indígenas y Negras de Colombia, el de las mujeres
indígenas de Bahía Portete y la investigación sobre los aprendizajes de las experiencias de la
Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación.
Para el primer caso, Hernández (2014), reconoce los procesos organizativos que se han
desarrollado en torno a la construcción de paz en el territorio desde apuestas artísticas y
culturales, pues estas son potentes para la reconstrucción de memoria y el fomento de
organización y participación comunitaria. A la vez, habla de la formulación de un plan integral
de reparación colectiva desde la organización, lo que viabiliza el empoderamiento de las
mujeres y el tejido social para reconstruir la verdad de los hechos sucedidos en el marco del
conflicto armado y en busca de reivindicar su derecho al territorio y generar procesos que
afiancen y reconstruyan su relación con la tierra.
El segundo caso, la investigación GMH (2010), reconstruye la memoria histórica de la
masacre y visibiliza la intencionalidad de los hechos victimizantes en base a condiciones de
género y por el papel político desarrollado en la comunidad- da cuenta del carácter selectivo e
La investigación muestra la manera en la cual se afecta el tejido social y la identidad étnica
vinculada al territorio. Además, insiste en la negligencia de la respuesta institucional antes y
después de esta violencia que califica como política y de género, contra el Pueblo Wayuu
(GMH, 2010).
A partir de estas dos investigaciones, es indispensable comprender que, en medio de la
violencia armada, surgen iniciativas de organización social y comunitaria y que en ellas tienen
las mujeres un papel protagónico de resistencia que ha permitido a los sobrevivientes buscar
motivos para restablecer la armonía y la relación con el territorio, además propiciar acciones de

verdad y justicia que reivindiquen sus derechos.
En cuanto a la investigación de CNRR (2012), se exponen los principales aprendizajes del
Área de Género y poblaciones específicas de la Comisión, en su trabajo con mujeres a nivel
nacional en los planes piloto de reparación colectiva, así como las enseñanzas de dichos planes
piloto entre el año 2008 y 2011. Se presentan los casos de los corregimientos de La Libertad, San
Onofre, la inspección de Policía de El Tigre, Putumayo; y el fallido piloto de Buenos Aires Cauca, territorios que vivenciaron ocupaciones y matanzas de parte de grupos armados. El
informe permite ver cómo desde allí, se derivan aprendizajes que contribuyen a la discusión
sobre la dimensión de género en las reparaciones colectivas, los análisis de avances legislativos y
las razones del porqué las mujeres son sujeto de reparación colectiva como grupo social.
Igualmente, recalcan que históricamente las mujeres han sido (re)victimizadas con el
conflicto armado, lo que requiere que, en planes, políticas, estrategias, entre otros, se implemente
un enfoque diferencial y de género, que combata las inequidades existentes que discriminan a la
mujer y que fracturan también el tejido social. Existe ausencia o subvaloración de este enfoque
en algunas medidas de reparación o por funcionarios del Estado y no se recalca su quehacer
político, lo cual se analiza como una forma de mantener la desigualdad de género.
De otro lado, encontramos otros estudios que centran su atención en comunidades indígenas
como el Pueblo Misak (Arteaga, 2013) y el Pueblo Wayuu (Pontón, 2014). Estudios que se
relacionan desde las discusiones que evidencian la urgencia de reconocer el territorio en los
procesos de reparación colectiva, pues hay unos procesos de identidad cultural, referidos a un
"espacio-tiempo-historia" que no deben desconocerse y que se han fracturado en el marco del
conflicto. Como lo son las relaciones y dinámicas que los pueblos generan con su territorio y
son base de su identidad. Planteamiento con el que estamos de acuerdo, pues es en el territorio
donde se tejen relaciones e interacciones entre el entorno y las personas, y que pasa por campos
de significación y sentido de vida. Además, señalan que, la guerra ha dejado estragos en términos
colectivos (como, pérdida de referentes culturales y debates sobre saberes ancestrales, entre
otros). Nos parece importante resaltar la recomendación de estos documentos frente a la
necesidad tener en cuenta el enfoque diferencial y/o con perspectiva de género en los procesos de
reparación colectiva.
Además, encontramos que, los estudios sobre afrodescendientes analizan las expectativas y
realidades de las víctimas, en cuanto al programa de reparación colectiva y en específico, la

implementación del Plan Integral de este. En la comunidad de Libertad (San Onofre, Sucre)
(Navas 2017), se destaca el escaso auto-reconocimiento étnico como comunidad negra por parte
de los pobladores, y la baja participación de las instituciones del Estado pues los pobladores
comentan que la institucionalidad no se apersonó de la situación.
Este documento, a través de la inclusión de la voz de los propios sujetos, permite el análisis
de la implementación de la reparación. A la vez, permite la reflexión sobre el derecho a la
reparación en dichas comunidades, pues no debe limitarse a los procesos de violencia armada de
los cuales han sido víctimas, sino que debe estudiar y analizar los factores como la exclusión y
marginación a la que son expuestos históricamente. Es así que, "la reparación debe intentar
responder a las diferentes dimensiones del daño sufrido por las víctimas, lo que exige una
aproximación multidimensional, que no se limite sólo a la entrega de una compensación
monetaria" (Navas, 2017. Pág.86)
Igualmente, encontramos estudios sobre reparación colectiva en comunidades campesinas,
los cuales se acercan al objeto de nuestro estudio. Tenemos entre ellos los estudios realizados
por, Apráez (2014), Beltrán, Castro, Contreras y Urueña, (2016). En el caso en comunidad de
Zipacoa expuesto por Campiño, Martínez y Miranda (2015), expone los resultados y
aprendizajes de la implementación de la “Estrategia Emprendiendo Liderazgos “en el caso de
Zipacoa.. En el proceso de reparación colectiva donde se reflexiono de manera crítica sobre los
ejercicios de liderazgo y de empoderamiento de las comunidades campesinas en la búsqueda de
la cohesión y la recuperación de la confianza en los procesos de reparación colectiva. Para la
investigación de Apráez (2014), desde el enfoque estudian los impactos de la reparación
colectiva en la comunidad de El Tigre, a la vez que plantea a profesionales y organizaciones el
deber de conocer el contexto para no generar daños en las comunidades, pero, además indica a
las instituciones a reflexionar sobres las formas de intervención y las consecuencias negativas
que estas pueden generar, de forma que puedan replantear las mismas. Es contradictorio y nos
genera alarma como estas instituciones encargadas de resarcir los daños y reparar a las
comunidades, causen más daños a su vida en comunidad y continúan fragmentando el tejido
social.
Y, por último, Beltrán (2016), presentan en su investigación un análisis de las dinámicas de
violencia, que causaron daño colectivo a la comunidad de El Dorado uno de los municipios de la
Región del Ariari en donde se adelanta nuestra investigación. Desde factores políticos,

económicos e ideológicos se explica el origen y desarrollo del conflicto.
Los autores de esta última investigación adelantada también en el marco del proyecto de
investigación del Conets, dan cuenta que allí, el conflicto armado y social se caracteriza por tener
una dinámica constante entre actores, sus intereses económicos, políticos e ideológicos y los
intereses por el uso y tenencia de la tierra y las riquezas naturales que tiene el municipio. Ellos
señalan que este es un detonante para el ejercicio abuso e incluso violento del poder dando paso
a la expropiación de tierras por parte de los paramilitares en ocasiones con anuencia o
confluencia con miembros del Estado; un Estado que también privilegia a los grandes
latifundistas y terratenientes. Además, los autores expresan un planteamiento con el que estamos
de acuerdo y es que se necesita reconocer al campesinado colombiano como víctima de la guerra
y al mismo tiempo "como actor activo en medio de los procesos de lucha por la reivindicación y
defensa de sus derechos como colectivo" (Beltrán, et al., 2017, P. 147).
Procesos organizativos de comunidades campesinas por la defensa del Derecho a la
tierra y el territorio
El artículo “De la participación, organización y acción del campesinado en Colombia: la
experiencia de la ANZORC (Asociación Nacional de Zonas de Reserva Campesina) presenta
discusiones importantes frente al problema de la tierra y el territorio y las respuestas de parte del
campesinado, las cuales están relacionadas con propuestas reivindicativas al territorio que
aporten a las comunidades campesinas. En ese orden, para nuestra investigación, resulta bastante
pertinente la relación que las autoras establecen entre el problema agrario de Colombia y la
agudización del mismo en el momento en cual surge el conflicto armado, pues destacan los
intereses y las lógicas de disputa o confrontación de los diferentes actores, colocando así, a las
comunidades campesinas como blanco de victimizaciones, y limitando el desarrollo rural, social
y económico.
Es una investigación que hace una crítica muy importante a las diferentes disposiciones
legales que han regulado la tierra y el territorio en nuestro país, y aunque reconoce los aportes de
cada una, insiste en la no existencia de una verdadera reforma agraria integral que posibilite la
redistribución equitativa, la equidad de las garantías, el fortalecimiento de la presencia estatal en
lo rural y la reivindicación de las exigencias históricas de las comunidades campesinas. Según
los autores, estas consecuencias, encaminaron a grupos de campesinos a organizarse, movilizarse
y participar en pro de la conformación de Zonas de Reserva Campesina - ZRC en territorios

donde el conflicto armado se encontraba recrudecido y donde abundan las desigualdades por la
concentración de la tierra. Presenta el surgimiento de las ZRC, por medio de la Ley 160 de 1994
para dirigir, organizar y reestructurar la tenencia de la tierra, la eliminación de la concentración
de baldíos y la consolidación de apuestas para la paz territorial, el bienestar de la población
campesina y la democratización. De este artículo, nos parecen significativos los argumentos
sobre la importancia de la acción colectiva, el derecho de las comunidades a generar sus propios
planes de ordenamiento territorial, la definición de economías sustentables y solidarias y el
posicionamiento de las discusiones de paz territorial.
Igualmente, nos pareció relevante el contenido del apartado “El movimiento campesino:
organizaciones campesinas en pos de su fortalecimiento” del informe tal del PNUD. Allí se
señala una idea compartida por el grupo, en tanto menciona que las luchas campesinas son
diversas y fruto de diferentes procesos históricos, políticos y sociales. Retoma los planteamientos
de Mùnera (1997) y establece que, los cambios significativos insertados por la violencia y el
mercado al contexto rural han generado nuevas relaciones sociales, que si bien, presentan un
panorama crítico frente a las vulneraciones sobre el campesinado, reivindican también el
surgimiento y posicionamiento de su conciencia social y política, al demandar del Estado revertir
aquellas condiciones que propician la exclusión. Dentro de este apartado, se mencionan los
repertorios de la acción colectiva utilizadas por el campesinado, que incluye movilizaciones,
paros agrarios, éxodos de población entre otros. Nos parece sustantivo subrayar la siguiente cita:
Para demandar estos derechos, el campesinado desarrolló un amplio repertorio de protestas que
estuvieron a tono con un conjunto de factores que las sustentaron. Estos factores tuvieron que ver con la
crisis política nacional derivada de la transición pos Frente Nacional el auge de la guerrilla, la emergencia
del narcotráfico y su incidencia en el mundo de los negocios y la política, la reorganización del
paramilitarismo y los intentos de consolidación de la oposición política. (PNUD,2011, Pág. 90)

El artículo “Las luchas campesinas en Colombia en los albores del siglo XXI: de la frustración
a la esperanza” (2005), coincide con la potencia de las Zonas de Reserva Campesina y las
reivindicaciones que ellas reflejan. Sin embargo, realiza una observación muy importante en
torno a la academia, ya que crítica la lejanía de la misma a la hora de plantearse las políticas
públicas que orientan el agro en Colombia, por lo cual considera que el movimiento campesino
posee dos retos hoy: continuar en el posicionamiento de las demandas históricas, pero también
consolidar sus apuestas en términos de una corriente de pensamiento capaz de sustentar

principios de sustentabilidad y justicia social.
Debates y visiones sobre el problema de la tierra y el territorio
Teniendo en cuenta la revisión documental adelantada, es concerniente analizar desde estos
distintos autores, los debates y visiones que tienen frente el problema de la tierra y el territorio.
En el informe del CNMH (2016), los autores afirman que uno de los grandes problemas del
sector rural de nuestro país, es la informalidad en la tenencia de la tierra y por tanto esto ha
generado barreras en el acceso créditos agrícolas y otros bienes públicos para superar la pobreza
rural. Es necesario tener en cuenta que, la informalidad sobre la propiedad de la tierra incrementa
el riesgo de que los campesinos sean desplazados de sus territorios por medio de la coerción,
violencia o trucos jurídicos.
El propósito de los actores armados es la apropiación de las tierras de los campesinos, el
control territorial por parte de la guerra y la adquisición de las rentas y la instauración de
proyecto productivos por los paramilitares. De igual manera, cabe anotar que, el desplazamiento
forzado de tierras ha sido aprovechado por ciertos sectores sociales como empresarios,
comerciantes, políticos, usureros de bienes entre otros, quienes han utilizado una serie de
estrategias dirigidas a obtener tierras a menor costo e incluso han llegado a desconocer aquellas
formas de protección de propiedad en zonas afectadas por el conflicto armado.
Nos parece preocupante que la adquisición de tierras públicas y privadas son prácticas que
con el tiempo se va agudizando, reproduciendo y perfeccionado no solo por los grupos armados,
sino que además existen unos intereses por parte de funcionarios públicos centrales y territoriales
por la expropiación de la tierra de los campesinos.
Por ejemplo, Absalón Machado (2012), menciona que el concepto de problema de la tierra y
el territorio es bastante complejo, por la confluencia de procesos y elementos. Señala que sin
embargo, posee implicaciones en órdenes ambientales, sociales, económicos, culturales y
políticos. Compartimos con el autor, la visión de que dicho problema posee unas caras visibles,
como, la concentración de la tierra, el despojo o el acceso inequitativo. Pero también, otras que
requieren cuestionarse, como la debilidad de las instituciones públicas, la cooptación de las
entidades, el mercado de tierras y los intereses disputados por diferentes actores. Nos parece
importante subrayar los argumentos de Machado para efectos de la investigación, pues indica
que el poder local en algunas regiones del país en las cuales existen disputas por la tierra y el

territorio, se consolidan a partir del conflicto y la violencia, no posibilitan la integración de los
sistemas productivos y limitan las posibilidades para los procesos de cooperación y desarrollo
rural.
De acuerdo con la revisión documental sobre la tendencia “debates y visiones sobre el
problema de la tierra y el territorio, algunos autores plantean sus posturas frente a la misma. En
primer lugar, Machado (2017), en su libro afirma que el problema de la tierra es estructural y no
coyuntural y la causa de la misma no es precisamente por el conflicto armado. También resalta
que las políticas o reformas hacen parte de los gobiernos de turnos y no de Estado, y que aun en
la actualidad este fenómeno no ha sido resuelto por tanto existe una deuda con el sector rural,
con los campesinos y su desarrollo. Expone que, Colombia tiene un atraso frente al tema de
ordenamiento, control y reglamentación de la propiedad de la tierra y territorio.
Los grupos armados, el narcotráfico, los empresarios e inversionistas (nacionales e
internacionales) ha utilizado la violencia como una forma de apropiación de la tierra, pues ven la
misma como un recurso estratégico para la acumulación de riquezas o de poder, lo mismo sucede
con la apropiación del agua y otros recursos naturales. Indiscutiblemente, en todos los estudios
aparece la confrontación armada como dinamizador de la concentración y despojo de la tierra
(Machado, 2017).
En tal sentido, en la Revista Semana en la noticia “El acceso a la tierra ha sido el eje del
conflicto armado “(2010) Marco Romero, el director del CODHES (Consultoría para los
Derechos Humanos y el Desplazamiento) destaca a grandes rasgos cuatro elementos frente al
acceso de la tierra, estas son: la concentración de la tierra, la utilización de suelo, la baja
participación de la ciudadanía en el ámbito rural y el despojo por parte de los actores armados.
Ello se conecta con aportes como el de (Mondragón 2008) en su texto explica la situación de la
propiedad de la tierra en Colombia y los acelerados procesos de concentración como resultado de
fenómenos económicos y políticos que encuentra relacionados con la expansión de los grupos
paramilitares y del conflicto armado, con el desplazamiento de población y con la concentración
de la propiedad de la tierra en cabeza de narcotraficantes, ganaderos y otros. Esto ha contribuido
a una valoración de la tierra y cambios en los tamaños de la propiedad, producto de la
modernización y globalización económica que ha tenido repercusiones en la capacidad de la
economía campesina para sostenerse, debido a los procesos de diferenciación y descomposición
y de las condiciones adversas.

Mondragón (2008) expone diferentes posturas de autores desarrollistas entre ellos Lauchlin
Currie, que acompañan estos procesos de “modernización” y economía capitalista. En relación
con la resistencia y lucha campesina, ya que para ello se trata de “vencer” esa resistencia y
eliminar a los “ineficientes” agricultores tradicionales “que cultivan tierras marginales en predios
de tamaños antieconómicos”. Por ello, resalta la historicidad del movimiento campesino e
indígena en defensa por la tierra y sus avances en materia legal y de organización y que
estuvieron acompañados por acontecimientos de violencia de carácter nacional por el
enfrentamiento con los terratenientes y da cuenta de los procesos de reforma agraria, sus
trasformaciones y repercusiones en las comunidades campesinas.
Del mismo modo Pérez (2004), en su artículo muestra el proceso de conformación territorial
en el país, y analiza los efectos que de las políticas del Estado en cuento el uso y tenencia de la
tierra. Estas han planteado la solución a los conflictos rurales, como un asunto relacionado con el
déficit en los niveles de productividad y acumulación del capital, y son el resultado de los
modelos de desarrollo y de territorialización en el país. Lo que Pérez busca, es mostrar los
intereses de estas políticas públicas en favor del Estado y de las elites de poder económico,
denotando la estrategia del destierro como un efecto que contribuye al crecimiento económico.
Igualmente señala la relación que existe entre territorio y conflicto, la cual puede ser vista
tras la traducción de las políticas de Estado que han originado la exclusión de millones de
campesinos bajo el sometimiento de los modelos de desarrollo que se efectuaron y fueron
promovidos mediante las políticas de tierras. Las políticas, en vez de mejorar las condiciones de
vida y satisfacción de los pobladores rurales, generaron empobrecimiento y desigualdad, bajo
una acelerada acumulación de capital que se define por la concentración de recursos e intereses
hegemónicos sobre espacios geográficos específicos.
Balance de la revisión y estudio sobre el problema de la tierra y el territorio en esta
investigación
La revisión documental realizada nos permitió reconocer que existe abundante literatura
sobre el tema. La diversidad de enfoques, métodos y metodologías desarrolladas a nivel
académico, instancias gubernamentales y organizaciones sociales han posibilitado que cada vez
más, se desarrollen procesos de reparación colectivas en los territorios más afectados por el
conflicto armado.
En la primera tendencia “la reparación colectiva en comunidades campesinas y el lugar que

ocupa el territorio en los procesos de reparación, nos pareció relevante el tema de las exigencias
de justicia, verdad y elementos para la protección y dignificación del campesinado. Sin embargo,
en aquellos procesos de reparación colectiva, era más notorio el trabajo sobre el territorio que
sobre la tierra. Para la segunda tendencia “el papel transformador de la reparación colectiva”
reconocimos elementos sustantivos en torno a la pertinencia de la reparación colectiva, en tanto,
su enfoque transformador y político, enmarcados en principios de justicia social y de derechos
humanos, permiten transformar las condiciones estructurales que propiciaron el conflicto en el
país. En ese orden, la reparación colectiva, no sólo tiene un carácter jurídico, sino también
político y debe aportar a la construcción de paz.
En nuestra tercera tendencia “procesos de reparación colectiva según grupos poblacionales”
retomamos las experiencias de reparación colectiva en mujeres, grupos indígenas, entre otros. La
apuesta de estas comunidades es que, desde la reconstrucción de la memoria, se puedan
desarrollar procesos de construcción de paz territorial. Adicional es importante resaltar que los
estudios sobre reparación colectiva en comunidades campesinas han sido pocos, entre ellos
podemos citar Martínez (2015), Apráez (2014), Beltrán, Castro, Contreras y Urueña, (2016), por
ello desde nuestra investigación queremos fortalecer estos estudios. Por otro lado, la cuarta
tendencia “procesos organizativos de comunidades campesinas por la defensa del derecho a la
tierra y el territorio” destaca las distintas afectaciones que las lógicas e intereses de los
diferentes actores han generado al campesinado y las limitaciones que estas propician al
desarrollo rural. Paralelo a esto, nos señala la importancia de visibilizar las iniciativas de las
poblaciones y comunidades campesinas para organizarse, movilizarse y participar de procesos
orientados a la defensa de la tierra y el territorio.
Y por último, la quinta tendencia “debates y visiones sobre el problema de la tierra y el
territorio” expone varios elementos que subyacen en dicha problemática objeto de interés de
esta investigación; pues existen factores económicos, como el uso y tenencia de la tierra, en el
marco de dos modelos, uno extractivista y otro campesino; pero también, factores políticos que
se configuraron y que fueron respaldados a través de la violencia para ejercer así, control
territorial para instaurar sus intereses.

Problema de investigación
La revisión de antecedentes adelantada nos dio un panorama importante alrededor del problema
de la tierra y el territorio en nuestro país y su relación con el conflicto armado. También nos
permitió explorar las respuestas del Estado y las estrategias de resistencia de comunidades y
sujetos de reparación colectiva, como un campo de estudio, social y político en el cual se inscribe
el problema que da pie a esta investigación y que exponemos a continuación.
En Colombia, el acceso a la tierra ha sido históricamente una gran fuente de poder político y
de conflicto social, además un determinante clave en la productividad de la economía rural. La
gran mayoría de los conflictos sociales y bélicos del siglo XIX, XX y lo que va del siglo XXI se
encuentran relacionados con el tema agrario. El conflicto armado interno y la complejidad de sus
dinámicas y modalidades entre ellas, el despojo de tierras, la ausencia de políticas públicas
acordes al contexto agrario, el narcotráfico, el modelo agroindustrial, han sido factores que han
agudizado el problema de la tierra y el territorio en el país, que ha tenido causas de carácter
histórico, político y económico.
En las disputas por el dominio del territorio, el escenario rural ha sido altamente conflictivo y
en este se han producido diversas tensiones y conflictos entre el Estado, los grupos armados,
terratenientes, grandes empresarios y poblaciones campesinas, siendo éstas últimas las que viven
los impactos y daños en condiciones vulnerable, en tanto existe estigmatización, destrucción de
su proyecto de vida colectivo, violencia y pauperización de sus condiciones de vida (Martínez,
2004).
A lo largo de la historia, dicha problemática se ha agudizado, pues sigue siendo mayor la
brecha social entre campo y ciudad. Según cifras del Departamento Administrativo Nacional de
Estadística - DANE, a 2014 la pobreza en el sector rural era del 46,8%, frente al 28,4% del área
urbana; el 84,9% de la población campesina registraba bajo logro educativo; el analfabetismo era
del 26,3%y el 93% no tenía empleo formal. Todo esto, hace necesario problematizar la
importancia que tendría la materialización de una reforma agraria que permitiera el goce de
derechos, libertades y oportunidades (DANE, 2016).
Las respuestas del Estado a esta problemática se han basado en una serie de políticas que han
respondido a los modelos e intereses económicos y políticos neoliberales. Como tal, los intentos
fallidos de reforma agraria, no ha garantizado la redistribución de la tierra de forma real, pues no
han alterado la concentración desigual de la misma ni han se favorecido el desarrollo social y

económico del campo. Tampoco ha sido posible superar las limitaciones que el modelo
agroindustrial y agroexportador han impuesto, ni los impactos que el conflicto armado y el
abandono estatal han provocado .No obstante, encontramos algunos hechos positivos que vienen
funcionando y son de carácter importante en materia legal y política, por ejemplo nos referimos a
la propuesta de Zonas de Reserva Campesina – a partir de la Ley 160 de 1994, que busca
promover y consolidar la paz, a través de mecanismos encaminados a lograr la justicia social, la
democracia participativa y el bienestar de la población campesina. Es una iniciativa que, además
busca reformar la estructura social agraria por medio de procedimientos encaminados a eliminar
y prevenir la inequitativa concentración de la propiedad. (CINEP, 2009).
En los últimos años, los procesos de reparación a las víctimas del conflicto han tomado un
papel central con la expedición de la Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de 2005) y con la Ley de
Víctimas y Restitución de Tierras (Ley 1448 de 2011), en donde se legisla sobre la Reparación
Colectiva en el país. Con ello se pretende generar procesos de reparación integral a las víctimas
colectivas del conflicto armado, a través de su dignificación, recuperación psicosocial,
reconocimiento e inclusión ciudadana. En el marco del trabajo adelantado por la Unidad de
víctimas, funciona el Programa de reparación a víctimas colectivas. Varios casos de reparación
colectiva fueron iniciados por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, entre ellos
está: El Salado, La Libertad (San Onofre), El Tigre, El Dorado y El Castillo - Meta. (UARIV,
p.3, 2015). En la actual coyuntura del país con la firma de la paz entre el Gobierno y las FARC
en medio de la cual se adelantan procesos de reparación colectiva buscamos investigar el
problema del derecho a la tierra y el territorio de las comunidades campesinas e identificar los
alcances y límites de la reparación colectiva frente a este derecho.
Como hemos mencionado, Colombia ha atravesado un conflicto armado y social que ha
tenido de fondo el problema la tierra y el territorio. Estas disputas entre los actores y sus
intereses, también se han reproducido en la Región del Alto Ariari, sus causas han sido
históricas, económicas, y políticas, relacionadas entre otros factores con la ideología asociadas a
la pertenencia a las expresiones del Partido Liberal, Conservador y Comunista, propias de la
región y a partir de ellas, es posible rastrear en el marco del conflicto, la configuración de
alianzas, cercanías o conflictos entre los actores como las FARC, las Fuerzas Armadas del
Estado, los grupos paramilitares, bandas criminales, empresarios, terratenientes, que han dejado
como víctimas a las comunidades campesinas de la región.

En el piedemonte llanero una de las causas de la confluencia de estos actores se ha
relacionado con su importancia geopolítica de ser corredor vial que une el centro con el oriente y
sur del país. Además, es fuente de recursos mineros y una gran zona hídrica, pues está bordeada
por los ríos, Cumaral y Ariari que nacen el páramo de Sumapaz con afluencia del río Guayabero
y dan origen al río Guaviare, tal como se aprecia en la Gráfica 1. Esto la convierte en la región
más fértil del piedemonte oriental para agricultura, puesto que permite la siembra de productos
como el plátano, el cacao, el café, cítricos, caña panelera y yuca, los cuales son la base
económica de la región. Adicional se encuentra una creciente actividad en ganadería, producción
porcina, ganado bovino y piscicultura.
Gráfica 1. Mapa Región Alto Ariari.

Fuente: Retomado de OCHA - United Nations Office for the Coordination of Humanitarian Affairs; En
http://www.gifex.com/fullsize/2011-08-19-14393/Mapa-del-Meta.html

El conflicto armado ha exacerbado el problema de la tierra y el territorio en el Alto Ariari, ha
generado daños colectivos para las comunidades campesinas. Como lo hemos dicho antes, el
minado al territorio, las tomas armadas, la extracción de los recursos naturales, la desaparición
forzada, la desestructuración de apuestas organizativas, arrasamiento, el despojo, la implantación
de cultivos ilícitos, entre otros son sin duda, expresiones de la violencia que repercute en la
pérdida del proyecto de vida campesino de estas comunidades (CNMH, 2015)
Desde el año 2013, en la Región del Alto Ariari se inició el proceso de reconocer y reparar
colectivamente a las víctimas del conflicto, a través de la Estrategia Entrelazando, que busca la
reparación del tejido social. Dicho proceso arrancó en El Dorado en el 2013 y recientemente, en
el año 2016, se reconoció al Castillo y se da inicio a la primera fase. Por el contrario, en el
Municipio de Lejanías aún no empieza este proceso de reparación.
En tal sentido conocer y problematizar el problema de la tierra y el territorio en la Región del

Alto Ariari, y examinar las respuestas del Estado a dicho problema es el campo de estudio de la
presente investigación. Pretendemos aportar a identificar los desafíos de esta política en el caso
de las comunidades campesinas, tomado como caso el Alto Ariari. Por ello nos preguntamos:
¿Cuáles son los alcances y límites de la respuesta que brinda el Estado, a través de la
Estrategia Entrelazando, al problema de la tierra y el territorio en el Alto Ariari?
Como objetivos de la investigación, nos planteamos los siguientes:
Objetivo general
Aportar elementos para la reivindicación del derecho a la tierra y el territorio en los
procesos de reparación colectiva de las comunidades campesinas de la región del Alto Ariari.
Objetivos específicos
● Comprender en clave crítica los aspectos históricos, económicos y políticos vinculados al
problema de la tierra y el territorio en la región del Alto Ariari.
● Caracterizar los daños colectivos a la tierra y al territorio de las comunidades campesinas
de la región del Alto Ariari.
● Analizar desafíos y propuestas de la medida de reparación colectiva que incluyan el
derecho a la tierra y territorio.

Capítulo II. Referentes teóricos, conceptuales y legales

Para la construcción de los referentes conceptuales, tuvimos en cuenta cuatro categorías
pertinentes para el análisis de la información. Estas son: tierra y territorio, daños colectivos a
la tierra y al territorio, reparación colectiva y campesinado. Veamos cada una.
1. Tierra y territorio: nociones, el problema y el derecho a la tierra
El primer referente teórico da cuenta de la noción de tierra y territorio y retoma autores como
Darío Fajardo y Absalón Machado. En un segundo momento, se busca reflexionar sobre el
problema de la tierra y el territorio. Y, por último, definir desde una perspectiva jurídica y social
el derecho a la tierra y el territorio.
En primer lugar, Darío Fajardo (2012) define la tierra como la base física y productiva
de un territorio, y por territorio entiende el conglomerado de relaciones y representaciones que
se construyen a partir de la tierra. Para este autor, tierra y territorio son complementarios.
Para hablar de tierra, nos parecen importantes los planteamientos de Absalón Machado,
(2012), quien considera que la tierra posee múltiples significados y características, lo que genera
las diversas disputas frente a su tenencia y uso. El autor nos dice que la tierra es un activo y un
factor productivo esencial, que expresa el medio de vida y desarrollo de las comunidades rurales,
pues supone el reconocimiento de un conjunto de derechos, entre ellos, la seguridad alimentaria.
Igualmente, es concebida como un instrumento de guerra, pues permite el establecimiento de
corredores estratégicos de parte de grupos armados ilegales. Es un elemento de poder político
que es ejercido por medio de la violencia y un instrumento para el control del territorio y la
soberanía, para la explotación de los recursos del subsuelo y para el control del agua y recursos
estratégicos (Machado, 2012).
Retomamos los planteamientos de Carlos W. Porto -Goncalves (2009) para decir que, el
territorio es un espacio apropiado e instituido por los sujetos y grupos sociales que en él se
encuentran. Allí confluyen un conjunto de representaciones y relaciones construidas a partir de la
tierra, las cuales son económicas, sociales, políticas, culturales, ambientales y de sostenimiento
(CINEP, 2009). Para Lefebvre (1991) retomado por Bernardo Mançano Fernandes (2012) y Fals
Borda (2000) entender el territorio pasa por reflexionar sobre el espacio, que es donde la base en
la que se materializa la existencia humana y es una totalidad. En ese orden, nos parece esencial

retomar a Mancano (2012), pues afirma que, comprender el territorio supone analizar las
relaciones de poder desde el Estado, el capital y los sujetos que le disputan, en este caso, las
comunidades campesinas. Los territorios reflejan sentido y apropiación. El autor destaca que los
territorios pueden ser materiales o inmateriales; los primeros hacen referencia a los que se
forman en el espacio físico y los segundos, los conformados en el espacio social por medio de
relaciones, pensamientos e ideologías. Igualmente, establece que, en los territorios se construyen
procesos de conflictividad, contradicción y desigualdad como producto del sistema capitalista.
En segundo lugar, retomamos la reflexión sobre el problema de la tierra y el territorio.
Cuando hablamos de problema de la tierra y el territorio hacemos referencia a un conjunto de
aspectos económicos, sociales, culturales, políticos y ambientales, que devienen de un proceso
histórico de disputa de intereses por parte de actores legales e ilegales, por su control y tenencia,
como afirma Machado (2012). Dicho problema, tiene unos elementos detonadores. A nivel
económico, mediados por el modelo de desarrollo extractivista y arrasador de la naturaleza, la
concentración de la tierra y el cambio en su uso, como lo afirma (Fajardo, sf.) y que produce
reconfiguraciones (como. Pero también, instaurador de lógicas individualistas, que merman el
tejido social de las comunidades CNMH (2015). Políticas, como el abandono estatal, la ausencia
de reformas agrarias y transformadoras, según el CINEP (2014) pero también, por el surgimiento
y configuración de conflictos armados, y, por ende, todas las lógicas de desestructuración del
tejido social, colocando así a tierra y el territorio como instrumentos de guerra, controlados desde
diversas modalidades, como el despojo, la estigmatización, la desterritorialización, las masacres,
el minado. El problema de la tierra y el territorio ha provocado que las comunidades campesinas
padezcan procesos de arrasamiento, descampesinización y vaciamiento, según el CNMH (2015)
y pérdida de identidad y arraigo. Por lo anterior, entendemos que, desde la perspectiva crítica, se
entiende que el problema de la tierra y el territorio no son problemas teóricos, son problemas
sociales y políticos.
En tercer lugar, nos interesa presentar en qué consiste el derecho a la tierra y el territorio,
esta revisión la adelantamos en dos sentidos: teórica y jurídicamente. En el primer caso, Bustillo
(2015) y el Cinep (2009) señalan que la tierra y el territorio son un derecho fundamental
contenido en las disposiciones del derecho tanto nacional como internacional. Afirman que es un
derecho que contiene múltiples componentes y significados (por ejemplo, frente a la subsistencia
y la organización social cultural de los pueblos) y su reconocimiento que sustenta en principios

de equidad, soberanía, desarrollo social y autonomía de las comunidades rurales. La tierra es la
base física sobre la cual se construye el territorio, por lo tanto, el acceso a ella es fundamental
para que los pobladores y comunidades satisfagan dicho derecho y puedan garantizar su
reproducción, incluso de sus prácticas culturales y sociales.
Este derecho se ve vulnerado por varios fenómenos, entre ellos, dos que son fundamentales,
los conflictos armados y las lógicas del capital (Cinep, 2009; Bustillo, 2015; CNMH, 2015).
Estos dos fenómenos generan tensiones, como sostiene Mancano (2012), entre el modelo de vida
campesino y la lógica del mercado, pues uno favorece una relación sostenible con la naturaleza y
el otro, pretende arrasar con los recursos naturales, sometiendo a las comunidades campesinas.
Garantizar el derecho a la tierra y el territorio exige la transformación de las condiciones
estructurales que sostiene las condiciones de marginación, explotación y pobreza.
En el segundo caso, explicaremos el derecho a la tierra y el territorio desde los referentes
jurídicos que sustentan esta categoría. Este derecho se encuentra relacionado directamente con el
derecho colectivo a la supervivencia de los pueblos y comunidades. El Estado tiene la obligación
de crear las condiciones necesarias para garantizar la propiedad agraria de los campesinos,
facilitando el acceso a otros derechos necesarios para la realización de sus condiciones mínimas
de existencia como a contar con medios de producción agropecuaria, al acceso a fuentes de
financiamiento; a la disponibilidad de productos agroalimentarios; a escogencia de mercado y
determinación del precio, a la libertad de asociación, opinión y expresión, como lo afirma la
Defensoría del Pueblo (2015).
Esto hace necesario que el Estado establezca determinados límites y condiciones en materia
de disposición y apropiación, para evitar así, conflictos y situaciones de inequitativas hacia las
comunidades rurales. En nuestro país, esto se encuentra reflejado en el Artículo 64 de la
Constitución Política de 1991, donde plantea que el Estado tiene la obligación de “promover el
acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, en forma individual
o asociativa” y a un conjunto servicios en materia de crédito, salud, vivienda, trabajo, seguridad
social, entre otros, en aras de fomentar el desarrollo rural.
Igualmente, la Ley 160 de 1994, en su artículo 3º, estipula que son actividades del Sistema
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, la adquisición y adjudicación de
tierras para los fines previstos en esta Ley y las destinadas a coadyuvar o mejorar su explotación,
organizar las comunidades rurales, ofrecerles servicios sociales básicos e infraestructura física,

crédito, diversificación de cultivos, adecuación de tierras, seguridad, social, transferencia de
tecnología, comercialización, gestión empresarial y capacitación laboral (Defensoría del Pueblo,
2015).
El Decreto 2363 del 7 de diciembre de 2015, Crea la Agencia Nacional de Tierras, (máxima
autoridad de tierras de la Nación), su objeto ejecutar la política de ordenamiento social de la
propiedad rural, formulada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Para ello debe:
gestionar el acceso a la tierra de campesinos no que no tienen, tienen poca o es insuficiente para
su sustento, lograr su seguridad jurídica mediante la formalización de la propiedad, promover el
adecuado uso en cumplimiento de la función social de la tierra y la explotación ambiental
responsable, administrar y disponer de los predios rurales propiedad de la Nación (Agencia
Nacional de tierras,2015 y Defensoría del pueblo, 2015).
2. Daños colectivos a la tierra y el territorio
En el segundo referente teórico se busca definir qué son los daños colectivos. Por un lado,
ejemplificar cuales son a la tierra, en qué consisten sus modalidades de apropiación. y para
finalizar, que son los daños colectivos al territorio. En primer lugar, partimos por definir qué se
entiende por daños colectivos. Según la Unidad de Víctimas (2015).
“El daño colectivo se refiere a afectaciones negativas en el contexto social, comunitario o
cultural que, a causa del conflicto armado, sufren las comunidades, grupos u organizaciones y que
tienen formas vigentes de sufrimiento o afectación. Estas transformaciones están asociadas a la
percepción del sufrimiento, la pérdida, la transformación negativa de sus vidas, el menoscabo de
los recursos para afrontar el futuro o para construir el proyecto que se tenía antes de los hechos
violentos y no se entiende como la sumatoria de los daños individuales” (UARIV, 2015)

Dichas afectaciones negativas en el contexto social, comunitario y cultural de los sujetos
colectivos, resultan de cuatro hechos que debemos tener en cuenta, según CNRR: el menoscabo a
los derechos colectivo (como la paz o el medio ambiente sano); la violación de derechos
individuales de personas que hacen parte de los colectivos; cuando se vulneran los derechos de
sujetos colectivos constitucionalmente protegidos; y, por último, el impacto colectivo a personas
o bienes comunitarios que suponen gran importancia y significado (OIM & USAID, 2012)
Daños colectivos a la tierra y al territorio
A continuación, veremos cada uno:
Según Darío Fajardo (2014) “la apropiación, el uso y la tenencia de la tierra han sido
motores del origen y la perduración del conflicto armado”. Durante la historia los grupos de

poder han generado distintas modalidades de apropiación de los recursos y de control de los
territorios limitando el acceso a los mismos mediante el ejercicio sistemático de la violencia con
políticas de apropiación y distribución de tierras. Debido a las formas de apropiación de la tierra,
de manera monopólica y excluyente de la tierra se impusieron sobre esta estructura de la
propiedad agraria, con la falta de titulación de propiedad, la adjudicación de baldíos que son
factores que inciden en la concentración de la tierra y restrieguen el desarrollo de la mediana y
pequeña propiedad.
Los daños colectivos a la tierra se relacionan con las transformaciones en el uso del y tenencia
de la tierra, y las implicaciones ambientales por actividades como la ganadería extensiva y
económicas extractivistas (minería y explotación de hidrocarburos, entre otros) que elevan los
niveles de contaminación (fuentes hídricas y del aire). No solo estas prácticas económicas han
desarrollado una subutilización del suelo, los cultivos ilícitos (coca y marihuana) también se
convierten en un componente que lo provoca. Estos cambios generan implicaciones en las
prácticas económicas, culturales y sociales y con ellas, la pérdida de sus proyectos de vida
campesino y empobrecimiento y están limitando el goce de derechos colectivos, como el derecho
al medio ambiente. Ello, se ha materializado a partir de diferentes modalidades de expropiación
del derecho a la tierra de las comunidades campesinas, que estaremos presentando en la
gráfica No.2, según el CNMH (2016) y Barrera, González (2014).
Gráfica 2. Modalidades de expropiación del derecho a la tierra de las comunidades
campesinas.

Fuente: Elaboración propia.

Para esta investigación resulta importante destacar las modalidades de apropiación de la
tierra, ya que estas son prácticas irregulares ejercidas por actores armados y otros, en razón a sus
intereses de control territorial e instauración de proyectos productivos entre otros. Las
modalidades de apropiación de la tierra surgieron en Colombia desde las épocas coloniales y se

han ido modificando con el tiempo por el abandono u omisión de Estado colombiano, que ha
permitido la reproducción de estrategias de vulneración de los derechos de propiedad de la tierra
de las comunidades campesinas, con la agudización del conflicto armado- social y la
implantación del neoliberalismo. Veamos cuáles son estas modalidades según el CNMH (2016)
y Barrera, González (2014).
El ocultamiento y cercamientos de tierras: Es una vieja práctica de apropiación de la
tierra, la cual consistía en supervisiones oculares de terrenos solicitados en adjudicación, por
ende, grandes peticionarios utilizaban esta estrategia para ocultar las tierras de las cuales se
habían apropiado, el ocultamiento por otro lado servía para fijar cercas de los terrenos y por la
complicidad entre el solicitante y el agrimensor.
Títulos mineros: La solicitud de títulos mineros, ha sido otra forma de apropiación de la
tierra en gran medida por parte de empresarios extranjeros, quienes a cambio construyeron
trochas. Fue un aspecto característico del proceso de colonización en regiones del país. La ley 75
de 1887 brindaba entre 500 y 1000 hectáreas en varias zonas del país, tales como en el Chocó, en
el Huila, Caldas y Valle. Los empresarios tuvieron en cuenta estas leyes para exigir minas
imaginarias y la promoción del control de los baldíos.
El testaferrato o la suplantación: Es otra forma que utilizan los actores armados y sociales
para la suplantación o la falsificación de escrituras o títulos de predios por medio de trucos
jurídicos, lo cual vulnera el derecho a la propiedad de las comunidades campesinas, perdiendo
autonomía sobre la tierra.
La compra y venta a bajos precios: Es una modalidad del despojo, se ha venido
desarrollando desde finales del siglo XIX. Esta una se encuentra enmarcada en aspectos
políticos, sociales, económicos y culturales, ejercidas por dinámicas de violencia y depreciación
de los predios y su infraestructura. El valor comercial de la tierra y el predio afecta por la
disminución de los precios. La instauración de esta tipología de despojo reduce la apariencia del
predio o el terreno generando impactos en el valor comercial del mismo.
El uso de la violencia y la coerción: Es una estrategia de despojo por parte de los grupos
armados sobre las comunidades rurales y campesinas por medio de acciones tales como:
asesinatos, selectivos, masacres o lesiones físicas sin producir la muerte como la tortura, la
violencia sexual entre otras prácticas que generen miedo y temor en las zonas rurales. Cualquiera
de estos actos, independientemente del grado de violencia en las zonas rurales provoca el

abandono de las tierras. Estas acciones han acelerado las dinámicas de la vida social y económica
de las áreas rurales.
El embargo o remate de propiedades: Está relacionada con el abandono de los predios
por factores relacionadas con el conflicto armado, o crisis económicas del sector agrícola y
pecuario. De esta manera, los dueños no solo tenían que abandonar los predios, sino que,
además, estos entrarían en un proceso de remate o despojo del inmueble o el predio. Esta
modalidad puede ser considerada como un despojo por vía legal.
Teniendo en cuenta a Barrera y González, (2014) estas pueden modalidades pueden ser
comprendidas desde el despojo. El cual, es una práctica, legal o ilegal, en donde
involuntariamente un individuo, grupo o comunidad son privados de un bien material y
simbólico a través de la violencia o coacción, pueden ser bienes muebles, inmuebles o territorios,
dejando así, en condición de vulnerabilidad. El despojo anula la condición humana y los
derechos sociales, económicas y culturales que se tiene sobre la propiedad privada. Ha sido una
forma para hacer política, pero además reproducir el conflicto armado y social en nuestro país.
En un segundo momento, hablaremos de los daños colectivos al territorio, los cuales el
CNMH (2015) menciona que estos corresponden a las diferentes afectaciones negativas producto
del conflicto armado que se generan en las relaciones económicas, sociales, políticas,
ambientales y culturales de las comunidades. Son materiales e inmateriales y poseen
implicaciones en términos psicosociales y de memoria, pues afectan los procesos de apropiación
e identidad, los procesos organizativos y colectivos, desestructuran la confianza, entre otros.
Frente a los daños materiales al territorio, como el daño a los bienes de la comunidad, CNMH
(2015) señala que, estos no sólo repercuten en las condiciones económicas de las comunidades,
al existir lucro cesante o daño emergente, sino que poseen implicaciones de tipo psicosocial y
sociocultural, lo que se traduce en daños de tipo colectivo. Según la Comisión de Verificación a
la Política de desplazamiento forzado (2009) citada por el CNMH (2015), los conceptos de daño
emergente y lucro cesante son esenciales a la hora de analizar los daños materiales. La pérdida
de estos supone una aminoración patrimonial y/o lucro cesante, en dado caso, en que ese bien
permitiera una ganancia esperada que no se obtuvo. En el marco de conflictos armados, se
afectan los bienes de la comunidad, a través de modalidades como: pérdida de viviendas,
cultivos, animales domésticos, ganado y enseres que colocaron en riesgo la seguridad
alimentaria, el sustento económico de las veredas y los proyectos productivos locales debido al

desplazamiento forzado, según el CNMH (2015). También hubo afectaciones en la
infraestructura comunitaria y en este caso, no sólo hay daños materiales, sino también morales.
Es un impacto muy amplio para las comunidades, puesto que, esta infraestructura denota lazos de
solidaridad, cooperación y trabajo organizados (CNMH, 2015).
Frente a los daños inmateriales al territorio, podemos encontrar la desestructuración de
dinámicas sociales, organizativas y económicas y el daño al proyecto de vida campesino, que
devienen como consecuencia alteraciones negativas sobre el tejido social, como cambios en
percepciones, representaciones, costumbres, relaciones, a partir del accionar de actores armados
y otros, por medio de la imposición del miedo, la estigmatización, el control territorial, entre
otros (CNMH, 2015)
3. Reparación Colectiva
En el tercer referente teórico define, en un primer momento qué consiste la reparación
colectiva y la importancia de su enfoque transformador, y, en segundo lugar, incluye el marco
normativo de la reparación colectiva y de la Estrategia Entrelazando.

Según la Unidad para las Víctimas, la reparación colectiva es:
“Un conjunto de medidas administrativas individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas de
violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario ocurridas
con ocasión del conflicto armado interno, que posibilitan el goce efectivo de los derechos de estas
víctimas a la verdad, la justicia y la reparación y garantías de no repetición, reconociendo su condición
de víctimas y dignificándolas a través de la materialización de sus derechos constitucionales” (2014,
p.17).

La reparación colectiva está dirigida al reconocimiento y la dignificación de organizaciones
sociales y políticas, grupos y comunidades que han sufrido un daño colectivo. Es un proceso que
inicia con el registro de sujeto colectivo, hasta la formulación del Plan Integral, su
implementación y seguimiento por parte de las entidades Sistema Nacional de Atención y
Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV). Esta no se centra exclusivamente en medidas
económicas o materiales a las que las víctimas individualmente tienen derecho. Por tanto, según
la UARIV busca la recuperación psicosocial, la inclusión ciudadana, la reconstrucción del tejido
social, la devolución de la confianza en el Estado, así como la recuperación y el fortalecimiento
del Estado Social de Derecho (UARIV, 2014, p.3).
Bustillo (2015) plantea que, la reparación colectiva además del resarcimiento del daño debe

tener un efecto transformador, este consiste en buscar la superación de las causas estructurales
que están en la raíz de los conflictos armados, para superar condiciones históricas de exclusión y
dominación, en la perspectiva de una sociedad más justa y democrática, basada en el respeto a
los derechos humanos. Desde la dimensión política de la reparación, se aporta a la dignificación,
satisfacción, restitución plena, entre otros, pero también, como una posibilidad política de
transformación y prevención de que los hechos victimizantes se repitan.
Revisemos los lineamientos jurídicos que sustentan esta categoría.
Las dinámicas y actores del conflicto armado han ocasionado en Colombia, un gran número
de víctimas y de daños en diferentes órdenes. En nuestro país, se ha avanzado hacia el
reconocimiento de las categorías “sujetos/víctimas colectivas” y “daños colectivos”, lo que
implica una mirada más amplia de los impactos del conflicto armado en el tejido social. Por
medio del Decreto Nacional 4800 de 2011, de la Ley 1448/11 de Víctimas y Restitución de
Tierras, se establece que, la reparación colectiva contiene medidas de “indemnización,
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición”, en aspectos materiales, simbólicos y
políticos, desde enfoques diferenciales y de transformación. (UARIV & USAID, 2014)
Igualmente establece la existencia de unos principios de integralidad, participación y
coordinación del trabajo interinstitucional y comunitario. Con ello se crea el Programa
Institucional de Reparación Colectiva (PIRC). La Ley de Restitución de tierras, tiene como
antecedentes la Ley 975 de Justicia y Paz. En esta última, no se reconocían como víctimas
aquellas personas afectadas por acciones de las Fuerzas del Estado. Aunque señalaba la
necesidad de desarrollar procesos de reparación colectiva, esta ley no era clara a la hora de guiar
la identificación de los sujetos colectivos. Por lo cual, la Comisión Nacional de Reparación y
Reconciliación - CNRR, en base al estudio y análisis de diferentes experiencias internacionales y
de los procesos piloto de reparación colectiva (Libertad, El Salado, El Tigre, Universidad de
Córdoba, Buenaventura, Gabarra, ATCC), determinó que son sujetos de reparación colectiva:
comunidades o pueblos, grupos y organizaciones sociales o políticas (OIM y USAID, 2012).

Estrategia Entrelazando:
Dentro de las medidas de la rehabilitación comunitaria de la reparación colectiva, se encuentra
la Estrategia Entrelazando. Esta da cumplimiento a lo que dispone en los artículos 167 y 168 del

decreto 4800 de 2011. Asume el mismo enfoque de la Ley 1448 de 2011, desde el enfoque de
daño, transformador, perspectiva diferencial y concibe las víctimas como sujetos de derechos. La
estrategia tiene un periodo de duración de 3 años, en donde se organizan acciones determinadas
entre la Unidad Para la Atención y Reparación de las Víctimas, las distintas entidades
territoriales, los/las tejedores/as y la comunidad, para orientar el proceso de reparación colectiva.
Pretende aportar elementos para la reconstrucción del tejido social y el fortalecimiento de la
confianza y convivencia de las víctimas colectivas del conflicto armado. Los componentes de la
Estrategia se encuentran articulados entre sí por principios de acción conjunta, coherencia y
participación. (UARIV, 2015)
Sus componentes se orientan a resignificar las experiencias vividas en el marco del conflicto
armado, promoviendo procesos de expresión individual y colectiva del sufrimiento, con el
objetivo de sanar aquellas heridas, pero también de potenciar los recursos de los sujetos
colectivos. Sus acciones se basan en la dignificación, la eliminación de estereotipos e
imaginarios sociales y la reconstrucción de la memoria colectiva. Así pues, se promueve el
trabajo colectivo, el fortalecimiento de la convivencia y la confianza en los territorios, pero
también la comprensión sobre las violaciones a los derechos humanos.
4. Campesinado
En la cuarto y último referente teórico encontramos dos conceptos a definir. En primer lugar,
que es campesinado, y en segundo lugar que se entiende por proyecto de vida campesino.
Según el Cinep (2013) se entiende el campesinado como un grupo humano, reconocido como
un sujeto diverso y heterogéneo que se encuentra mediado por diferencias regionales y por
procesos de poblamiento desiguales que implican formas distintas de construcción de su
territorialidad. De esta forma, hace referencia a
“características particulares y las diferencias entre los grupos sociales y económicos que
hacen parte del sector campesino dependen de aspectos tan diversos como el tipo de sistema de
producción, la modalidad de acceso a las tierras rurales, las diferencias geográficas y culturales,
los alcances del proceso diferenciado de construcción del Estado en la región en la que se
encuentran, y los impactos del conflicto armado y la violencia sociopolítica” (Cinep, 2013, p.8).
De acuerdo, con estas particularidades es necesario reconocer principalmente la estrecha
relación que sostiene con la tierra, identificada como un elemento fundamental al definir al
campesino como un ser puramente rural. La cual, permite referir a la economía campesina como
un elemento de producción familiar, que reúne aspectos de carácter social y cultural que reflejan

su identidad y su desarrollo social en el país. Además, es importante visibilizar el carácter
político que sostiene el campesinado debido a esta estrecha relación, que se encuentra reflejada
mediante la lucha por la tierra y que se manifiesta en sus niveles de participación y organización
(Estrada, 2013).
En segundo lugar, cuando hablamos del proyecto de campesino nos referimos a la
construcción y relación material y simbólica entre la tierra y el territorio para las comunidades
campesinas. De ahí, tejen vínculos, interacciones y relaciones en órdenes políticos, económicos,
organizativos, familiares, vecinales y culturales (CNMH, 2015). El proyecto de vida campesino,
como lo señala el CNMH, se conecta con la autonomía y el arraigo, que permite la realización
personal y comunitaria.
Es importante reconocer, como indica Bustillo (2015) que el proyecto de vida campesino ha
sido afectado por diferentes factores externos como las fallidas reformas agrarias y el conflicto
social y armado en el país, lo que repercute en la calidad de vida, generan empobrecimiento y
vulnera su derecho a la tierra y el territorio. A pesar de estas afectaciones, el campesinado
colombiano se mantiene activo social y políticamente en busca de sus intereses por la
preservación del medio ambiente, el desarrollo rural, la titulación de la tierra, su reconocimiento
entre otros. Ya que, las lógicas de desarrollo economicistas-extractivistas generan procesos de
descampesinización y no promueven modelos sustentables con la naturaleza, atacando así, las
identidades locales que se reafirman con el territorio.

Capítulo III. Diseño metodológico
La investigación se encuentra situada desde el enfoque de la teoría crítica. Desde allí, se
asumen unos principios de tipo filosófico, metodológico y político que permiten la comprensión
y problematización intencionada de los fenómenos sociales, a partir del análisis del contexto
histórico y cultural. En ese orden, se identifican los actores sociales, tensiones, intereses, las
relaciones de poder y contradicciones presentes, producto de unas condiciones de (re)producción
social. Esto se realiza en clave de totalidad y reflexión crítica frente las situaciones y condiciones
sociales que hacen posible la opresión y dominación de los grupos sociales. Dentro de la teoría
crítica los hechos no están aislados del campo de los valores y de la ideología. Es decir,
confluyen unos aspectos de tipo material e ideológico que deben tenerse presentes. La teoría
crítica, no busca la acumulación acrítica del conocimiento, pues la construcción del
conocimiento posee una intencionalidad ética y política que se conduce a develar, cuestionar y
problematizar el orden social y promover procesos de transformación social y emancipación.
(Cebotarev, 2003).
La investigación utiliza información primaria y secundaria; primaria, dado que, desde la
teoría crítica, se señala la importancia de tener en cuenta en el proceso la participación del grupo
social, y en ese orden, se desarrollaron técnicas con diferentes actores(con niños , niñas y jóvenes
del colegio de El Dorado, profesora y ex alcalde Freddy Díaz, Civipaz, Comunidad Claretiana,
Núcleo Zonal Miravalles) como entrevistas, observación participante, cartografía social; y
secundarias, puesto que, se realizó un análisis riguroso de documentos de producción académica
(como las investigaciones elaboradas por los diferentes grupos de la Universidad de La Salle,
que han trabajan en la línea del macroproyecto), revisión de prensa (Semana, Comisión
Intereclesial de Justicia y Paz, El Tiempo, El Espectador, Verdad Abierta, Agencia Prensa
Rural), informes oficiales y documentos de la región. Lo anterior, contribuyó a la construcción
de conceptos y categorías claves para el análisis de la información y de resultados. Para el
análisis de la información, se utilizó el programa Atlas.ti. Uno de los grandes e importantes
trabajos metodológicos que llevamos a cabo fue la elaboración de matrices metodológicas.
Matriz metodológica:
A continuación, se presentan dos matrices de orden metodológico que orientaron el desarrollo
de la investigación. La primera matriz, evidencia, según el objetivo general y la pregunta, las

categorías y subcategorías correspondientes a cada objetivo específico. Y la segunda matriz,
plasma la descripción de cada categoría, las preguntas, actores, técnicas e instrumentos que se
utilizaron.

Tabla 2. Matriz de Diseño Metodológica
Categ

Descripción

Subcate

oría

Preguntas

Pregunticas

Fuentes/ actores

Técnicas

gorías

Histór
ica
La categoría histórica
permite
entender
el
origen, la trayectoria, el
impacto y la situación
actual del problema de la
tierra y el territorio en el
Alto Ariari.

os

Origen

¿Cuál es el origen del
problema de la tierra en el
Alto Ariari?

Trayect

¿Cuáles son los hitos
históricos del problema de
la tierra en la Región del
Alto Ariari?

oria
(Etapas)

Instrument

¿Cuáles
son
las
tensiones que se evidencian
en relación con el problema
de la tierra y el territorio?

Tension
es

¿Qué acontecimientos
han
determinado
o
agudizado el problema del
territorio en la región del
alto Ariari?
¿Qué
hechos
han
ocurrido en relación con el
problema de la tierra en el
marco
del
conflicto
armado?
¿Cuáles han sido los
actores
e
intereses
disputados en los últimos
20 años en la región del
Alto Ariari?

Comunidades
campesinas

diario
campo

de

revisión
Comunidad
claretiana

documental

formato de
entrevistas
semiestructurad
as y de revisión
documental.

Líderes
entrevistas

comunitarios

semiestructur
ada

Econó
mica

Esta
categoría
muestra las relaciones e
intereses
económicos
sobre la tierra y el
territorio, de parte de los
diversos actores que
generan condiciones de
exclusión y pobreza,
derivadas de la tenencia,
uso y vocación de la
tierra y su relación con
las
comunidades

Actores
Relacio
nes y
dinámic
as

Uso,
tenencia y
vocación de

¿Cuáles
son
los
intereses económicos que se
disputan en el problema de
la tierra y el territorio?
¿Quiénes lo disputan?,
¿Por qué?
¿Cuáles
son
las
dinámicas ejercidas por los
actores por el control
territorial?
¿Cuáles es la vocación

¿Cuáles
son
los
impactos
de
la
transformación económica
de la vocación y las
problemáticas ambientales
sobre la tierra y el
territorio?

Comunidad
campesina

Entrevistas
semiestructuradas

Comunidad
claretiana

Revisión
documental

Líderes
comunitarios

diario
campo

de

formato de
entrevistas
semiestructurad
as y de revisión
documental.

campesinas en el Alto
Ariari.

Polític
a

Daños
a la tierra
Daños

A través de esta
categoría se pretende
problematizar
los
aspectos ideológicos que
soportan el accionar de
los actores sociales que
disputan la tierra y el
territorio y de esta
manera,
develar
los
intereses, relaciones y
hechos que confluyen en
dicha dinámica.

Esta categoría
pretende aportar a la
compresión y

al

caracterización de los

territorio

daños colectivos
ocasionados a la tierra y
el territorio

la tierra

sobre el uso de la tierra?
¿Cuáles han si sido los
impactos
en
las
transformaciones
económicas del territorio?

Interese
s
Ideologí
a
Papel de
Estado
Conflict
o armado
Abando
no estatal

¿Cuáles
son
los
intereses
disputados
políticamente
por
los
actores legales e ilegales
frente al problema de la
tierra y el territorio?

¿Cuáles
intereses
ideológicos y políticos de
los actores legales e ilegales
sobre el problema de la
tierra y el territorio?

¿Cómo han influido las
disposiciones
legales
emitidas por el Estado en la
disputa por la tierra y el
territorio?

¿Los
intentos
de
reforma agraria que se han
realizado a lo largo del
tiempo, han contribuido a
solucionar o exacerba el
problema de la tierra?

¿Estas
disposiciones
han atacado el problema
directo o sólo los síntomas?
Daños
materiales
-Daños
inmateriales
-Actores
y
modalidade
s

¿Cuáles son los daños
colectivos a la tierra?
¿Cuáles son los daños
colectivos al territorio?
¿Cuáles son los actores
legales e ilegales que
influyen y condicionan el
problema de la tierra y el
territorio?
¿Qué tipo de modalidad
son utilizadas por los
actores que contribuyen al
problema de la tierra y el
territorio?

Comunidad
campesina

revisión

¿Cuáles vulneraciones
sobre la propiedad de la
tierra?
Cuál
es
el
uso,
vocación, y tenencia de la
tierra en la Región del Alto
Ariari

de

documental
Comunidad
claretiana
entrevistas

¿Cuáles son los daños
materiales e inmateriales al
territorio?

diario
campo

Líderes
comunitarios

semiestructur

formato de
entrevistas
semiestructurad
as y de revisión
documental.

ada

comunidades
campesinas

revisión
documental

comunidad
claretiana

entrevistas
semiestructur
ada

comité
impulso
líderes

diario
campo

de

formato de
entrevistas
semiestruct
urada

de
grupo de
discusión
Observación
participante

formato de
grupo
de
discusión

-Desafíos
y retos de
la
reparación
colectiva
frente al
problema
de la tierra
y
el
territorio.

Lo que se pretende con
esta categoría es realizar
un análisis crítico, sobre
los alcances y los límites
de
la
medida
de
reparación colectiva en la
Región del Alto Ariari,
frente al Derecho de la
tierra y el Territorio.

¿Cuáles son los
Desafíos

-

desafíos de la reparación

desarrollado el proceso de

colectiva frente al problema

reparación colectiva en los

de la tierra y el territorio?

dos municipios? (logros y

¿Cuáles son las

Propuestas

de la tierra y el territorio?

a

¿Cómo se evidencia

campesinas

Observación
participante
revisión
documental

comité de
entrevistas

impulso

semiestructur
ada

¿Qué propuestas por
parte de la comunidad
pueden contribuir a la

la tierra y el

dentro de la reparación

reivindicación del derecho

territorio

colectiva el derecho a la

de la tierra y el territorio?

tierra y el territorio?

Fuente: Elaboración propia

dificultades)

comunidades

propuestas de la reparación
colectiva frente al problema

Derecho

¿Cómo se ha

líderes

grupo
discusión

de

diario
campo

de

formato de
entrevistas
semiestructurad
as y de revisión
documental.

CAPÍTULO IV
El problema de tierra y el territorio en el Alto Ariari.
En este capítulo, junto con los dos siguientes (V, VI), presentamos los resultados de la
investigación. De acuerdo con ello, este capítulo se compone de tres dimensiones en relación al
problema de la tierra y el territorio, la primera dimensión será: histórica; segunda, dimensión
económica, tercera la dimensión política y finalizamos con un breve balance.
1. EL PROBLEMA DE LA TIERRA Y EL TERRITORIO EN CLAVE HISTÓRICA:
El problema de la tierra y el territorio en la región del Ariari tiene raíces históricas. Tal como
acontece en el país, es posible rastrear hitos locales que explican el origen y la trayectoria de este
problema. Posteriormente, desarrollamos el análisis de estos períodos. Después, mostramos las
principales tensiones y contradicciones entre los diferentes actores e intereses disputa que llaman
la atención. Finalmente, hablamos de los acontecimientos más relevantes que se han dado en el
problema de la tierra y el territorio en el Alto Ariari.
Origen y trayectoria
De manera particular, como se muestra en la gráfica No.7 que sigue a continuación, son tres
las etapas que muestran los giros de este problema desde 1920 a 2017. Posterior a ello,
desarrollamos el análisis de estos giros:

Gráfica 3. Línea del tiempo del problema de la tierra y el territorio en el Alto Ariari

Fuente: Elaboración propia

Presentamos a continuación cada una de las tres etapas. En estas, realizamos una breve
descripción, ubicamos hechos, acontecimientos, actores e intereses que han determinado o
agudizado el problema del territorio en la región del alto Ariari desde los años veinte del siglo

pasado hasta el presente.
Primer periodo: COLONIZACIÓN DEL ALTO ARIARI:
En esta primera fase denominada Colonización del Ariari, que comprende desde 1920 hasta
1970, el problema de la tierra y el territorio está directamente ligado a las lógicas que jalonaron
la colonización en la región. Encontramos que fueron dos las lógicas que impulsaron y
coexistieron en tensión, al arribo y asentamiento de comunidades campesinas. La colonización
ideológica, armada y bipartidista y en contraposición a ella, la lógica de una colonización oficial
promovida desde el Estado, a la que hemos llamado, colonización institucional. Revisamos a
continuación cada una de ellas.
En primer lugar, nos parece importante retomar los planteamientos de Mosquera (2015),
frente al contexto histórico del Meta, para señalar que las particularidades de su proceso de
colonización, su ubicación geopolítica y su formación social y política ha sido detonador de
conflictos sustentados en aspectos ideológicos y de disputa de intereses entre diferentes actores.
Es por ello que, según el CNMH (2015), las oleadas de violencia en la región han estado
sustentadas en la pertenencia partidaria (P. Liberal, Conservador, Comunista) y la configuración
de los territorios, lo que explica las distancias y tensiones que se han tejido a lo largo de los años
en estos municipios y la presencia de determinados grupos armados, organizaciones sociales y
políticas.
En la región del Alto Ariari la colonización está ligada a dos factores: uno, la violencia
política que impulsó los procesos colonizadores entre las décadas de 1920 a 1960, este periodo
incluye la violencia bipartidista y la lucha por la tierra, al que se le denomina colonización
armada. Como segundo factor, la colonización institucional, en la que se encuentran los
procesos realizados desde el Estado que facilitan la entrega de tierras y la implantación de
procesos de economía extractiva, permitiendo la explotación agroindustrial de empresas
extranjeras en la región (CNMH, 2015).
Consideramos pertinente recordar que, la época de la Violencia (1948), estuvo caracterizada
por una oleada de enfrentamientos, hostigamientos y disputas por el territorio, sustentadas en
factores políticos e ideológicos. Tras los diferentes hechos violentos ocasionados por los Pájaros
y los Chulavitas, surgieron grupos guerrilleros de ideología liberal y también de inspiración
comunista. Al margen de estas, se fueron organizando movimientos de lucha agraria en lugares
como el sur del Tolima, la región del Sumapaz y el norte del Cauca e igualmente, posibilitó

procesos de organización política en Santander, Córdoba y los Llanos Orientales.
Para el caso de esta última región, en 1949 surgieron las guerrillas Liberales del Llano y en
estas, personajes importantes como Eliseo Velásquez, Guadalupe Salcedo, Dumar Aljure, Franco
Isaza, José Alvear Restrepo, entre otros, tomaron gran relevancia para la historia, debido a sus
luchas y reivindicaciones populares (El Espectador, 2010). En 1948 y 1953 se configura la
Revolución de los Llanos Orientales (López, 2015), debido a la crisis de hegemonía del Estado
de y los partidos Liberal y Conservador, según Pécaut (1987) citado por (López, 2015). En el
marco de estas reivindicaciones, entre en 1952 y 1953 se expidieron las Leyes del Llano en las
que se recoge el descontento popular.
Desde la segunda lógica, la institucional, encontramos que, en 1953, Según Molano (1989), se
emite la Ley de Amnistía y con ella, se otorgan un conjunto de beneficios, como la entrega de
tierras y de subsidios, según este autor también surgió la Caja de Crédito Agrario, por medio del
Instituto de Colonización, promoviendo así, el proceso de colonización del Ariari, pues muchas
personas se veían atraídas, desde otras partes del país por la riqueza y beneficios de las tierras.
Este período de “pacificación” duró muy poco, debido al rompimiento entre Rojas y el Partido
Comunista Colombiano por la matanza de estudiantes ocurrida en 1954, en junio 8 y 9 y el
desamparo e incumplimiento de garantías (Molano, 1989).
Alfredo Molano, (1989) afirma que, entre 1955 y 1962 se da una segunda oleada de violencia
y se caracteriza por la influencia y fortalecimiento del movimiento comunista. Como dato
importante, nos parece esencial, quien sostiene que para este año fue considerado ilegal el
Partido Comunista Colombiano, lo que corresponde a estrategias de parte del Estado, a lo largo
del tiempo, por invisibilizar y criminalizar expresiones organizativas y políticas. Tras el ataque a
Villarrica y a las zonas de Sumapaz, surgieron las Columnas de Marcha, que tenían por objetivo
proteger a muchas familias campesinas de las acciones militares del Ejército. Ello, estuvo
acompañado de múltiples desplazamientos geográficos y asentamientos bajo la forma de
autodefensas.
Molano (1989) afirma que estas columnas se dirigieron hacia el suroriente. Según este autor
una, fue en dirección a Baraya, pero no alcanzó a llegar hasta allí, por lo que, llegó al Alto
Guayabero y el Pato, y la segunda, hacia el Alto Duda, que se asentó en El Palmar, pero al no ser
una región fértil, supuso desarrollar estrategias de colonización en grupos de pequeños
campesinos hacia otros lugares, como la Uribe. Allí, en palabras del mismo Molano, apoyaron el

proceso de colonización del piedemonte entre los ríos Ariari y Duda y fundaron: Medellín del
Ariari, Mesetas y Lejanías. Como lo documenta Colombia Nunca Más, esta organización de
autodefensa campesina, entre 1955 y 1959 fue adoptada por los campesinos que llegaron a la
región desde el Tolima y Sumapaz. Miembros del PCC iniciaron un arduo trabajo en la región
para promover la organización campesina alrededor de la construcción de infraestructura, el
impulso del cultivo de productos agrícolas (2011 citado por CNMH, 2015) formación política
alrededor de las Juventudes Comunistas, la Unión de Pioneros José Antonio Galán, Unión de
Mujeres Demócratas (CNMH, 2015). También, se creó la comisión de baldíos que buscaba
dirimir los conflictos alrededor de la tenencia de la tierra y consolidar el minifundio; y,
comisiones sindicales orientadas a promover la seguridad democrática por medio de procesos
comunitarios (CNMH, 2015). Volviendo a Molano, éste afirma que la autodefensa aportó
elementos ideológicos y organizativos sustantivos que fueron detonadores más adelante para la
fundación del Sindicato Agrario del Alto Ariari (1989).
Según CNMH (2015) la época del Frente Nacional estuvo caracterizada, por “las filiaciones
políticas de los viejos líderes de la región [y porque] se consolidaron” pp. 62, la persecución y
estigmatización emprendida desde el Plan Laso (durante el gobierno de Guillermo León Valencia
en 1962 a 1966) y la Acción cívico militar. El mismo CNMH sostiene que lo anterior, gestó un
ambiente de hostilidades orientadas a eliminar las repúblicas independientes. En el mismo
sentido afirma que un hito significativo fue el ataque a Marquetalia como uno de los factores que
posibilitaría la constitución de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – FARC.
De otro lado, en la segunda lógica, entre 1964 y 1970 se da un proceso de colonización
coordinado institucional, en este caso, liderado por el Instituto Colombiano de la Reforma
Agraria – Incora, basado en la Ley 135 de 1961, pero es un proceso que pocos años después
fracasó y, por el contrario, lo que se promovió fue realmente la concentración de la tierra, la
marginalización de la económica campesina y el reacomodo cultural del campesino, según
Londoño (1989), citada por CNMH (2015).
Segundo periodo: 1970 a 1998: LLEGADA Y ESTABLECIMIENTO DE ACTORES
ARMADOS EN LA REGIÓN
Para el análisis de este periodo nos pareció pertinente para reflejar el posicionamiento del
conflicto armado y las disputas por la tenencia de la tierra y el territorio. Pero también, mostrar la
importancia del surgimiento de nuevas apuestas políticas y el desarrollo de procesos

organizativos en la región. En este periodo de tiempo confluyen planes nacionales e
internacionales basadas en la lucha contrainsurgente e igualmente, conduce, desde la
estigmatización, a fuertes oleadas de violencia y a la desestructuración del tejido social. En este
período tuvimos en cuenta la configuración del paramilitarismo en la región,
En esta sección, hablaremos de la llegada y establecimiento de los grupos armados en la
región, teniendo en cuenta, las diferentes alianzas y particularidades de este proceso.
Comencemos con el paramilitarismo. Tal cual el CNMH (2015) menciona, en los Llanos
Orientales, para la década de 1970 comenzó una etapa caracterizada por la compra de
extensiones muy grandes de tierra por parte de empresarios esmeralderos de Boyacá y de
narcotraficantes, como alias El Mexicano (Gonzalo Rodríguez Gacha), quien pertenecía al cartel
de Medellín. Esto posibilitó la construcción de alianzas de tipo económico y militar con
personajes como Fidel Castaño, quien promovió el paramilitarismo en Córdoba, y que
posteriormente, repercute en un proceso de control del mercado de la coca en la región del
Medio y Bajo Ariari. Víctor Carranza, el zar de las esmeraldas, adquirió tierras en municipios del
Meta, como Cubarral y El Dorado, para poder apropiarse de las minas de cal que se encontraban
allí (CNMH, 2015). Igualmente:
“Las compras de enormes haciendas empezaron a chocar con los procesos de adjudicación de
tierras que el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora) les venía entregando a
integrantes de la Asociación Nacional de Usuarios Campesino (Anuc) desde una década atrás. Esas
titulaciones incentivaron la creación de un sindicato agrario que fue creciendo y en 1979 consiguió
personería jurídica como Sindicato de Trabajadores Agrícolas Independientes del Meta –
SINTRAGRIM–. Al poco tiempo tenían más de 2500 afiliados desde San Juan de Arama hasta
Puerto López y desde Vistahermosa hasta el Casanare” (Verdad Abierta, 2011).

Otras expresiones de violencia se presentaron en cabeza de grupos de autodefensas locales,
que se llamaban Mano Negra o Serpientes Negras, creados por terratenientes de la región.
Para la época de los gobiernos de López Michelsen (1974 a 1978) y Julio César Turbay (1978
a 1982), se exacerbó la persecución política y se materializó en un recorte de libertades
democráticas, en manos del Ejército y la Policía, quienes también se habían fortalecido, como
parte de la lucha contrainsurgente y anticomunista que, desde la Seguridad Nacional se había
inspirado. En ese orden, muchas de las expresiones de los movimientos sociales, fueron
estigmatizadas y perseguidas.
Igualmente, las FARC fortalecieron su presencia en el Meta, pues era un lugar estratégico,

que les servía de retaguardia. Así pues, se ubicaron en El Castillo, en la parte alta, en
proximidades con Lejanías y Mesetas. Esto ocasionó que, existiera gran proximidad de los
habitantes del pueblo con esta y así, se ejerciera control sobre el territorio. En 1978, las FARC
celebraron la Sexta Conferencia, en donde se dispusieron a fortalecer su estructura militar y
ampliar su cobertura en el territorio nacional (CNMH, 2015). Para 1982 en el Meta se ubica el
Bloque Oriental de las FARC y ejerció control social, colaboración e intervención en las juntas
de acción comunal (Mosquera,2015).
Esto da cuenta de las relaciones que se establecen en la disputa por la tierra y el territorio
entre los actores legales e ilegales. A mediados de los años 80, se presenta una oleada de
violencia, principalmente en El Castillo por la presencia y disputa de nuevos actores sobre esta
región, como los narcotraficantes y empresarios irregulares de la explotación de esmeraldas de
Boyacá. Igualmente, este período fue significativo para la expansión y fortalecimiento de las
FARC, quienes generaron mayor control territorial mediante diversas medidas entre ellas la
imposición de votar por ciertos candidatos y la prohibición de relacionamiento y participación en
actos para evitar que los paramilitares entraran al municipio.
En el país se estaban dando una serie de negociaciones entre los grupos de las FARC, Ejército
de Liberación Nacional (ELN) y disidentes del Ejército de Liberación Nacional (EPL), en el
Gobierno de César Gaviria (1990-1994) las cuales fracasaron y se da una nueva persecución a
estas guerrillas. Existió crecimiento en el número de integrantes de las FARC y se dan estrategias
orientadas al dominio territorial. Para este momento, sus finanzas están sustentadas sobre la
economía ilegal de la coca. Esto tiene relación con lo que Reyes, A (2009) frente a la expansión
geográfica de los grupos armados ilegales a partir del uso de la violencia, la intimidación y la
obtención de rentas por extorsión y narcotráfico. Así pues, se crearon corredores de movilidad en
los territorios, como, por ejemplo, en El Castillo. Este período estuvo marcado por las fuertes
rupturas al tejido social, pues se dan modalidades como pescas milagrosas y las tomas
guerrilleras. (CNMH, 2015).
El paramilitarismo se fortaleció entre otras causas por la expedición del Estatuto de Vigilancia
y Seguridad Privada que promovió la creación de las Convivir1 en 1994, (Cooperativas de

1

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, recalca las múltiples denuncias frente a las CONVIVIR, y
su carácter paramilitar. Hace una crítica al carácter legal que se les atribuyó lo que posibilita las victimizaciones
hacia la población civil (CIDH, 1999)

Vigilancia,) organismos que luego de 1997 pasaron a ser clandestinas y se articularon con el
paramilitarismo. Lo que mencionaron varios autores es que, el mercado de la coca y la
articulación con actores legales, propiciaron un ambiente sustantivo para su potenciamiento
(Peña, Garay y otros, 2008; CNMH, 2013). Tras los hechos sucedidos en Mapiripán se marca
una tendencia de masacres hacia la población civil, como Caño Blanco (1997), Caño Jabón
(1998), Buenavista (2001), según registros del CNMH. Para 1997, el paramilitarismo tenía
injerencia en municipios como El Dorado, San Martín y Puerto Gaitán (Beltrán y otros, 2017).
Por lo que, según CNMH, en el periodo 1994-2013, en el departamento del Meta se identifican
los años 2005, 2006 y 2007 como los de mayor recrudecimiento del abandono. Esto coincide con
altos niveles de desplazamiento. Los municipios con mayor cantidad de declaraciones de
abandono son, en su orden: Vistahermosa, Mapiripán, Puerto Rico, La Macarena, Mesetas y La
Uribe (CNMH, 2015).
En relación, a lo anterior, Mosquera (2015) establece que, entre 1986 y 1992 se da un período
intenso de confrontación entre El Dorado y El Castillo sustentado en diferentes causas, como el
auge de la UP, el asesinato por parte de las FARC- EP del señor Elías Díaz Cabezas (una persona
importante para la comunidad y fundador de El Dorado), lo que ocasiona la creación y
fortalecimiento de la Autodefensa de El Dorado constituido “para combatir a los bandidos de la
zona de El Castillo” (CNMH, 2005. pp. 27).
Paralelamente, y para finalizar este período, se produjo un notable fortalecimiento del
paramilitarismo y se insertaron las Autodefensas Unidas de Colombia AUC a la región y un
tiempo después, se creó una zona de distensión en cuatro municipios del departamento del Meta
y uno en Caquetá, en donde se llevarían a cabo conversaciones con la guerrilla de las FARC.
Tras retomar esta zona, se produce un recrudecimiento del conflicto que años después influye en
el vaciamiento del municipio de El Castillo. Entre 1984 y 2001 el fenómeno del desplazamiento
aumentó significativamente, pero tuvo la particularidad de ser invisibilizado en el contexto de
violencia en la cual la región se encontraba. El CNMH, (2015) retoma los datos de la RUV, para
establecer que en El Castillo 1997 personas abandonaron el municipio en este período y en el
Meta, 31412 personas.
En un segundo momento, hablaremos sobre los procesos organizativos. En este periodo en
el Alto y Bajo Ariari, según CNMH (2015),

las formas organizativas alrededor de

SINTRAGRIM y el Partido Comunista, se fortalecieron, pues promovieron el trabajo colectivo
en pro de la mejora de la infraestructura comunitaria para el goce de derechos y bienestar de la
población campesina, como lo fue la creación de escuelas, puestos de salud, arreglo de vías,
creación de salones comunales; pero también gestaron formas de organización agraria que
permitiera el desarrollo social y económico en la región.

Por lo cual fueron blanco de

violaciones sistemáticas a los derechos humanos materializadas en críticas, hostigamiento,
señalamientos y asesinatos en manos de las Fuerzas Militares, inspiradas por la política
internacional anticomunista de los Estados Unidos al lado de empresarios, paramilitares,
terratenientes y políticos bajo el plan denominado “Plan Rojo2” y “Operación Cóndor3” (CNMH,
2015).
En la época de Belisario Betancur (1982 a 1986) se estaba dando un proceso de paz con las
FARC, y que posibilitaron un ambiente fértil para el nacimiento de la Unión Patriótica (1985) y
la confluencia de diferentes actores en pro de una nueva propuesta política que tuvo gran acogida
por sus ideas de cambios. Sin embargo, este proceso de paz también fue blanco de muchos
ataques de parte de diversos sectores políticos, de las Fuerzas Armadas y empresarios. La UP fue
concebida como una amenaza para el orden social y fue objeto de señalamiento y violencia. Sin
embargo, el movimiento logró resultados muy importantes, como lo afirma el CNHM (2015)
citando a Campos (2018) al adquirir la votación más alta de un partido de izquierda en el país,
con: 14 curules de Senado y Cámara, 18 diputados y 335 concejales. Después de estas
elecciones, el panorama de violencia se agudizó y el 8 de agosto de ese mismo año incursionaron
los paramilitares al Castillo a la vereda La Unión a hostigar y robar bienes de los campesinos.
Estas personas pertenecían a grupos de paramilitares y políticos de El Dorado y Cubarral, según
CNMH (2015).

2

La Operación Conquista se dirigía aparentemente la recuperación de los territorios en los que se había
concentrado la guerrilla y había concentración de miles de hectáreas de coca. Como afirma Verdad Abierta, fue
objeto de críticas de parte de las organizaciones de derechos humanos en el 2002, debido a los excesos del Batallón
XXI Vargas, en Granada, pues con el argumento de perseguir a la insurgencia, se hostigó y persiguió a líderes
comunales y agrarios del Ariari (Verdad Abierta, 2011)
3

Según TeleSur, el Plan Cóndor hace referencia a un proceso conspiratorio entre los órganos de inteligencia de
dictaduras en América Latina en coordinación con Estados Unidos, entre las décadas de 1970 y 1980, en plena
Guerra Fría, para evitar la subversión, a través del intercambio de información, la represión y persecución política y
de esta manera, facilitar la implantación de políticas económicas. Para el caso colombiano, esto se desarrolló con el
grupo paramilitar Alianza Americana Anticomunista (TELESUR, 2016)

Con la promulgación de la Carta Política de 1991, se inició un nuevo momento marcado por
la amplia participación y la construcción conjunta en términos de democracia. CNMH, (2015)
subraya la confluencia de diferentes cambios militares, políticos y económicos, que no frenaron
la persecución de la UP, sino que, por el contrario, hicieron posible la naturalización de la
violencia sociopolítica. Con la inserción de las Autodefensas Unidas de Colombia -AUC, el
panorama se complejizó y promovió mayor persecución, amenaza y prácticas de desapariciones
forzadas, asesinatos selectivos (CNMH, 2015)
Tercer periodo: 1999 a 2017: ENTRE LA GUERRA Y LA ESPERANZA.
Este periodo tiene como características principales las múltiples victimizaciones hacia las
comunidades campesinas y en contraste, y a pesar de ello, la resistencia y desarrollo de
iniciativas de éstas para la reivindicación del derecho a la tierra y el territorio, como también,
veremos en el apartado de acontecimientos. Los ejes de este periodo son: el recrudecimiento del
conflicto armado y la subordinación al proyecto neoliberal en la región y los procesos
organizativos por la defensa de la tierra y el territorio. Miremos cada uno de ello.
En la región se da un período de fuertes enfrentamientos entre los grupos armados por la
confluencia de sus intereses, dejando así, a las comunidades campesinas como blanco de
estigmatización, arrasamiento y descampesinización. El período de recrudecimiento del
conflicto armado en el Alto Ariari, período abarca la implementación de la Zona de Distensión
y sus efectos en la región y el fortalecimiento del proyecto paramilitar, bajo los lineamientos de
la política de Seguridad Democrática, la instauración del proyecto neoliberal y el proceso de
desplazamiento, arrasamiento y descampesinización que provocó. Revisemos cada uno de estos.
Respecto a la Implementación de la Zona de distensión de San Vicente del Caguán, su
cercanía y efectos sobre la región del Alto Ariari4en 1999, en el marco del intento de un nuevo
proceso de paz entre las FARC – EP y el gobierno de Andrés Pastrana, se activa la Zona de
4

La Zona de Distensión fue un área, creada en 1998 y finaliza en 2002, que comprendía los municipios de San
Vicente del Caguán (Caquetá), Vista Hermosa, La Macarena, Uribe y Mesetas (En Meta) y tenía como fin permitir
los diálogos entre el gobierno de Pastrana y las FARC-EP. Se inauguran oficialmente, el 7 de marzo de 1999. En el
tiempo que esta duro se aprecian resultados considerables, como lo enseña el Observatorio del Programa
Presidencial De Derechos Humanos y DIH (2010), frente a la reducción de un 44% del conflicto territorial. entre las
FARC, las autodefensas y el Ejército. Sin embargo, cuando esta termina, el conflicto se recrudeció. Existen
numerosas críticas y tensiones respecto a esta por las acciones de los grupos armados y se expiden diferentes
denuncias en materia de derechos humanos por las vulneraciones a la población civil, a través del robo de ganado,
extorsiones, secuestros, requisas, entre otros (Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH,
2010)

Distensión. Una decisión que suscitó reacciones y controversias, como la proliferación de los
cultivos de coca, en cuatro municipios del Meta (La Uribe, Vistahermosa, La Macarena y
Mesetas) y en San Vicente del Caguán para dar paso a las negociaciones. El Bloque Centauros
generó estrategias para alterar las negociaciones de paz, por medio de obstrucción económica a
estos municipios y hostigamiento e igualmente, se dieron enfrentamientos entre guerrilla y el
Ejército. En el periodo 1994-2013, en el departamento del Meta se identifican los años 2005,
2006 y 2007 como los de mayor recrudecimiento del abandono (CNMH, 2015). Esto coincide
con altos niveles de desplazamiento. Los municipios con mayor cantidad de declaraciones de
abandono son, en su orden: Vistahermosa, Mapiripán, Puerto Rico, La Macarena, Mesetas y La
Uribe, según CNMH (2015).

Gráfica Nº 4. Zona de Distensión

Fuente: Extraído y editado de Observatorio del programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho
Internacional Humanitario, 2003, Pág.1

Tras el rompimiento de dichas negociaciones entre el gobierno de Pastrana y las FARC-EP,
el 20 de febrero de 2002, se genera un ambiente de preocupación en los municipios que estaban
contenidos dentro de la zona de distensión, pero también aquellos que son aledaños y que
pertenecían a la región del Ariari y el Caguán, debido a las repercusiones que ello supondría en
los territorios, por los enfrentamientos entre grupos armados y en especial, por el accionar de los
grupos paramilitares alrededor de la zona. Días antes de la ruptura de los diálogos, en la región

las FARC desarrollaron un conjunto de estrategias militares encaminadas a la destrucción de
infraestructura y minaron territorios.
Esto ocasionó enfrentamientos con la fuerza pública. Un detonante para la agudización del
conflicto armado en ese momento, según Beltrán (2017) se dio cuando en El Dorado el Ejército
fue emboscado por las FARC (Frente 26) y se detonó una casa bomba en donde murieron
uniformados. Igualmente, produjo señalamientos a la población civil por considerarse como
ayudadora de la guerrilla. Los enfrentamientos que se dieron entre la guerrilla y el Ejército y
ocasionaron grandes impactos al tejido social de estos municipios materializados en torturas,
asesinatos, retenes, saqueos, desapariciones forzadas, persecución a líderes comunales, entre
otros. Los paramilitares desarrollan patrullajes en los municipios de Lejanías y El Dorado,
posibilitando así, rupturas sobre el tejido social, pues aumentaron los retenes, las requisas y
hostigamientos. Esto, se da en el marco de la cooperación del paramilitarismo con la Fuerza
pública (Bernal, et. Al, 2017)
Posteriormente, dentro de la misma lógica de conflicto recrudecido, encontramos la
expansión del proyecto paramilitar en el Alto Ariari y la Política de Seguridad
Democrática5. Iniciamos, retomando los planteamientos del CNMH (2015), quien afirma que, el
Bloque Centauros, junto a Euser Rondón, Arnulfo Velázquez y Víctor Carranza, dan paso a la
creación del Frente Alto Ariari (al mando de Jesús Roldán Pérez “Julián”).

Este grupo

paramilitar, propicia la creación del Frente Alto Ariari, quien desarrolla acciones militares en
contra de la guerrilla, pero también incentivaron el fenómeno de ejecuciones extrajudiciales.
(según, Verdad Abierta, 2010, citado por CNMH, 2015. Esto también fue apoyado por las
Fuerzas Militares de la Brigada 7 (entre militaron diferentes paramilitares como alias Pecas, alias
Chispiado, alias Omar, alias Dumar, alias Rugel, alias el Político, alias Cara de Garra, alias
comandante Andrés y alias Colacho, según CINEP (2009) La base principal del Frente Ariari se
situó en el Municipio de El Dorado, en la vereda La Meseta. Igualmente, contaba con bases en El
Castillo, en las veredas Puerto Esperanza y Brisas de Yamanes (CNMH, 2015).
Este fortalecimiento paramilitar, se relaciona con el siguiente testimonio
5

La política de Seguridad Democrática de Uribe, como afirma SEMANA, establece que la debilidad del Estado
se encuentra en la violencia y en la imposibilidad de ejercer autoridad y garantizar la seguridad a la población. Por lo
cual, se centra en dos ejes: uno, relacionado con la recuperación del control territorial, a partir del fortalecimiento de
las Fuerzas Armadas y otros sectores; y dos, atacar a la guerrilla. Así, se emite la operación militar Plan Patriota.
Ante ello, SEMANA destaca la respuesta de organizaciones sociales y de derechos humanos, pues dicha
recuperación también incluye el accionar de los paramilitares. (SEMANA, 2005)

Entonces aquí la gente cuenta que al otro día que ganó Uribe llegaron los “paras”. Digamos que él
ganó hoy domingo y el lunes aquí en El Dorado ya había instalados 1500 “paras” en el municipio,
incluso estuvo Don Mario comandando. (Entrevista Coordinadora Comité de Impulso de El Dorado”.
Tomado de Bernal, et. Al. 2017)

Igualmente, la Corporación Claretiana (2005) y el CNMH (2015), indican que en este período
el conflicto armado se recrudeció debido a las operaciones militares contra las FARC,
enmarcadas desde la Seguridad Democrática. Esto ha supuesto para la población civil control
económico, militar y social, ya que se han empleado diferentes modalidades arbitrarias, como:
bombardeos, saqueos de bienes, asesinatos y estigmatización.
En relación con el primer eje, la instauración del proyecto neoliberal en la Región,
debemos entender, con mayor profundidad, la intencionalidad de la Seguridad Democrática,
junto con la potencia del conflicto armado y la inversión extranjera, la Corporación Claretiana
(2005), el CNMH (2015), Bernal, et. Al (2017) establecen que, a través del conflicto armado, se
veló por los intereses económicos de diferentes grupos como empresarios y terratenientes,
utilizando modalidades de violencia hacia las comunidades campesinas del Alto Ariari, para
quedarse con sus tierras y fomentar este proyecto neoliberal, develando así, contradicciones entre
el modelo económico del campesino vs el modelo económico del capital.
A propósito:
“Las violaciones a los derechos humanos de las que han sido víctimas las cerca de 700 familias de El
Castillo, desde el 2002, se han presentado en el desarrollo de la implementación de las políticas
contrainsurgente y de Seguridad Democrática, al tiempo que se develan intereses económicos en la
región por parte de empresas de extracción de petróleo, proyectos de infraestructura como el la
hidroeléctrica del salto del río La Cal y agroindustriales de Palma Aceitera, plátano y ganadería
extensiva, que desde ya se empiezan a realizar bajo el control de la estrategia paramilitar, en
perspectiva del cumplimiento de acuerdos comerciales de orden nacional e internacional”
(Corporación Claretiana, 2005)
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y

descampesinización en el Alto Ariari, es otro rasgo de análisis, pues está relacionado con las
implicaciones regionales de los fenómenos señalado. En realidad, encontramos que este
panorama de enfrentamientos y de guerra ocasionó grandes violaciones a los derechos humanos
de los pobladores del Alto Ariari, desestructuración en sus relaciones sociales y pérdida de su
proyecto campesino. Para 2002 y 2005 (que coincide con los años del primer mando del Álvaro
Uribe) se da un fenómeno de “desplazamiento duro”, según CNMH (2015). Nos pareció

importante seleccionar las cifras del Registro Único de Víctimas (RUV) frente al fenómeno de
desplazamiento en estos períodos:
Tabla 3. Auge del Desplazamiento en el Ariari años 2002 al 2005
Municipio

Año 2002

Año 2003

Año 2004

Año 2005

El Castillo

1.387

2.696

1.128

544

El Dorado

279

275

578

49

Lejanías

729

1.319.

855

576

Fuente: Elaboración propia; cifras retomadas del Registro Único de Víctimas.

Según el Registro único de Víctimas, estas cifras muestran en algunos años de este periodo,
una tendencia de crecimiento del desplazamiento forzado frente a años anteriores. Para el caso de
El Castillo, denota el fenómeno de vaciamiento, como producto de las hostilidades entre el
Ejército y los paramilitares en la zona donde el bloque Oriental de las FARC se encontraba.
Además, para este mismo caso, los paramilitares, el Ejército y la guerrilla fueron responsables
del fenómeno de arrasamiento. Allí, coincidimos en con las afirmaciones del CNMH (2015)
frente a la complicidad del Estado por sus acciones y omisiones en el desarrollo del conflicto en
el Alto Ariari. Entre 2002 y 2005 se da el mayor auge de desplazamiento en los municipios de La
Macarena, Miraflores, El Castillo, Puerto Rico. Fue un período caracterizado la reconfiguración
del territorio, bajo diferentes modalidades violentas que provocaron daños colectivos a las
comunidades campesinas del Alto Ariari, los cuales estaremos abordando más adelante.
Este panorama tan recrudecido del conflicto armado permitió que se desarrollarán procesos
organizativos por la defensa de la tierra y el territorio en el Alto Ariari, nuestro segundo eje
de reflexión. Encontramos que han surgido diferentes iniciativas de memoria de parte de la
comunidad para conocer quiénes fueron los responsables y por qué, y en ese orden, reivindicar
las voces de aquellos/as sobrevivientes y deslegitimar aquellas acciones sustentadas en los
rótulos asignados por los actores armados. Por ejemplo, algunas iniciativas de memoria que
encontramos en la región son: el Libro de la Memoria de Don Luis Bustos, el Santuario de la
Memoria a las Víctimas en la Parroquia de Medellín del Ariari, La Dignificación de la Casa del
Sindicato de Medellín del Ariari, Árbol de la Vida (En Civipaz) CNMH, 2015).
Para el caso de El Dorado se han gestado iniciativas campesinas de economía solidaria en

cabeza de organizaciones como la Asociación de Desplazados del Meta y también proyectos de
granjas piscícolas (Bernal, et. al 2017) y para el caso de Lejanías también se han visto
fortaleciendo apuestas colectivas alrededor del trabajo de las juntas de acción comunal, frente al
trabajo con personas en condición de desplazamiento y asociaciones de pequeños productores
(Plan de Desarrollo de Lejanías 2016 - 2019).
De igual manera, en el 2012 con las negociaciones de paz entre las FARC y el Gobierno de
Santos, se realizaron comunicados públicos de las organizaciones del Alto Ariari, dando todo su
apoyo al diálogo y reconciliación y denunciando la estigmatización de la cual, habían sido objeto
en este tiempo, según la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz (2012)
Las organizaciones sociales, Juntas de acción comunal, especialmente las que conformamos la Mesa
de Unidad Cívica y Agraria del Oriente Colombiano MUCAPOC , que vivimos en el Alto Ariari,
hemos venido haciendo una apuesta decidida por la paz por cuanto hemos venido siendo víctimas de
bombardeos, ametrallamientos, estigmatización, señalamientos entre otras agresiones, que durante más
de 50 años nos ha tocado vivir la guerra. Por eso el inicio del proceso de diálogo entre el Gobierno del
presidente Santos y la Guerrilla de las FARC-EP nos llena de esperanza, que nos convoca y nos
motiva con un objetivo marchar por la paz, y desde las organizaciones convocamos a una
concentración en favor de la paz en el municipio de Lejanías el 23 de octubre, en la cual se
concentraría campesinos y campesinas de los municipios de Mesetas, Lejanías y El Castillo.
(Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, 2012)

Otros ejemplos, se orientan a negar la entrada a la economía extractivista en la región. Pues,
aunque los acuerdos de paz entre las FARC – EP y el Gobierno, han generado impactos positivos
frente a la disminución del conflicto, no podemos desconocer el contexto neoliberal en el que se
mueve la paz y los intereses de esta. Las comunidades campesinas siguen resistiendo han
realizado consultas populares para evitar a las petroleras y a la explotación minera. (El Tiempo,
2014; Contagio Radio, 2017)

Tensiones en la configuración del problema de la tierra y el territorio en el Alto Ariari

Identificar y analizar las tensiones por el problema de la tierra y el territorio es otro propósito
de la investigación. En este punto presentamos a continuación, las tensiones que encontramos
luego del barrido histórico realizado. Son diversas las contradicciones identificadas las cuales
entre sí han incidido en la configuración del problema de la tierra y el territorio en la región.
a. La ambigüedad en el papel del Estado:

Encontramos aquí, algunas de las contradicciones que más llamaron nuestra atención frente al
papel del Estado en el problema de la tierra y el territorio en la región, en tanto, hay una tensión
entre “el ser” y “el deber ser” del mismo. Por un lado, defiende los intereses del capital en
detrimento de las comunidades campesinas y por otro, legitima procesos de invisibilidad e
impunidad frente a hechos victimizantes hacia sectores de izquierda, cuando debería este, velar
por la garantía de los derechos humanos. Veamos a continuación, tres tensiones:
Frente al proceso de asentamiento campesino en la región del Alto Ariari, el Centro de
Investigación y Educación Popular & Colectivo Sociojurídico Orlando Fals Borda (2011),
señalan un incremento provocado por los impactos de la violencia gestada entre 1958 y 1966 y la
ejecución de Planes de Colonización en la época del Frente Nacional, con lo que, los partidos
Conservador y Liberal, pretendían mermar las contradicciones entre los colonos y terratenientes
en los departamentos en los que estaba más recrudecido el conflicto por la disputa por la
propiedad de la tierra.

Para ello, la Caja Agraria (1959) y el Incora (1964), desarrollaron diferentes acciones
orientadas a: la titulación de los predios y al establecimiento de servicios asistenciales para el
campesino, créditos y la construcción de obras de infraestructura, y aunque los esfuerzos de la
caja Agraria estuvieron dirigidos a la zona del Ariari, ocasionó concentración de la tierra en
manos de empresarios, quienes traían maquinaria, capital y tecnología, al igual que generó
desplazamiento a los colonos. (Molano, 1989) Esto es el reflejo de la ejecución de los planes que
buscaban “la expulsión del campesinado de las tierras colonizadas, llevándolo a zonas más
apartadas de los centros urbanos y haciéndolo abandonar sus propiedades ya trabajadas y
colonizadas” (CINEP, 2011. Pág. 19)
Lo que guarda relación con lo expuesto por el CNMH (2015) denotando así que, los
desplazamientos y vaciamientos ocurridos en la región dan cuenta de las contradicciones del
papel del Estado frente a la reivindicación de derechos y la expansión del capital.
Contradicciones del Estado que se ven reflejadas también en la inversión extractivista. En cuanto
a las concesiones mineras que se están dando sobre baldíos que estaban siendo tramitadas por el
Instituto Colombiano de Desarrollo Rural - INCODER para ser entregados a los campesinos,
como lo afirma CNMH (2015). Es pertinente señalar que, el Ariari cuenta con materiales de
construcción como la caliza, dolomita ubicados en ríos y en zonas del piedemonte, y allí como lo

describe CNMH "Hasta 2012 fueron otorgados en El Castillo 16 títulos mineros, lo que lo hace
el municipio con más títulos concedidos en la región Ariari-Guayabero". (CNMH, 2015, P.152).
Hechos que coinciden con los lugares más afectados por la minería además lugares donde han
ocurrido más desplazamientos y donde no se ha querido hacer titulación de predios baldíos a los
campesinos.
"En lo que respecta a los terrenos baldíos de la nación pendientes de formalización, el Incoder
(Instituto Colombiano de Desarrollo Rural) ha intentado justificar la demora en el proceso de
adjudicación apelando a argumentos de distinta naturaleza. Por un lado, advierte la inexistencia del
informe de derechos sobre predios y territorios. Por otra parte, aduce la insuficiencia de recursos de la
oficina territorial del Meta para dar curso al proceso, y por último menciona la existencia de
prohibiciones legales para adjudicar los baldíos solicitados". (CNMH, 2015, Pág.294)

Otro rasgo que hemos identificado es la postura del Estado, en contraposición a los derechos
de individuos y colectividades. Acontecimientos como el genocidio de la Unión Patriótica son un
significativo ejemplo de ello. Así lo expresa el CNMH (2015) en un hecho concreto, después de
la primera elección popular de alcaldes en 1988, la UP alcanzó mayoría de votos inclusive en
municipios de tradición liberal. Pero después de este éxito ocurrieron nuevos hechos violentos,
como el de 1992 en contra de María Méndez, Alcaldesa de El Castillo y William Ocampo.

b. Los procesos de organización en medio del abandono estatal y las oleadas de violencia.
Otra de las características está relacionada con un permanente y activo proceso organizativo
en la región, en medio del abandono del estado, las oleadas de violencia socio política y el
conflicto armado en la región. Evidentemente, una de las características del problema de tierras
en la región está relacionado con la no existencia de garantías de parte del Estado para promover
el desarrollo social y económico rural, en medio de lo cual se gesta e impulsan formas propias de
autogobierno por parte de las comunidades campesinas, que buscan reivindicar el principio de
“la tierra para quien la trabaja”.
Así, los campesinos organizados se tomaron predios, exigieron una reforma agraria que
frenará la expansión de proyectos empresariales y promoviera la participación activa en la
definición de su modelo de desarrollo. Esto fue fuertemente negado por diferentes gobiernos de
la época, en tanto, se defendían los intereses de los grandes hacendados y latifundistas, por ende,
repercutió en la creciente oleada de asentamiento y reasentamiento de pobladores en el Ariari.

(CINEP)
Igualmente, para 1960 - 1980 se da una reconocida bonanza agraria en el Alto Ariari, entre
procesos organizativos y el conflicto armado.
Pese a la existencia de polarización, violencia y estigmatización política, desde la década de
1960 se dio un proceso de organización a campesina, a partir del PCC que motivó el dinamismo
económico gracias al cultivo del café y del cacao, pero también las grandes cosechas de maíz,
arroz, plátano y yuca, generaron un ambiente de prosperidad en el Alto Ariari, que vino a ser
considerado como la despensa agraria del país. Esto produjo una gran bonanza que supuso la
creación de empleos, una creciente oleada de circulación de diseño y un comercio activo con
municipios vecinos. Esta época, duró hasta 1980. En este momento, la violencia la detuvo, por el
entramado de disputas de intereses entre los actores legales e ilegales y sus diferentes alianzas,
pues las autodefensas se aliaron con las Fuerzas Militares, con políticos regionales y
narcotraficantes para generar un proceso de exterminio contra la izquierda y las nuevas
alternativas políticas que estaban emergiendo en tal momento.
De acuerdo a lo anterior es importante mencionar el papel de los siguientes procesos
organizativos en pro de la defensa de la tierra y el territorio en el Ariari y en medio de un
abandono estatal, como lo es la Comunidad de Vida y paz (CIVIPAZ) como lo menciona el
Cinep (2009) campesinos desplazados de su territorio y quienes deciden retornar pacíficamente
como forma de resistencia, con lo cual a través de la zona humanitaria, las familias comienzan a
reconstruir sus proyectos de vida individuales y crean un proyecto de vida comunitario. Sindicato
de Trabajadores Agrícolas Independientes del Meta (SINTRAGIM), quienes, en el transcurso del
año 1965, en un contexto de persecución, como lo menciona Cinep (2009) tras asesinatos y
resistencia campesina en pro el Derecho a la tierra y a la vida de los campesinos. se organizan en
SINTRAGRIM y abanderan la lucha por una reforma agraria integral y por el derecho a la tierra
de los campesinos. En 1979 tras obtener personería jurídica comienzan a hacer público los
reclamos de los campesinos de la región, entre ellos, la presencia del Estado para garantizar la
satisfacción de sus necesidades básicas, además como menciona CNMH (2015) entregar los
títulos formales de las tierras que eran económicamente explotadas de acuerdo a la norma
agraria.
Junto a este sindicato se encuentra también la Asociación de Trabajadores Campesinos del
Alto Ariari (Atcarí) campesinos que viviendo en una sistemática violencia se resistieron a

abandonar sus tierras y para el año 2009 retomando el legado de la UP deciden resistir a la
violencia y al abandono del Estado. Retomando a Beltran (2017) Es importante mencionar la
Asociación de Desplazados de Meta (Asodemet) ubicados en el Dorado, y quienes realizan
procesos de caficultura con la participación de 65 familias quienes retornaron luego de haber
sido desplazados, lo que se puede observar como una forma de resistencia y de arraigo a su
territorio.
El papel de la Asociación de Municipios del Alto Ariari

Cuando el conflicto armado se había agudizado, hacia los años 200 surge una propuesta
aparentemente orientada a superar las enemistades y diferentes rencillas históricas e ideológicas
que existían entre las comunidades y municipios del Alto Ariari. Nos referimos a una propuesta
que pretendía presentarse como superadora de las históricas diferencias ideológicas y
sociopolíticas derivadas de la colonización, representada en las filiaciones a los partidos
Comunista, Liberal y Conservador. Era claro que en
… la década de 1980, esa enemistad se había “reeditado”, alimentándose de la estigmatización y
el odio que acompañaron el surgimiento de grupos paramilitares y el proceso de arrasamiento de la
izquierda, y se había profundizado en 1992 cuando, para la creación del nuevo municipio de El Dorado,
se sustrajeron varios kilómetros cuadrados de la jurisdicción de El Castillo. Un hecho que fue
interpretado por los pobladores como parte de la persecución y que también fue relacionado con la
influencia y los intereses económicos que Víctor Carranza tenía en El Dorado (CNMH, 2015. pp. 99)

Nos referimos a la Asociación de Municipios del Alto Ariari (una organización integrada
por los municipios de San Martín, Fuente de Oro, Lejanías, Cubarral, El Dorado y El Castillo).
Para el 2002, está asociación recibió el Premio Nacional de Paz. Una iniciativa que fue postulada
como fortalecedora de la convivencia y la paz en la región, sin embargo, al hacer una juiciosa
revisión de prensa, encontramos que detrás de esto, sus gestores legitimaban un discurso de
paramilitarización del territorio, que entre otros motores, justificó el exterminio de miembros y
simpatizantes de la UP y el PCC .
Según lo encontrado en la revisión de prensa, lo anterior, se dio en un plano de alianzas entre
el paramilitarismo y políticos de la región, que, para esta época, involucran al alcalde de El
Dorado, Euser Rondón. Tras el arrasamiento en el Ariari al que antes hicimos referencia, la
pacificación a la que se referían se basaba en la eliminación de diferentes expresiones políticas y
de organización de izquierda y simpatizantes (Verdad Abierta, 2015). La Agencia de Prensa

Rural llegó a afirmar que esto no era un territorio de paz, sino que era una célula importante del
paramilitarismo, respaldado y fortalecido por partidos tradicionales y la Séptima Brigada.
(Agencia Prensa Rural, 2004), que busca consolidar una fase de paraestado por medio de la
Seguridad Democrática (Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, 2003). A propósito,
“Hoy el terror es la base de la “Paz”, propuestas de paz de la sociedad civil reconocidas nacional e
internacionalmente a través del Premio Nacional de Paz que fue otorgado recientemente a los
municipios del Alto Ariari, ocultando mediáticamente la estrategia criminal que genera nuevas
víctimas, muchas de ellas anónimas, muchas de ellas sin nombres públicos, porque el silencio se
asegura sobre el terror y los crímenes se hace perfectos, gracias a la Impunidad” (Comisión
Intereclesial de Justicia y Paz, 2003)

2. EL PROBLEMA DE LA TIERRA Y EL TERRITORIO EN EL ALTO ARIARI EN
CLAVE ECONÓMICA
La dimensión económica del problema de la tierra y el territorio es el segundo eje para
analizar. Los aspectos que estudiaremos acá son cuatro: la importancia productiva de la región,
actores económicos o productivos, relaciones y dinámicas entre ellos, y uso, tenencia y vocación
de la tierra.
La importancia productiva de la región:
Consideramos importante recordar que la subregión del Alto Ariari alberga el Páramo de
Sumapaz y extensas llanuras, que sus características geográficas facilitan la producción
agropecuaria y la explotación de recursos maderables que contribuyen al sustento de la economía
de la región. La importancia del páramo no solo radica en constituirse como una zona altamente
productiva para el sector agrícola, sino que ha servido durante años como principal fuente hídrica
para los sistemas de riego en cultivos agrícolas. Esta condición hace de ella un territorio de
disputa por los intereses económicos y productivos que en ella se gestan.
Actores e intereses económicos en disputa:
El primer elemento económico que analizaremos está relacionado con los actores y sus
intereses en la región. los diferentes actores son: el Estado, terratenientes y latifundistas,
campesinos, paramilitares, guerrilla y narcotraficantes, que se encuentran referenciados en la
siguiente gráfica N°5
Gráfica N°5 Actores e intereses económicos

Cada uno de los diferentes actores representa un interés económico en la región. En el caso
del Estado busca la instauración de la economía desarrollista, que se ve reflejada con la presencia
en la región de empresas extractivistas como ECOPETROL y INGEMINERA, que han realizado
actividades minero-energéticas y de explotación de hidrocarburos que han generado impactos
económicos y ambientales que amenazan los territorios del Alto Ariari. Otros sectores son los
empresarios esmeralderos, entre los cuales se encuentran con mayor incidencia en la historia son
las figuras de Víctor Carranza, Víctor Feliciano, Martín Benítez, Murillo Bejarano alias de “Don
Berna”, Héctor Buitrago, así mismo, Gonzalo Rodríguez Gacha perteneciente a las Autodefensas
Unidas de Colombia, entre otros.
Los grupos paramilitares, fueron los que introdujeron durante la década del setenta y del
ochenta, la economía extractivista e ilegal a la zona mediante el narcotráfico. Fue con la llegada
de boyacenses y cundinamarqueses que realizaron compras de tierras en la región.
La presencia de los terratenientes también es significativa en la región, quienes también
hicieron control territorial y se propusieron concentrar la tierra. Por otro lado, encontramos que:
Los antecedentes de los ejércitos en el Meta son de largo alcance y están vinculados a la historia de
colonización y los procesos de guerra y paz en Colombia. Desde las guerrillas liberales de Guadalupe
Salcedo y los armisticios del 53, la incursión de las guerrillas comunistas comandadas por “Richard”
en el Alto Duda y Guayabero, la influencia de Juan de la Cruz Varela y sus guerrilleros en el límite del
Sumapaz, que demarca a Cundinamarca y el Meta (PNUD,2014).

Según el Informe de conflicto Meta: Análisis de conflictividades y construcción de paz
(2014), es debido al narcotráfico, la implantación de cultivos ilícitos como la marihuana y la

coca, se generaron transformaciones en la economía de la región y propagó la violencia y control
de los territorios. Con la llegada de las multinacionales en búsqueda de hidrocarburos, la
economía extractivista se posicionó de manera fuerte. Junto con la concentración de la tierra, en
manos de las multinacionales y terratenientes. La explotación de petróleo ha marcado un cambio
sustancial en la configuración espacial en la región, ya que la mayor parte del territorio se ha
destinado para la economía extractivista, dejando de lado la producción agropecuaria,
convirtiéndola en centro del interés de inversionistas internacionales.
La ocupación campesina ganadera y empresarial, antes incluso que gubernamental, se
remonta a mediados del siglo XIX. Estas formas de apropiación de territorio han reñido por el
acceso a la tierra y a otros recursos naturales. Tanto la empresarial como la gran propiedad
ganadera, han predominado y tratado de marginar a la población campesina permitiendo la
instauración de un modelo económico desarrollistas que beneficia a las elites de poder y genera
empobrecimiento en el campesinado.
Los intereses y actores en lucha han construido distintos y diferentes tipos de apropiación del
espacio que se están expresan en las relaciones y dinámicas de los actores y los cambios en el
uso y la vocación de la tierra. Uno de ellos tiene que ver con el despojo, según analizamos desde
nuestra investigación en la Región del Alto Ariari, se ha dado bajo tres perfiles. Uno de carácter
estratégico, más relacionado con la lucha antisubversiva de grupos paramilitares y que buscaba
restar control territorial a las guerrillas mediante el desplazamiento del campesinado y la
acumulación de tierras.
El segundo modelo ha sido el económico, en el que se buscaba consolidar el apoyo político
local a las acciones paramilitares y que supone la alianza entre estos últimos, políticos locales,
multinacionales, terratenientes y funcionarios militares y no militares. En busca de la extracción
de la riqueza y el lucro de las elites de poder. El tercer perfil es el despojo utilitario, en el que los
grupos legales e ilegales han hecho uso de la violencia para despojar de tierras a campesinos en
beneficio propio y del control territorial.
Relaciones y dinámicas económicas de los actores en la región:
Este es el segundo asunto del análisis de la dimensión económica del problema analizado en
la región. Las relaciones y dinámicas de los diferentes actores que se encuentran en el territorio
reflejan ciertos intereses y prácticas económicas.

Por lo tanto, las dinámicas y relaciones

económicas son producto del fenómeno de la globalización y de la economía capitalista, que

produjo efectos en la problemática del conflicto armado colombiano, en este caso en la región
del Alto Ariari. Esta nueva orientación del sector productivo vinculada a la economía
internacional, se constituyó en un nuevo escenario que fue aprovechado por los actores armados:
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, Ejército de Liberación Nacional

y

Autodefensas Unidas de Colombia o grupos paramilitares, que se fueron expandiendo hacia
nuevas zonas de riquezas ubicadas en la región, con el fin de dinamizar su economía de guerra a
través de formas tanto directas como indirectas de explotación de los recursos (García, 2005).
“Los grandes beneficios que suponían la explotación del petróleo en la zona, abrieron de este modo
una ventana de oportunidad para que estos grupos pudieran financiar su economía de guerra, basados
en un discurso nacionalista que pretendía proteger a la región y al país de los efectos perversos que las
multinacionales producían sobre las economías productoras de petróleo. A su vez, la globalización
exigía una descentralización de las funciones del Estado a fin de hacerlo más eficiente en el manejo de
los recursos, así como de fomentar el auto sostenimiento de las regiones y localidades del país (Fuzio,
2004).

Por consiguiente, las relaciones económicas y políticas fueron respaldadas por los hechos de
violencia de control territorial en busca de una economía ilegal que beneficiara a los actores
legales e ilegales, género precarización de la economía campesina, ya que la instauración de los
cultivos ilícitos el narcotráfico, la economía extractivista y la ganadería extensiva, provocó
empobrecimiento y desigualdad. Los dueños de la tierra no eran los campesinos, si no los
grandes terrateniente y empresarios, eso volcó a que la tierra fuese utilizaba para otros fines y su
vocación cambiara.
Uso, tenencia y vocación de la tierra:
Este es el tercero asunto en el análisis económico. La apropiación de la tierra y de otros
recursos naturales entre grupos de interés ha sido constante a lo largo de varios años. La
actividad empresarial, como la gran propiedad y actividad ganadera, ha predominado y en
algunos momentos, ha marginado otras actividades propias de comunidades campesinas,
generando pérdida de peso de la economía agropecuaria frente a otras ramas de actividad
económica por la falta de proyectos productivos para el desarrollo rural. En el año 2000 al 2002
la minería que alcanza un lugar importante, seguida de la manufactura, la construcción y el
comercio.
En la actualidad en el Alto Ariari, los campesinos afirman que la producción agrícola de la
región consiste en la siembra de yuca, plátano, aguacate y maíz entre otros (Diario de campo,
2017). Los cuales, deben ser vendidos a precios muy bajos, pues los grandes terratenientes tienen

la gran mayoría de tierras y los pequeños productores se encuentran en condiciones de
desventaja. En relación con lo anterior:
“La comercialización de los productos fueron otra de los puntos problemáticos que trataron, ya que ha
posibilitado la pauperización de las condiciones de los campesinos, dado que son muy bajos y el
productor se endeuda, trabaja arduamente y “esos precios no dan para construir la paz”, afirma uno de
los participantes de la mesa” (Diario de campo, El Castillo. 2017)

Según el Plan de Desarrollo Municipio del Municipio de Lejanías 2016 -2019 El municipio de
Lejanías se ubica entre los siete municipios del departamento del Meta que cuentan con índice de
informalidad en la tenencia de la tierra de entre el 50% y 75%, esto supone una dificultad para
los productores en términos de acceso a asistencia técnica, créditos y participación en alianzas
productivas, entre otras. En este sentido es prioritario iniciar procesos de caracterización que
faciliten el conocimiento de la población afectada por esta situación, sus condiciones
socioeconómicas e iniciar procesos de formalización y titulación. que se encuentra en la gráfica
N°6
Gráfica N° 6: concentración de la tierra

Fuente: Plan de Desarrollo Municipio del Municipio de Lejanías 2016 -2019

Según el IGAC, hay gran concentración de la propiedad rural. La estructura a lo largo de los
años ha variado muy poco y es de carácter inequitativo. Apenas el 7,19% de las propiedades
registradas por áreas entre 50 y 100 hectáreas y el 3, 33% de las mayores de 100 hectáreas tienen
uso agrícola; en contraste, el 80,61% y el 88,40% de los rangos respectivos tienen uso medido
por el coeficiente de Gini que se establece por medio de una escala entre 0 y 1. Cuanto más se
acerca a “1” indica mayor concentración en la propiedad de la tierra (con frecuencia ganadería
extensiva). Con todo, apenas el 4,86% tiene uso agrícola frente a 86,11%, dedicado a actividades
pecuarias (Gutiérrez, O., 2012b).

Gráfica N° 7: tamaño de la propiedad

Fuente: Plan de Desarrollo Municipio del Municipio de Lejanías 2016 -2019

Según el Plan de Desarrollo Municipio del Municipio de Lejanías 2016 -2019.En el caso de
Lejanías en términos de tamaño de la propiedad rural, que se encuentra en grafica N° 7. la
concentración se caracteriza por tener mayormente predios dentro de las categorías de
minifundio, pequeña propiedad y mediana propiedad, con lo que cobra mayor fuerza los
procesos de caracterización para la formalización y fomento de la asociatividad. Basados en lo
anterior se aprecia el bajo índice de concentración sobre la propiedad de la tierra, el cual se ubica
entre 2,625 y 4,372. Por otra parte, una de las debilidades tradicionales dentro del sector agrícola
es la inexistencia de mecanismos de comercialización que fortalezcan y dinamicen la cadena
productiva a través de canales de distribución eficientes en donde los campesinos y los pequeños
productores puedan vender sus productos a precios mejores.
La ausencia de una política pública campesina y de subsidios que permitan la competitividad
de los mercados locales y regionales excluye a más de 60% de la población rural de la
posibilidad de resolver sus principales necesidades. En el Plan Estratégico Meta 2020 Mesa de
Convergencia Subregional Zona del Alto Ariari a.m.a. (2017). Las amenazas identificadas son la
importación de productos agrícolas que no permite que los productores locales sean iguales de
competitivos, esto debido a que los agricultores locales producen a un alto costo porque los
insumos que utilizan son muy costosos y esto se ve reflejado en los precios poco competitivos
con relación a los productos importados”.
“Pero en la Región del Ariari, es perceptible que el problema de la tierra está ligado a las
particularidades de la fragmentación del dominio que el Estado ejerce sobre el territorio. El aspecto
económico y social que se observa en el campo fue repujado por los actores armados más que por las
decisiones de política gubernamental. Sobre el piedemonte, cerca de Villavicencio y Granada se
concentraron las mayores actividades económicas del departamento y se asentó la mayoría de la

población. En el piedemonte y en el río Meta nacieron núcleos importantes de actividad agroindustrial
y financiera” (PNUD, 2014. p 10).

La desagregación del Producto Interno Bruto por grandes ramas de actividad económica
genera una mirada amplia de la dinámica económica y su dependencia de estos sectores. Al
respecto se resalta que el 58% de la participación en 2013, corresponde a la extracción de
petróleo crudo y de gas natural y actividades de servicios relacionadas con la extracción de
petróleo y de gas. En segundo lugar, se encuentra la construcción (7,43%) y muy cerca
agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca (7,35%). El Departamento del Meta, contribuyó
en 2013 con el 49% de la extracción nacional de petróleo crudo y de gas natural; actividades de
servicios relacionadas con la extracción de petróleo y de gas (PNUD, 2014).
Por consiguiente, es importante afirmar que a partir del 2002 la economía extractivista en el
departamento del Meta se posiciona y trasforma el uso y tenencia de la tierra, generando así,
impactos tanto ambientales como económicos, que elevan el nivel de contaminación de las
fuentes hídricas, la concentración de la tierra en manos de unos pocos potencializa la rentabilidad
de las multinacionales que se encuentran en el Alto Ariari. Esto fortalece el modelo
economicista, mediante la industria minero-energética y el agroindustrial que produce
desterritorialización y ataca el proyecto vida sustentable del campesinado con el respaldo del
conflicto armado y los diferentes actores que hacen presencia en el territorio, mediante
mecanismos de violencia, despojo, desarraigo. Todo ello ha tenido como consecuencias el
despojo forzado y el reordenamiento de los territorios en detrimento de la economía campesina.

3. EL PROBLEMA DE LA TIERRA Y EL TERRITORIO EN CLAVE POLÍTICA:
“¿Le gustaría reformar el agro, pero ¿perder la amistad de los terratenientes?” (Ospina,
2013).
Para abordar esta tercera dimensión es indispensable tener presente que, los actores han tenido
grandes influencias en el departamento del Meta y en los municipios de El Dorado, El Castillo y
Lejanías. Por ello consideramos que es fundamental reconocer cuales han sido los intereses
políticos e ideológicos por parte de estos grupos armados (Guerrilla y paramilitares) y otros
(campesinos, Estado y empresarios) materializadas en acciones como el desplazamiento forzado,
el control territorial, adquisición ilegal de las tierras, la instauración de proyectos productivos, la

extracción de los recursos naturales, entre otros.
Intereses políticos e ideológicos de los actores legales e ilegales en la disputa por la tierra
y el territorio.
A continuación, presentaremos los intereses políticos e ideológicos de los actores en la
disputa por la tierra y el territorio. La lógica dominante y la lógica de resistencia se plantean en
clave de contradicción, para problematizar las cercanías y distancias que se tejen entre los
diversos actores, como lo muestra la tabla 3.
Tabla 4. Lógicas políticas en el Alto Ariari
Lógica dominante

Lógica de resistencia

Legitimación del poder de las armas
Lógicas de pertenencia a los partidos
Liberal, Conservador y Comunista en la
región (Dinámica de estigmatización)

Defensa del proyecto de vida
campesino

Mercantilismo e influencia de intereses
particulares en la política.
Representado por: grupos armados,
terratenientes, empresarios y el Estado en
la región

Representado por: comunidades
campesinas del Alto Ariari.

Guerrilla:
Uno de los actores armados que hicieron presencia en la Región del Alto Ariari, pero que
además tuvo gran influencia en las dinámicas del conflicto armado en el departamento del Meta
fue la guerrilla de las FARC – EP.
Los intereses políticos e ideológicos de este grupo armado están vinculados al control
territorial, y a la implementación de medidas políticas y militares para intervenir en la
democracia local (CNMH, 2013). dando paso así al control de territorios donde no hacía
presencia el Estado y los cuales además cobraban fuerza por su ubicación estratégica y por la
riqueza de sus suelos como el caso de la región del Alto Ariari.
Un ejemplo de ello lo podemos observar en los planteamientos de Mosquera (2015) en su
tesis “Urdimbre política que se rompe con el desarraigo”destaca que para la Región del Alto
Ariari la guerrilla de las FARC-EP llegó a la zona en los años de 1982-1984, bajo el frente 31

con el objetivo de tener acceso al corredor estratégico la cual tiene conexión con otros
departamentos tales como el Meta, Huila y Cundinamarca.
Se puede observar también que, según CNMH (2015) en el gobierno del presidente Ernesto
Samper (1994-1998), fue uno de los periodos con mayor aumento de las FARC-EP, pues estuvo
acompañado de una relativa presión sobre la población civil, la cual intentaba “homogeneizar”
socialmente las zonas con mayor dominio. De igual manera, este grupo utilizaba el secuestro y
la extorsión como un mecanismo para hacer presencia y ser reconocidos en la zona como una
“autoridad” a la cual la población civil debía obedecer.
Paramilitares:
Siguiendo los planteamientos del CNMH (2013) en su informe “Basta ya” y con los que
estamos de acuerdo en cuanto a los intereses del paramilitarismo que giraban en torno a una
cooptación de la representación política local y regional, en pro de la propiedad privada y el
control territorial. Como se evidencia en el Pacto de Ralito, en donde se lanzaron a cooptar la
representación regional y de esta manera asumir el poder nacional.
Pacto denominado con congresistas y funcionarios públicos "Refundar la patria". Lo que
demostró las alianzas de este grupo armado con amplios sectores políticos, económicos, sociales
y sectores militares. Siguiendo a el CNMH (2013), este resultado político se vio con la expansión
en las elecciones del año 2002, pues cooptaron una tercera parte del congreso e influyeron
fuertemente en las elecciones presidenciales. Además, que ejercieron control el "250 alcaldías y
9 gobernaciones". Siguiendo al CNMH (2013), en este mismo periodo de elecciones
consiguieron ubicar senadores en zonas de su influencia.
En concordancia a lo anterior, la intencionalidad política del grupo paramilitar giró en torno
al oportunismo, como afirma CNMH (2013), pues, en primer lugar, aprovechó el asedio de las
FARC a las elites regionales para que estas vieran en su proyecto paramilitar una opción para
contener los intereses guerrilleros, por ello conducen a que las elites empiecen a apoyar su
proyecto paramilitar. Además de mostrar un carácter preventivo en cuanto a la
institucionalización del poder político y militar pues durante el proceso de paz entre el gobierno
de Pastrana y las FARC, las elites sentían que este grupo guerrillero crecía aceleradamente, con
lo cual el proyecto paramilitar logra quebrantar el poder que dicha guerrilla tenía en las regiones.
En un segundo plano y siguiendo al CNMH (2013) su intencionalidad oportunista se ve reflejada
en el control territorial pues

"permitía el ascenso social, económico y político de los grupos paramilitares como élites emergentes
con proyección regional y nacional, en particular de sus altos mandos, o hacía posible el enriquecimiento
de los mandos medios, a través del crimen y la captura de rentas." (CNMH,2013, Pág. 161)

De esta manera, el contexto que se gestó de modelo paramilitar de alianza ilegal, capturó el
poder político local y el control territorial, lo que permitió que se expandiera a todo el país,
reconfigurando los territorios pues como es el caso de la comunidad campesina de El Dorado,
los paramilitares se hicieron endógenos y pasaron a formar parte de la cotidianidad de la
comunidad. lo que permitió que los campesinos de este municipio en un momento de
recrudecimiento armado llegaran a legitimar el paramilitarismo de manera directa e indirecta, lo
que quiere decir que en algunos casos se legitimaba desde el ideal vendido de defender su vida y
en otros por medio de la coerción, de la imposición del miedo los campesinos generan prácticas
de pasividad frente a la violencia y es este también un dispositivo de limitar el accionar
organizativo de la comunidad campesina.
Lo que se puede reconocer en la cartografía social realizada en el colegio El Dorado, en el
marco de la salida de campo “Workshop”, Municipio que nos permitió reconocer que los chicos
y chicas en la actualidad tienen secuelas del conflicto armado, pues muchos reconocen que los
paramilitares se asentaron en su municipio porque sus abuelos o sus padres les contaron o porque
uno de ellos han perdido un familiar o un vecino por este grupo. Narran que este grupo armado
realizaba asesinatos selectivos, enviaban panfletos a las casas para que los campesinos
abandonaran sus fincas y además atentaban contra los espacios comunitarios como las escuelas,
la estación de policía entre otras. (Relato de cartografía social en el Dorado, Meta).
Según Verdad abierta en la noticia “Treinta años luchando por el Ariari” (2011) afirma que:
“Mientras los paramilitares se extendían, los campesinos luchaban por no abandonar sus fincas. El
temor aumentó el 1 de noviembre de 2001 tras el asesinato de Mario Castro Bueno, el personero de El
Castillo que llevaba el caso de la desaparición de Quiguanas. “Mario era un hombre querido por los
campesinos del Alto Ariari. Cuando Eyder fue asesinado fue hasta La Floresta, habló con la familia y
puso la denuncia. Después del asesinato, misteriosamente se desaparecieron las pruebas que había en
su despacho”, advirtió un informe de la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz. Daniel Rendón
Herrera, alias ‘Don Mario’ reconoció el crimen y fue condenado por la justicia ordinaria a 15 años de
prisión”. (Verdad Abierta, 2011)

Estado:
El Estado es responsable por acción u omisión de la falta de garantías hacia las comunidades
campesinas, ya que ha privilegiado a elites y sectores económicos reproduciendo el mismo

sistema de expropiación, la inequidad en la distribución de la tierra, y la revictimización de los
campesinos porque estos son los principales afectados. Según el texto "Ideología y aparatos
ideológicos del Estado” (Althusser,1989) plantea que las clases dominantes bajo la coerción
puedan dominar a la clase proletaria, también denominado explotación capitalista. para algunos
autores clásicos del marxismo el Estado está establecida bajo unas prácticas jurídicas ejercidas y
una fuerza represiva de apoyo.
Adicionalmente a esto, estamos de acuerdo con las afirmaciones de Estrada (2015) al decir
que el Estado es responsable del conflicto social y armado en Colombia por varias razones: el
primero está relacionado con la condensación del poder de clase y las formas de relaciones de
dominación que han mantenido en la sociedad, las cuales han permitido la reproducción de
distintas modalidades de violencia a lo largo del conflicto. Por otro lado, la consolidación de
estructuras contrainsurgentes para preservar el poder de clases y dinámicas subversivas y, por
último, a las ramas del poder del Estado que a través de políticas y normas ha contribuido a
reproducir y fortalecer el conflicto armado. Esto hace necesario resaltar que el Estado además de
tener la función de ser garante de derechos humanos, también posee un carácter opresor. Por
ende, crea políticas y normas para la promoción de los derechos humanos, pero de igual manera
privilegia a las clases dominantes del país, para que sigan reproduciendo el mismo sistema
capitalista. En el libro "Políticas sociales y Trabajo social", Fernández & Rozas (1988) exponen
que
“El Estado puede realizar los cambios sociales demandados por la clases sociales y fuerzas políticas;
pero esos cambios están relativamente limitados por los intereses de la clase dominante de una
sociedad la cual controla en última instancia la acción estatal en la medida que ella constituye el apoyo
social hegemónico de las instituciones del Estado” (Fernández & Rozas.1988. PP.16).

El Estado colombiano y sus ramas judiciales tienen alianzas y coaliciones con varios sectores
de la sociedad una de ellas son las empresas y lo multinacionales que tienen como finalidad
enajenar y reproducir el sistema neoliberal y enriquecer a ciertos grupos. En el caso específico de
la región del Alto Ariari, se puede resaltar que para él Estado esta zona le puede generar ingresos
económicos, por tanto, realiza alianzas con los mismos para apoderarse de los recursos naturales
e hídricos de la región. Por otro lado, el Estado es responsable por acción u omisión de la falta de
garantías para ejercer sus derechos frente a las reivindicaciones sobre el derecho a la tierra y al
territorio.

Empresarios:
Según la tesis “El Dorado, Meta: La historia de una ocupación que no termina” (2017) es
fundamental reconocer que nos encontramos en un país con políticas neoliberales, la cual tiene
como principal objetivo beneficiar a los sectores privados y a las elites tanto nacionales como
internacionales sin importar los impactos y consecuencia que estas puedan causar a nivel social,
ambiental y cultural de las comunidades. Razón por la cual para los empresarios priman las
lógicas del modelo de desarrollo económico y extractivista.
Los empresarios tienen su mirada puesta en esta zona del país ya que la Región del Alto
Ariari es rica en recursos hídricos y naturales que otros departamentos no poseen. Es por esto
que empresas como ECOPETROL desde el 2013 han venido desarrollando exploraciones
petroleras con el fin de extraer petróleo de los municipios del Dorado, Castillo, Granada y el
Cubarral (Environmental Justice Atlas).
Por otro lado, cabe anotar que algunas empresas financiaron económicamente a grupos
armados como el Bloque Centauros de la AUC, tal como lo afirma la noticia “Petrolera
Anglofrancesa acusada de patrocinar a los paras de Colombia” (Espectador, 2012) narra que
como esta empresa francesa con proyecto de explotación de hidrocarburos financia a grupos
armados con el fin de realizar limpieza social entre otros.
A partir del análisis propio del grupo investigador es fundamental reconocer que los
empresarios y las multinacionales tiene un gran interés sobre la Región del Alto Ariari porque le
aporta en el aumento de sus ingresos y medios de producción, pero además muchas de estas
empresas que llegan a la zona financiando a paramilitares perpetuando los repertorios de
violencia.
Campesinado:
Por la defensa y realización del proyecto de vida campesino se dirigen los intereses del
campesinado, al igual que la autonomía de su vida campesina, como lo menciona CNMH (2015)
en la que está inmersa el trabajo de producción pues permite el sustento económico y la
conformación de su territorialidad propia, además que incluye unas formas políticas de
organizarse, de vivir y sentir su territorio. Ocupando así el campesinado un papel importante ya
que son los que han aportado a la soberanía alimentaria de nuestro país, pero además se han
organizado para luchar y resistir a través de las movilizaciones y las organizaciones sociales para

combatir los impactos del conflicto armado.
Pero históricamente este proyecto de vida campesino ha estado permeado por la guerra y por
los diversos actores que en ella confluyen, los cuales han desestructurado las dinámicas de
organización y las relaciones simbólicas que tienen con la tierra y el territorio, causando graves
daños a la comunidad, entre los que se ha configurado
“un marco institucional donde solo las clases sociales tradicionales han ocupado una centralidad en los
programas de gobierno, lo que ha llevado a que los campesinos se hayan convertido en una población
inconsulta, cuyo proyecto de vida tiende a ser decidido por otros a través de diferentes prácticas y de
diversas violencias, entre ellas la violencia material y simbólica”. (CNMH, 2015, Pág. 30)

Adicional, en la región del Alto Ariari los impactos del conflicto armado han generado la
descampesinización tanto a nivel nacional como local. Para CNMH (2015) “La
descampesinización como el conjunto de prácticas que tiene como finalidad la marginalización
negativa de la vida campesina y que produce un daño significativo”. Este concepto nos permite
tener una visión amplia de cómo el desplazamiento, el despojo entre otras modalidades de
violencia puede romper el proyecto de vida de las comunidades campesinas, pero además
posibilita de los daños materiales e inmateriales que ha perpetuado el conflicto armado en el
campo. En el informe “la política de reforma agraria y tierras en Colombia: esbozo de una
memoria institucional” (CNMH, 2013) destaca la ausencia del Estado en cuanto a la creación de
políticas sociales y reformas agrarias que no dan soluciones reales a las problemáticas del
campo, propiciando la vulneración de los derechos individuales y colectivos.
El segundo eje, para entender el problema de la tierra y el territorio en clave política, se
relaciona con la siguiente pregunta ¿Las reformas agrarias han disminuido o han exacerbado el
problema de la tierra y el territorio?
Como lo mencionamos en apartados anteriores, el problema de la tierra y el territorio ha sido
transversal a la historia nacional, además este apareció con el surgimiento mismo de la propiedad
privada y con el tiempo se ha agudizado con las dinámicas del conflicto armado. Por lo tanto,
consideramos sustantivo realizar un recorrido histórico de las reformas agrarias más
significativas en la historia del país.
De acuerdo con lo anterior, el Cinep (2009) plantea que, una de las primeras reformas agrarias
fue la “Ley 200 de 1936” la cual dio inicio al proceso de reforma en el país, decretada bajo el
mandato del presidente Alfonso López Pumarejo producto de una fuerte presión social por parte

de los movimientos campesinos en los departamentos de Cundinamarca y Tolima. Esta Ley puso
acción el concepto de “función social de la tierra” en la que tenía como finalidad brindarle la
tierra a quien la trabajaba. Cabe destacar que, esta Ley no fue eficiente ya que no atacaba los
problemas estructurales que eran la concentración de la tierra, ni los contratos de arrendamiento
que tenían los terratenientes con los campesinos.
En palabras de Pineda (sf) Absalón Machado plantea que esta ley fracaso porque no tocaba
“abocó el tema de la redistribución de la propiedad de la tierra, ni la disminución de la original
distribución de la misma”. (Pineda, Pág. 8). Aunque un logro que se señala es que tuvo el
alcance de poner en el debate político nacional el tema de la concentración de la tierra.
Después de que la Reforma 200 de 1936 y los pocos alcances que logro tener, se expidió la
lLey 100 de 1944 denominada “Ley de aparcería”, el Cinep (2009) rememora que el objetivo de
esta era incrementar los contratos de aparcería, a la vez que impulsaba al campesino sin tierra a
ser dependiente de la propiedad de terratenientes. Permitiendo los contratos de aparcería impedía
que los campesinos se volvieron dueños de tierras, ignorando el principio “que la tierra era de
quien la trabaja” lo que propició grandes tensiones a nivel social, y una fuerte oleada de
violencia. En concordancia con lo que plantea Pineda (206) “pretendía promover la
transformación capitalista de la gran propiedad sin redistribuir la propiedad latifundista”.
Ocho años más tarde, con la instauración de la Ley 100 de 1944, que duró hasta 1961, se dio
comienzo a la revisión de las políticas de reforma agraria. Ejemplo de ello fue la Ley 135-1961
con la que se pretendía “entregar tierras a los productores rurales que no las tenían” (Cinep,
2009, Pág. 85) además, incrementar la productividad de la explotación agropecuaria dependiendo
las particularidades de la tierra, promover dotación y acceso fácil a la propiedad de la tierra a
campesinos, por lo cual se decide crear el Institución Nacional de la Reforma Agraria
(INCORA), como lo menciona el Cinep (2009) esta institución tenía como función ejecutar dicha
política, y mediante la Ley 1 de 1968, año de gobierno de Lleras Camargo, se le conceden
facultades para entregar y titular tierras de quienes la trabajaban, para generar procesos de
expropiación lo que permitió que la tierra quedara a bajo costo de manera que los campesinos
podían adquirirla más fácil.
Época en la que en el Ariari se vio afectado por el fuerte procesos migratorios que se venían
dando a nivel nacional, lo que desató una época de violencia, en la que el Estado guardo cierta
distancia, pero como lo menciona Alfredo Molano (1985) el gobierno a instancias del liberalismo

decide intervenir en aquella zona. Y de la mano de Alberto lleras Camargo en 1959 es fundado el
primer plan de rehabilitación nacional y la caja agraria es la encargada de llevarlo a cabo, con
este se pretendía distribuir y titular predios a la Derecha del río Ariari, pero años más tarde en
1967 fracasa, dada la poca tradición agrícola de los colonos, los créditos de subsistencia en
inversión fueron invertidos en artículos suntuarios. Este fracaso lleva al gobierno a volver a
intervenir en la región a través de la Ley 135.
Como resultado de la Reforma 135, el Estado crea una contrarreforma llamada “Pacto de
Chicoral” que de acuerdo con el Cinep (2009), expidió una nueva Ley de Aparcería, en la cual se
limitaba los alcances de la titulación a campesinos sin tierras. Constituida desde un pacto en el
que los terratenientes pagaban impuestos de rentas de sus tierras y el gobierno a cambio se
comprometió a endurecer las normas para denominar los predios como objeto de expropiación de
los programas de reforma agraria. Además, que se responsabilizó de pagar altas tasas de
indemnizaciones a los latifundistas cuando sus tierras tuvieron que ser expropiadas para los
proyectos de reforma agraria, se redujeron las adjudicaciones para concentrarse en la expansión
de la frontera agrícola.
Tensión que se agudiza para los años 80, pues las leyes de reforma agraria iban en dirección
de la compra de tierras por parte del INCORA para apoyar los procesos de colonización (Cinep,
2009, Pág. 88). Lo que generó hechos de corrupción en la compra de tierras. Así se empieza a
constituir la reforma agraria en el marco del mercado de tierras con inicios de la ley 30 de 1988 y
más tarde fue incluida por medio de la ley 160 de 1994 de orientación neoliberal decreto que la
reforma agraria orientada por el Estado había sido deficiente, y que por el contrario el mercado
de tierras el apropiado para una redistribución eficaz de la tierra. (Cinep, 2009) lo que dio paso a
que la redistribución de la tierra pasará de estar manejada por el estado, a una distribución por la
vía del mercado.
Años más tarde en 2003 se elimina el INCORA y, como lo menciona el espectador (2015) es
fundado el instituto colombiano de desarrollo rural (INCODER) bajo el gobierno de Álvaro
Uribe Vélez, con el decreto 1300 de 2003, “para reemplazar las entidades que se suprimieron:
el instituto colombiano de reforma agraria (INCORA), el instituto nacional de adecuación de
tierras (INAT), el fondo de cofinanciación para la inversión rural (DRI) y el instituto nacional
de pesca y acuicultura (INPA)”(El Tiempo, 2015). Instituciones encargadas de manejar el tema
rural. es así como el INCODER tiene la responsabilidad de realizar las funciones de las

instituciones cerradas, con este acontecimiento las comunidades campesinas se han ven afectadas
pues disminuyen los recursos para la atención a las comunidades campesinas productoras de este
país. pero, para el año 2016 el gobierno de Juan Manuel Santos decide liquidar pues “la vida de
la entidad fue corta debido a múltiples denuncias por corrupción y malos manejos” (semana,
2016), la entidad que debió decretarse para continuar la labor fue la “Agencia Nacional de
Tierras y la Agencia de Desarrollo Rural”.
En un contexto complejo de reforma y contrarreforma nos problematiza, en tanto en
Colombia no ha existido una verdadera reforma agraria capaz de incidir de manera efectiva en la
repartición equitativa de la tierra, y que a la vez que propicie mayor igualdad social,
consolidando un proyecto político y democrático mediante un campesinado productivo. (Cinep,
2009), sino que, ha
“generando e intensificando las desigualdades sociales, por medio de la exclusión territorial,
expropiación territorial y control social de la mayor parte de la población rural, con la precarización
de las relaciones de trabajo, el desempleo estructural y la destrucción de territorios campesinos”
(Mancano, s f., Pág. 11)

Pues estas políticas estatales han respondido a modelos económicos o políticos para
determinado momento histórico. Además, es importante señalar que en los momentos en que se
crea una ley a favor de la redistribución de la tierra, se crea otra que retrógrada la anterior ley.
Ello guarda relación con lo que plantea Sergio Coronado (2010) citando a Antonio García
(1973), al decir que, al orientarse las reformas agrarias a la colonización y/o a la expansión de la
frontera agraria, “esta es una situación característica de las contrarreformas agrarias, que son
procesos de distribución de la tierra que no alteran la concentración de la misma y que se
realizan por medio de la ampliación de la frontera agraria" (Coronado, Pág. 24). Lo que guarda
estrecha relación con lo planteado por Mancano (s f.), pues una región es escogida para la
aplicación de políticas en gran parte por los intereses del capital. Además, que este capital
administra el proceso de desterritorialización de los campesinos.
Nos parece fundamental señalar el papel ha tenido el Estado en cuanto al manejo de las
instituciones y/o programas dedicados al tema rural y agrario, pues no se tienen las medidas que
garanticen el cumplimiento de los objetivos propuestos, lo que ha conllevado a que dichos
instituciones y programas desvíen sus ideales y se tengan que cerrar por corrupción, como lo
mencionamos en párrafos anteriores en el caso del Incora y el Incoder.

Evidentemente “las comunidades campesinas tienen menor poder político y por tanto tendrán
menor poder de decisión en la determinación de las políticas” (Mancano, s f., Pág. 6) aun
cuando las instituciones vendan un discurso en pro de las comunidades rurales, en realidad lo que
se está promoviendo y fortaleciendo son las relaciones capitalistas y las políticas de expropiación
de los territorios. De esta manera (Mancano, s f. p.11) plantea
“El avance de las políticas neoliberales y los ajustes estructurales provocaron cambios significativos
en la sociedad: la minimización del Estado y la maximización del Capital en la toma de decisiones
relacionadas con las políticas de desarrollo y por consiguiente del territorio”.

Igualmente, nos parece relevante hablar de la Ley 1448 de 2011 y el proceso de restitución de
tierra en la Región. Retomaremos el caso de El Dorado, pues fue el municipio del cual
encontramos información. De acuerdo con ello, y siguiendo a El Tiempo (2013) afirma que la
Unidad Territorial Meta de Restitución de Tierras desde el 2012 ha recibido 2. 459 casos de
reclamaciones de hectáreas, lo cual hace que este departamento ocupa el cuarto lugar con mayor
número de solicitantes en el país, después de Antioquia, Sucre y Bolívar.
Sin embargo, estos datos se vuelven alarmantes cuando al momento de evaluar por medio de
esas reclamaciones las víctimas del conflicto armado demandan la restitución de 618. 955
hectáreas, cifra que, según el sistema de la Unidad de Restitución de Tierras, sitúa al
departamento del Meta en el primer puesto en Colombia en cuestión de mayor despojo por los
grupos armados. Por otro lado, la Unidad Territorial Meta de Restitución de Tierras destaca que
se estaba desarrollando varios procesos de identificación, certificación de zonas libres de mina
antipersonal y retornos a las poblaciones a sus propiedades.
El informe “Documentación Caso El Dorado” (2016) señalan las tres etapas del proceso de
restitución en la cual se atravesó El Dorado. En la primera etapa, es decir la administrativa, para
inicios en marzo de 2013 se establece en un acuerdo interinstitucional entre la UARIV y la
Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas (UAEGRTD),
con el propósito de ejecutar la restitución para un gran número de familias que regresaron al
municipio.
Es esencial tener presente la decisión del microfocalización del Municipio, la veracidad frente a
un proceso de retorno masivo respaldado por varias entidades e instituciones y el concepto de
seguridad por parte de la fuerza pública. Así el 22 de marzo se realizó la primera jornada en la
vereda “Caño Leche”, cercana al casco urbano de El Dorado, este día en compañía de algunos

miembros de la UARIV se diligencio unos formularios de solicitudes y se realizó una pequeña
explicación del procedimiento institucional, de esta manera, se recibieron doce solicitudes de
habitantes que habrían retornado a la zona en los años 2007 y 2008. Para el mes de abril bajo la
resolución (RTM 0006 del 5 de abril de 2013) se realizaron nuevas solicitudes con el objetivo de
que otras personas pudieran acceder al mismo beneficio.
Esta primera etapa contó con avances en materia del desarrollo de tres comisiones
topográficos, en la cual cada una tuvo permanencia de siete días y luego la coordinación de
estrategias para el acompañamiento de la fuerza pública a cada visita de los predios, por tanto se
determinó iniciar las visitas a los predios más apartados y con un mayor riesgo, situadas en la
zonas más altas de las veredas, ya que algunos habitantes afirmaban que en algunos predios
existía la posibilidad de minas antipersona. De igual modo, en esta fase, profesionales de los
campos sociales realizaron dos líneas de tiempo dos con solicitantes (Una de ellas en
Villavicencio y otro del municipio), y se realizaron entrevistas a diez entre ellos a miembros de
la comunidad, ex funcionarios, familiares de actores armados, entre otros. Este ejercicio permitió
ampliar la información, pero además la comprensión de las dinámicas de los grupos armados en
la región. (Pulido, 2016).
La etapa judicial comenzó en el mes de junio del 2013, con un proceso probatorio y de citaciones
a solicitantes para ampliar sus testimonios con la finalidad de esclarecer los hechos mediante la
verificación de fechas y evidencias. Un avance de esta etapa fue la inclusión del enfoque de
género y etario dentro de los procesos de titulación de tierra, pero además basado en un principio
de enfoque diferencial lo cual reconoce las particularidades en cuanta raza, edad, orientación
sexual y discapacidad, entre otros. Por otro lado, el tribunal desarrolla acciones focalizadas al
“mejoramiento de las condiciones productivas y ambientales de pequeños productores
campesinos en los municipios del Dorado, Castillo, Lejanías y Mesetas con el fin aumentar los
proyectos productivos en las zonas (Pulido, 2016).
En conclusión, el problema de la tierra y el territorio siempre han existido, estas aparecieron
con el surgimiento mismo de la propiedad privada y con el tiempo se ha agudizado con las
dinámicas del conflicto armado. Por tanto, las reformas agrarias han jugado un papel importante
para los distintos sectores (Estado, campesino, comerciantes, entre otros). Cabe anotar que, desde
el comienzo del siglo XX los campesinos han adelantado procesos de lucha y organización con
el propósito de ser reconocidos como un sujeto social y productivo. Desde 1920 los campesinos

exigen no ser simplemente una fuerza de trabajo oprimida, demandaban por el derecho al acceso
de la tierra y el territorio (Agencia Prensa Rural, 2008).
Es necesario resaltar que las reformas agrarias se encuentran bajo unos intereses y sectores de
clases que en última medida no favorecen o no privilegia al sector rural. Las apuestas políticas de
las reformas agrarias no han sido eficientes para erradicar o disminuir las problemáticas sociales,
económicos y ambientales del campo colombiano.
Por otra parte, es preocupante la situación en la cual se encuentran los municipios del Alto
Ariari ya que los municipios del Castillo y Lejanías no se encuentran en estudios para el proceso
de restitución de tierras, a diferencia de El Dorado pues ya ha sido reconocido y se han
adelantado varios procedimientos de recolección de información, evidencias, testimonios, entre
otros, para que las personas que retornaron a la zona puedan recuperar sus tierras. Esto nos
permite comprender la ausencia y la omisión del Estado frente a la dilatación de los procesos de
restitución de tierras en una de las zonas con un gran número de víctimas.

CAPÍTULO V

CARACTERIZACIÓN DE LOS DAÑOS A LA TIERRA Y EL TERRITORIO EN EL
ALTO ARIARI “LO QUE NOS DEJÓ LA GUERRA”
La región del Alto Ariari ha sufrido daños colectivos derivados del problema de la tierra y el
territorio, a causa del conflicto armado y de la confluencia de los intereses de diversos actores
(armados o no armados) empleando diversas modalidades, para el afianzamiento de sus
intereses. Es por ello que en el presente capítulo daremos cuenta de las afectaciones a la tierra y
el territorio y el daño colectivo que se ocasionó en El Castillo, El Dorado y Lejanías. Para la
construcción de este capítulo, se realizó revisión de prensa (El Tiempo, El Espectador, Verdad
Abierta, Agencia Prensa Rural, Semana) revisión documental (informes, actas de diagnóstico de
daños colectivos), y registros de notas de campo.
1. Daños Colectivos a la tierra
El problema de la tierra y el territorio en la región del Ariari ha generado múltiples daños
colectivos a la tierra, en confluencia de diversos actores y sus intereses en disputa por esta, han
surgido cambios en su uso y tenencia, lo cual ha sido un factor determinante en la configuración
y persistencia del conflicto armado, pero también ha supuesto la vulneración de derechos
colectivos, como al medio ambiente sano de las comunidades campesinas. Por ello, de manera
particular, en la gráfica N.º 8 que sigue a continuación mostramos dichos cambios:
Gráfica N° 8. Cambios en el uso y tenencia de la tierra

Fuente: Elaboración propia

Ganadería extensiva
CNMH (2015) nos señala que los cambios que ocurrieron en los cultivos tradicionales de
estos municipios y el reemplazo por la ganadería extensiva reflejan la no correspondencia de la
vocación y uso de la tierra, por dinámicas del conflicto armado y la instauración del capital.
Igualmente, ya no es la ganadería artesanal de la región, sino que ha venido una ganadería más
sofisticada en particular en el municipio El Castillo desde 2004.
La nueva dinámica ganadera en el caso El Dorado y El Castillo transformó los usos del
suelo, las relaciones sociales ligadas al territorio y la producción agrícola. Con la ganadería, se
insertaron nuevas lógicas: menor generación de empleo, incremento en la cantidad de tierra
requerida para obtener ganancias, beneficios concentrados en quienes tengan suficiente tierra y
una noción de rentabilidad que sustituye los valores de solidaridad y trabajo colectivo. (CNMH,
2015)
Los constantes robos de ganado que viene realizando la guerrilla en las fincas de El Dorado (Meta),
obligó a que los ganaderos empiecen a contemplar un cambio de actividad económica que les permita
derivar su sustento, pues el hato ganadero está bastante mermado. A esta posición se suma la del
alcalde electo, Freddy Díaz Gutiérrez, quien manifestó que con el robo continuo de semovientes que
viene haciendo la guerrilla, se vio obligado a proponerles a los ganaderos que apunten su actividad
económica a la siembra de productos como cacao y café (El Tiempo, 2001).

Además, la intervención de los paramilitares transformó la estructura de tenencia de la tierra,
pues el minifundio fue reemplazado por propiedades más extensas aptas para la ganadería y
adquiridas a bajo costo. Esto benefició a personas foráneas, narcotraficantes y esmeralderos”.
(Documentación, Caso Meta, Municipio El Dorado. Pág. 6)
“El despojo de tierras, en particular, se presentó bajo una modalidad de compra por testaferros con
dineros provenientes de actividades del narcotráfico u otras actividades ilegales; se trató de
transacciones a bajo costo, sin amenaza evidente, pero se sabía de dónde provenía la oferta de compra”
(UNAL, anexo 6 caso el Dorado. Pág. 6)

En relación con lo anterior, Bernardo Mançano (sf) nos invita a comprender que el proceso de
territorialización tiene diferencias dependiendo del actor que lo dispute. Para el caso de los
campesinos, este proceso se ha llevado a cabo por medio de la lucha por la tierra y las políticas
de reforma agraria que le posibilitan la expansión de territorios campesinos. En contraste, se
encuentra la territorialización del modo de producción capitalista, la cual, es más rápida, pues

expropia a los campesinos de sus territorios. Frente a esto, comprendemos que el despojo de las
tierras de los campesinos ha sido un dispositivo muy potente. y que además el alto grado de
informalidad sobre la tenencia de la tierra genera condiciones favorables para la revictimización
de los habitantes de la Región y coloca barreras para el acceso a determinados beneficios.
Por otro lado, de acuerdo con el diagnóstico socioeconómico del Departamento del Meta
(2014), con la transformación del uso del suelo también llegó la inversión extranjera, por la gran
riqueza que alberga el territorio en cuanto a recursos naturales, que generaron la expansión de los
intereses empresariales. En lo que se refiere a la minería y extracción de hidrocarburos, teniendo
en cuenta que la Región tiene un elevado potencial para la extracción de minerales.
Inversión extranjera y economía extractivista:
“Aquí, la tierra no es para la agricultura, aquí, la tierra es para la explotación minera”
(Boaventura de Sousa, 2012)
Nos parece importante comenzar señalando que, según la Agencia Nacional de Minería
(ANM), para el 2016, en el departamento del Meta, había 231 títulos mineros, 210 vigentes y 21
con autorizaciones temporales. De esos, 213 eran de materiales de construcción, 16 de otros
materiales y 2 de carbón y materiales preciosos y oro. El Meta, igualmente, es ubicado en los
primeros departamentos para la producción de hidrocarburos y construcción de oleoductos
(Portafolio, 2008). Lo cual, suscita preocupaciones frente a los impactos que se generan a nivel
ambiental, económico y comunitario, como parte del proceso de desterritorialización y
descampesinización que se da en la región. Así pues, estos procesos introducidos por el
capitalismo y sus consecuencias devastadoras se vinculan con lo expresado por Boaventura de
Sousa (2012) quien menciona que, los territorios dentro de la lógica del mercado sólo son
importantes y reconocidos cuando es explotado, desconociendo así, a quienes lo habitan, en este
caso a los campesinos y sus formas de vida.
“El Ariari es considerada como la región hídrica más importante del Meta y esta, sigue estando
amenazada. Los habitantes de la región rechazan cualquier actividad petrolera que pueda dañar las
aguas de sus ríos más importantes. Están cansados de ver como las corrientes pierden fuerza y
vitalidad por culpa de los ejercicios de extracción hechos por las retroexcavadoras”. (HSB Noticias,
2016)

Municipios como El Castillo, Lejanías, Cubarral y El Dorado, debido a su ubicación estratégica,
tienen potencial para la extracción de materiales de construcción como lo son la caliza y la

dolomita (CNMH, 2015). De igual manera, la riqueza de esta región para la extracción de
hidrocarburos en muy amplia. En Lejanías, la agencia Nacional de Licencias Ambientales
ANLA, entregó a HOCOL la licencia para la exploración de hidrocarburos en la zona donde las
tierras son más productivas y donde se garantiza la seguridad alimentaria del territorio, según el
documento de “Municipio de Lejanías – Meta: Avances diagnóstico territorial”, 2013. Pero
también, Ecopetrol está en momento de licenciamiento para el área de perforación exploratoria
del bloque CPO – 9 que contiene a El Dorado y El Castillo. (CNMH, 2015).
En el caso de El Castillo, con la llegada de multinacionales como INGEMINERA Y
ECOPETROL, organizaciones como CIVIPAZ en la salida de campo del Workshop – Meta,
expresaron la preocupación por los graves impactos que dejan las diferentes actividades
extractivas, pues, actualmente se encuentran amenazadas las fuentes hídricas de la región por la
implementación de la Locomotora Minero - Energética y por el avance de la frontera agrícola. 14
títulos mineros ya se encuentran en concesión, al igual que otros 17 títulos que se ya están en
proceso. Para el caso de Lejanías, en la revisión de sus planes de desarrollo, encontramos que,
estos materiales se extraen del río en el casco urbano y en veredas como Laureles, La Aurorita,
La Cabaña entre otras, lo que ha repercutido en impactos sobre los ríos Urichare y Guape, debido
a las inundaciones y desvío de estos, afectando así, aproximadamente, a un 30% del municipio.
Bernardo Mançano (sf), nos ofrece aportes muy importantes de análisis frente a las disputas
que se presentan entre el capital y el campesinado, en tanto son territorios diferentes y totalidades
diferentes. Los modelos de desarrollo condicionan la organización del espacio geográfico, pues
producen territorios y en medio de ellos, conflictos propios del modelo de producción capitalista.
Mançano, afirma que los territorios pasan a ser instrumentalizados por intereses institucionales
en razón a las relaciones capitalistas que, someten y expropian a las comunidades campesinas
para expandir sus lógicas.
En relación con lo anterior, el CNMH (2015), el Plan de Desarrollo Municipal 2012 – 2015 de
El Dorado y Plan de Desarrollo Municipal de Lejanías 2012 - 2015 establecen que, estas
dinámicas extractivistas ocasionaron un sinnúmero de consecuencias. Estas son: el
incumplimiento de las obligaciones ambientales y de las condiciones para la exploración y
explotación minera; la contaminación de las fuentes hídricas que son de gran importancia para
las poblaciones, pues abastecen los acueductos comunitarios que aseguran la supervivencia de
los campesinos; la desestabilización del suelo, junto con las inundaciones y riesgos de

deslizamientos; las transformaciones negativas derivadas del cambio en las actividades
productivas y por consiguiente, la entrada del campesinado al mercado laboral local basado en la
competencia, abandonando así, su proyecto de vida campesino; los daños al tejido social
derivados de la desestructuración de organizaciones sociales y vínculos comunitarios sustentados
en las disputas promovidas por las empresas multinacionales en dichas comunidades. A
propósito:
“El Ariari es considerada como la región hídrica más importante del Meta y esta, sigue estando
amenazada. Los habitantes de la región de rechazan cualquier actividad petrolera que pueda dañar las
aguas de sus ríos más importantes. Están cansados de ver como las corrientes pierden fuerza y
vitalidad por culpa de los ejercicios de extracción hechos por las retroexcavadoras”. (HSB Noticias,
2016)

Ello, ha influido en la consolidación de apuestas basadas en la organización comunitaria, para
resistir y de defender por la tierra y territorio en municipios como El Castillo y Dorado, en contra
de la minería de hidrocarburos en sus territorios. Las apreciaciones de la comunidad coincidieron
con las de los expertos en el sentido que, si se continúa con las exploraciones y se concretan las
demás explotaciones mineras, el municipio pasaría de ser una de las primeras despensas
agrícolas del departamento del Meta a convertirse en un hueco más en el territorio nacional a
causa de la locomotora minera. (Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo, Alto Ariari,
2013).
Teniendo en cuenta que, uno de los efectos derivados de la economía extractivista se vincula
con los desplazamientos de los campesinos. Pudimos identificar en la revisión de los planes de
desarrollo de estos municipios y el CNMH (2015) que, al colocarse en riesgo la seguridad
alimentaria y el abastecimiento de agua, las personas se van de sus territorios. Esto provoca
cambios en la fertilidad del suelo y, por ende, pérdidas en los cultivos y en la rentabilidad de las
cosechas, lo que, sin duda, repercute en el proyecto de vida campesino.
Cultivos ilícitos:
Los cultivos de coca y marihuana, controlados por narcotraficantes, paramilitares y guerrillas
dieron paso a un uso diferente de la tierra. A causa del empobrecimiento y falta de garantías por
parte del Estado, a mediados del siglo XIX muchas familias del Castillo y Lejanías se dedicaron
a la siembra de estos cultivos ilícitos con el fin de subsistir económicamente.
“La llegada de estos cultivos a esta región del Ariari estaría relacionada con las condiciones de clima y
la topografía que ofrece el lugar, así como la cercanía con sitios de distribución, incluida la capital de la

República. Como el Llano es la ‘despensa’ de Bogotá, se sabe que los dueños de los sitios de expendio
están recurriendo cada vez con mayor frecuencia a la hierba proveniente del oriente del país” (El
Tiempo,2016)

La coca se ha sembrado tradicionalmente en lo que se conoce como la Zona de Recuperación
para la Producción en la Macarena, donde también hay cultivos de pancoger, las familias
campesinas siembran coca en porciones de tierra pequeñas, las que en su mayoría no superan una
hectárea, con el propósito de dar sustento en sus hogares.
Cortar los lazos entre los cultivos de coca y las FARC ha sido casi una obsesión del Estado en el
Ariari. En este territorio, que hace parte del área de manejo especial de La Macarena, conocida como
AMEM, se desplegaron 14.000 militares una vez se terminó la zona de distensión en 2002. Estos
hombres, agrupados en la Fuerza de Tarea Omega, dieron fuertes golpes a las FARC reduciéndose a
2.000 integrantes. También erradicaron miles de hectáreas de cultivos de coca (El Espectador, 08 de enero
2018).

Con la actual coyuntura del país con la firma de la paz existen diversos desafíos. Uno de ellos
consiste en la erradicación de los cultivos ilícitos que se encuentran en el Alto Ariari. Por esta
razón, es sustantivo que los daños colectivos a la tierra sean considerados desde una perspectiva
integral y territorial que contenga un enfoque de desarrollo rural y agropecuario. En donde se
incluya una visión social y económica valorizando los recursos naturales existentes, la vocación
de las tierras, las diversidades culturales y poblacionales y que garanticen el bienestar de la
población y condiciones de eficiencia y eficacia de la pequeña y mediana agricultura.
Contemplando los impactos de los cultivos ilícitos y de la economía extractivista en la Región
del Ariari, con el propósito de que estos se incluyan dentro de la reparación colectiva.
Pues, como indica Bernal.et al (2017)
“La dinámica del narcotráfico significó para los campesinos de El Dorado el cambio en la relación que
tenían con la tierra cuando sembraban los productos tradicionales de esta zona, y la configuración de
las relaciones sociales como el resultado del despojo de sus tierras y del trabajo que realizaban para los
actores armados, que se convirtieron en los dueños de grandes extensiones de tierra en el municipio”.
(Bernal. Et. Al. 2017. PP.89)

5.2 Daños colectivos al Territorio
En este apartado vamos a analizar los daños colectivos al territorio, como veremos en la
gráfica 9, los cuales hemos organizado en tres grandes ejes. El problema de la tierra y el
territorio ha supuesto serios impactos al tejido social de las comunidades campesinas en el Alto
Ariari y la vulneración de derechos colectivos, como a la paz. A continuación, los estaremos
presentando.
Gráfica N° 9. Daños colectivos al territorio

Fuente: Elaboración propia

Daños a los bienes y la infraestructura de la comunidad:
A continuación, analizaremos los daños colectivos que derivan de los daños a los bienes y la
infraestructura comunitaria. Frente a los daños a los bienes, encontramos:
Desde el ejercicio de observación participante en la caracterización de daños colectivos de la
vereda Miravalles en El Castillo
“las personas de la mesa referenciaban el dolor que les había causado presenciar el robo y daños a sus
enseres de parte de los grupos armados, pues era el fruto de años de trabajo y esfuerzo, por lo que su valor
era muy importante, no sólo por lo material, sino también por su significado. Un señor narró que tuvo que
realizar hazañas que pusieron en riesgo su vida para desviar el ganado y de esta manera, poderlo salvar
del posible robo de parte de las AUC” (Diario de campo, El Castillo. 2017)

Lo anterior, guarda relación con lo expuesto según CNMH (2015) pues con el desplazamiento
la comunidad dejó atrás sus cultivos, animales, sus herramientas de trabajo. En El Castillo, las
AUC y el Ejército robaban ganado y objetos de los campesinos. Ello era un botín de guerra
legitimado desde el discurso “contrainsurgente”. Estas afectaciones también se materializaron en
la quema de viviendas o la ocupación de las mismas por parte de grupos armados, como se
observa en la noticia de Verdad Abierta (2015), tras el mandato de Euser Rondòn en El Dorado,
ocurrieron destierros y fincas despojadas, para uso como sedes de reunión entre políticos locales
y paramilitares.
Para el caso de El Dorado, El Castillo y Lejanías, se resaltan modalidades como el minado al
territorio. la de parte de la guerrilla y los impactos del fuego cruzado de esta con el Ejército, lo
que ocasionó que se generarán escenarios de terror y, por ende, desterritorialización, por las
rupturas en la percepción y restricción de movilidad y relacionamiento de las comunidades sobre
su territorio. Esto se conecta con notas de campo. Tras revisar en el RUV la frecuencia de este

hecho victimizante, se encuentran cifras muy bajas para los períodos entre 2003 y 2013.
Información que es discutible en tanto, las memorias de la comunidad establecen que este hecho
fue más repetitivo y, además, los procesos de retorno (como en El Dorado) supusieron
desminado, hasta que en 2016 se declaró una zona ya libre de minas, y en Lejanías este proceso
se inició también en este año.
“Aquí en Miravalles, uno de los participantes del proceso de caracterización de los daños colectivos
fue víctima de una mina antipersonal, en el año 2001 la cual amputó los dedos de su mano derecha.
Afirma que, para esa época existía el temor transitar pues, ya se estaban empezando a escuchar de que la
guerrilla estaba utilizando eso como táctica para contener enfrentamientos con los paras y el Ejército.”
(Diario de campo. 2017. El Castillo)

En segundo lugar, la infraestructura comunitaria como nos indica CNMH (2015), refleja
las diferentes formas de organización colectiva orientadas desde el Partido Comunista en la
región, a través del proceso de colonización campesina.

Esta infraestructura comunitaria,

sustentaba una serie de servicios públicos básicos, pero también lógicas de tipo social y cultural.
Ejemplos de ello son las vías que comunican las veredas, los acueductos y casetas comunitarias,
los espacios de las juntas de acción comunal, escuelas y sindicatos presentes en municipios como
Lejanías y El Castillo. Todo eso, repercutió en el proceso de apropiación cultural e identitario
por su territorio y la promoción de desarrollo social, desde expresiones políticas particulares. Por
lo que, las afectaciones sobre esta conducen a “la desestructuración del tejido social, las
dinámicas organizativas y los proyectos productivos locales y las expresiones culturales”
(CNHM, 2015)
El ambiente de violencia se recrudeció para el inicio de los 2000 debido al accionar
paramilitar, pues merodeaban la zona y al accionar de las FARC, quienes ejecutaron acciones de
sabotaje a la infraestructura comunitaria, como sucedió en el municipio el Castillo “Acción de la
guerrilla dejó destruidos el hospital, la escuela, la iglesia, la Alcaldía, la Casa de la Cultura, la
Registraduría, el Banco Agrario, y por lo menos 20 viviendas. Cuatro civiles sufrieron heridas y
tres vehículos fueron incinerados.” (El Tiempo, 2000). Hecho que es importante traer a colación,
como lo relata la noticia de El Tiempo (2002), pues con la ruptura de diálogos con el presidente
Pastrana en el marco del “V festival de la Confraternidad y el I encuentro de Toros Coleados” en
El Castillo, lanzan explosivo que cae en la mitad de la plaza, dejando heridos y generando terror
en la población, a la parte que en El Dorado detonando puentes, torres de energía eléctrica,
tubería del acueducto, desestructurando la vida de los campesinos.

Esto se vincula con lo expuesto por CNMH (2015), porque la estigmatización de ser “pueblos
de guerrilla” o “pueblos de paras” se configuró en un argumento legitimador para los actores
armados en la vulneración de los derechos humanos de las comunidades campesinas, pues
ideología y violencia han determinado el territorio, lo cual actúa como un dispositivo de poder
muy potente para implantar un orden social determinado que responda a intereses particulares y
sus generó daños morales, pues el estigma causa discriminación.
“Dentro de los daños colectivos caracterizados por la vereda Miravalles, se menciona el daño a la
infraestructura comunitaria, lo que ha repercutido en las limitaciones o faltas de oportunidades para el
goce de bienestar de las personas del Municipio. Por ejemplo, en el marco del conflicto, lugares como la
escuela, el puesto de salud, el salón comunal, se vieron afectados. Las personas proponen reparar estos
lugares, crear vías que posibiliten el transportar los productos, entre otros” (Diario de campo, 2017)

Esto posee afectaciones como el empobrecimiento generalizado, el atraso en el desarrollo
social de El Castillo, la pérdida de oportunidades en términos intergeneracionales, pues los
abuelos y padres, perdieron la posibilidad de emplearse o de participar de apuestas organizativas
y los hijos, la posibilidad de estudiar, (dado que, se cerraron escuelas o se suspendieron
proyectos educativos por las consecuencias del conflicto y se promovió un cambio de enfoque
rural al urbano que muchos/as niños/as experimentaron) o el disfrutar de tales espacios de
socialización, (como en el caso de la destrucción de la Casa de la Cultura, puesto que, era un
espacio para compartir y fomentar la cultura, por medio de la organización y participación
alrededor de expresiones, como la danza, la música y la poesía)
Tales limitaciones, en términos de oportunidades referidas por las personas de la vereda de
Miravalles, también se relacionan con lo que en el CNMH (2015) plantea frente a la suspensión
de obras comunitarias, puesto que, la agudización del conflicto armado para la época del 2002,
junto con el desplazamiento forzado y el fenómeno de vaciamiento, hicieron posible que en la
parte alta del municipio se suspendieran obras y proyectos, que buscaban fortalecer los lazos
comunitarios y la estabilidad económica de las veredas.
Transformación negativa del proyecto de vida del campesinado:
En primer lugar, tengamos en cuenta que, los daños al proyecto de vida campesino se
relacionan con la descampesinización, en tanto esta hace referencia a las prácticas que pretenden
marginalizar la vida campesina y que provocan afectaciones en diversos órdenes, según indica
CNMH (2015). Dentro de estas prácticas se encuentra el conflicto armado y el modelo de
desarrollo actual, en tanto busca integrar a lógicas de mayor producción y explotación de forma

indiscriminada. Los procesos de vaciamiento que se dieron en el municipio de El Castillo
provocaron un sinnúmero de consecuencias para el tejido social, pues la gente perdió sus
proyectos productivos, sus seres queridos, su tierra y esto permitió la inserción de grandes
capitales a las tierras más productivas. Tras revisar los planes de desarrollo de Lejanías,
encontramos que, en los últimos 15 años, por ejemplo, la población que residía en la zona rural
ha ido disminuyendo, pues hubo un proceso de desterritorialización. Actualmente, hay más
personas asentadas en el casco urbano, desarrollando otro tipo de labores que no tienen que ver
con lo agrario.
Igualmente,

este

daño

al
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intergeneracionales, desde el ejercicio de cartografía social, realizado el marco de la salida de
campo denominada “Workshop: Meta caminos de Paz”, el día 26 de octubre de 2017, en la
institución educativa El Dorado, las estudiantes de Trabajo Social observaron que
“Los niños y niñas han perdido referentes campesinos, porque piensan que en el Municipio no hay
oportunidades educativas ni ofertas laborales, ya que observan las condiciones difíciles y precarias en el
campo, por lo que, afirman es necesario emplearse en otro tipo de labores y en otros lugares”. (Diario de
campo, octubre 2017)

Igualmente, resaltamos las masacres perpetradas por los actores armados en la región y su
influencia en la desestructuración del tejido social.

Algunas ejercidas por paramilitares,

siguiendo a Rutas del Conflicto (s f.) ocurridas en varios corregimientos de El Castillo, entre
ellos, en Caño Embarrado en 1992, sacan de sus casas a 40 campesinos, "seleccionaron a tres y
junto a una víctima que traían con signos de tortura, los asesinaron." (Rutas del Conflicto, s.f.).
En Puerto Esperanza, en 1998, el Bloque Centauros recorre el lugar buscando colaboradores de
la guerrilla, en esto casa de sus casas a tres campesinos y los asesinan. En este mismo año en
Caño Sibao, interceptan el carro donde se suponía se movilizaba el Alcalde electo por la UP,
pero quien no se encontraba allí, tal ataque indiscriminado con granadas y disparos deja un total
de 17 muertes y como única sobreviviente una niña. Lugar donde también se perpetra la masacre
en contra de María Méndez, alcaldesa de El Castillo (1990 a 1992). El genocidio de la Unión
Patriótica de 1986 a 1992. Sumado a lo anterior, en el municipio de Lejanías, para 1998, el
Bloque Centauros se dirige al casco urbano, buscan al panadero al mecánico, los asesinan y
luego se dirigen a la vereda Los Laureles, matan a una pareja y a tres personas más, con el
supuesto de quitarle el negocio de drogas de los llanos a las FARC. Para el caso de El Dorado

en 1992, el CNMH (2015) menciona que, la situación llegó a límites inconcebibles e
insostenibles, pues fue el lugar con altos índices de homicidios en el Meta.
Estas estrategias empleadas por los actores armados de la región no sólo aniquilaron a los
campesinos, sino que además destruyeron su entorno material y simbólico y como lo menciona
el CNMH (2015), fracturó relaciones familiares y vecinales, además que, instauró el miedo y la
desconfianza, lo que se convirtió en su forma de vida, impactando su dignidad colectiva.
Desestructuración de las dinámicas económicas, organizativas, culturales y sociales:
Como sabemos, la desestructuración de las formas de organización políticas y comunitarias
se materializó en el hostigamiento y asesinato de líderes comunitarios y los sentimientos de
tristeza, desconfianza, miedo que se insertaron en estos municipios. Es importante recordar que
estas formas estaban sustentadas en los lazos de identidad afianzados por expresiones políticas
particulares en torno a las luchas de reivindicación por la tierra y el territorio del PCC
(particularmente en El Castillo y Lejanías).
En El Castillo ello se reflejaba en los lazos de fraternidad y trabajo colectivo que posibilitaron
la ayuda mutua en las labores de cultivo, la organización para el desarrollo de proyectos
comunitarios (construir trochas, centros comunitarios o escuelas) y el compartir las cosechas.
Pero a partir de la estigmatización y la desconfianza en la comunidad actúa como un dispositivo
muy fuerte que desestructura las relaciones de cooperación y solidaridad en las comunidades e
implanta relaciones de intercambio social y económico más individual. (Cordepaz, 2011 citado
por CNMH, 2015). Dicha desconfianza influye directamente en el proyecto de vida campesino,
pues afecta sus relaciones de autonomía y subsistencia, limitando sus oportunidades.
A propósito, desde ejercicios de observación participante, habitantes de la Vereda Miravalles
en el municipio de El Castillo, establecieron en el proceso de caracterización de daños
colectivos:
“La gente igualmente, señala que, debido al conflicto armado, se produjo una destrucción de proyectos
productivos locales y solidarios, dado que, algunas de las personas asesinadas o maltratadas en el marco
de conflicto armado, eran lideresas que se habían encargado de desarrollar estrategias productivas,
relacionadas, por ejemplo, con el sector lechero y tras los impactos de la violencia esto decayó,
repercutiendo así, en la agudización del desempleo y la pobreza, pero también de lazos cooperativos. Para
esto, las personas referencian la urgencia de trabajar en consolidar de nuevo, proyectos que empleen a
campesinos/as a través de apuestas colectivas y que aporten a la construcción de reconciliación” (Diario
de campo, El Castillo. 2017)

Lo que se puede contrastar con información de diario de campo en el marco del “Pacto social
por la paz y reconciliación castillense”: “En este caso, Alquería se encuentra en la Región y las
personas refieren que es más rentable vender la leche a dicha empresa privada, pues hay mayores
garantías frente al pago oportuno por su trabajo, que generar procesos colectivos” (Diario de
campo, 2017).
Otro factor importante para entender la desestructuración de estas relaciones en la Región se
vincula con el asesinato de líderes y lideresas, ya que los daños colectivos provocados fueron
detonantes para la desestructuración de distintas apuestas políticas y de la capacidad de la
comunidad para organizarse, por medio del miedo y del hostigamiento, utilizados como
dispositivos ideológicos, y la violencia directa, como los asesinatos, desplazamientos y
desapariciones forzadas. Entre 1985 a 1992 con el exterminio de la UP y el PCC muchos
liderazgos se eliminaron en el municipio de El Castillo. Además, entre 2000 y 2005 debido a las
elevadas cifras de desplazamiento forzado de líderes y lideresas muchos proyectos políticos y
comunitarios se vieron debilitados y/o eliminados. Ejemplo de ello,
“se eliminó la participación a través del Sintragrim, la Unión Demócratas de Mujeres, la Unión de
Pioneros José Antonio Galán o las Juventudes comunistas. La casa del sindicato agrario Sintragrim de
Medellín del Ariari fue despojada por la Alcaldía Municipal y entregada a la Policía (…) La
estigmatización y persecución de la izquierda también afectó a los miembros del PCC, de la UP y de las
juntas de acción comunal” (CNMH, 2015. PP. 201 Y 202)

Con las consecuencias del conflicto armado y la violencia sociopolítica, estas formas se ven
modificadas y cercenan posibilidades de enfrentar colectivamente los impactos, derivados del
vaciamiento, la instauración de la desconfianza. a persecución y asesinatos de los líderes, en la
disputa por el territorio de los diversos actores, ocasionó fracturas en la capacidad organizativa
de la comunidad. Para la época de 1985 a 1992 varios liderazgos se perdieron. En 2002 esto se
recrudece, en manos de los paramilitares y sectores del Ejército. En términos psicosociales y de
memoria, ello se ve profundamente reforzado por la estigmatización lo que llevó a que las
personas ocultaran y renunciaron a sus identidades políticas. (CNMH, 2015)
Desde el registro de notas de campo derivados de la observación participante en el proceso
de caracterización de los daños colectivos del SRC de El Castillo, dos mujeres de la vereda
Miravalles establecen que
Dicha época fue muy difícil para afrontar, pues las personas no podían hablar o compartir con los
vecinos de su vereda, pues había estigmatización y señalamiento de ser de uno u otro bando, lo que
repercutió en aislarse y romper con esos lazos de amistad y vecindad. Ante ello, expresaron suma tristeza

y nostalgia, pues dicen que ningún precio o reparación, puede contribuir a recuperar ese tiempo perdido y
esos lazos” (Diarios de campo, septiembre de 2017)

En un taller del trabajo de campo adelantado uno de los miembros del Movimiento Nacional
de Víctimas de Estado señalaba que en el departamento del Meta:
El señor José, decía que para muchos el partido de la Unión Patriótica fue creado por las FARC. Quizá
muchos simpatizantes no tenían que ver con la guerrilla, pero por el hecho de pertenecer a algo
relacionado con lo subversivo, los mataban. En la región la persecución política es muy alta, el asesinato
de líderes es muy frecuente y que la presencia de paramilitares en el Castillo es bastante. (Testimonio
recuperado en taller de reparación colectiva, Villavicencio, 2017)

Igualmente, se perdieron celebraciones, fiestas y tradiciones. Para la época de 1970 y 1980,
las fiestas que caracterizaban la vida del municipio de El Castillo desaparecieron, debido al
accionar de los grupos armados y el consecuente, debilitamiento del tejido social. Fiestas como,
Semana Santa, Navidad, el día del Trabajo, El Día del Campesino, dejaron de celebrarse. Entre
2001 y 2011, de estas fiestas sólo se festejaba la fundación del municipio, ya que la disputa entre
las FARC, el Ejército y las AUC aumentaron la violencia y prohibieron estas celebraciones.
(CNMH, 2015)
Ante todos estos acontecimientos nos parece importante resaltar que cada uno de estos daños
a los bienes, a la infraestructura y las dinámicas organizativas, sociales, culturales y económicas.
que tienen afectaciones en el proyecto de vida del campesinado quien demanda:
“Respeto a los derechos de los habitantes de estas veredas de la región del Ariari y, sobre todo,
que no se exponga la vida de la población civil en el conflicto. A las autoridades competentes
tomar medidas necesarias y urgentes para garantizar y proteger los derechos fundamentales de las
comunidades campesinas de la región. Que cese los bombardeos, estigmatización,
ametrallamientos indiscriminados por parte de la Fuerza Pública y de los grupos ilegales, contra
los territorios donde se encuentran campesinos inermes e indefensos que en su mayoría son
familias víctimas del desplazamiento forzado que han regresado al territorio de manera
voluntaria” (SINTRAGRIM,2012)

CAPITULO VI
DESAFÍOS Y PROPUESTAS DE LA REPARACIÓN COLECTIVA FRENTE AL
PROBLEMA DE LA TIERRA Y EL TERRITORIO.
Los procesos de Reparación Colectiva mediante la Ley 1448 de 2011, a nivel territorial,
junto con la Estrategia Entrelazando, tiene como fin contribuir con la reconstrucción del tejido
social, el restablecimiento de las relaciones de confianza y el fortalecimiento de la convivencia
en las comunidades víctimas del conflicto armado, facilitando la implementación de medida de
rehabilitación en los Sujetos de Reparación Colectiva.
A partir de esta investigación y del trabajo de campo realizado, se busca que los procesos de
reparación tengan en cuenta los hechos históricos, políticos y económicos que ocasionaron y
dieron origen al problema de tierra y el territorio en la región; por esta razón, resulta importante
reconocer las voces de cada uno de los sujetos en la construcción del diagnóstico al daño. Por
consiguiente, es necesario señalar que en este proceso se consideran las particulares de los
sujetos de reparación colectiva, desde un enfoque transformador y de política pública sobre
tierras y desarrollo rural.
Por tanto, resulta necesaria la articulación entre los procesos de reparación colectiva y las
políticas sociales que adelanta el Estado con el fin de atender no solo los daños ocasionados a la
población, sino también las raíces del conflicto armado, lo cual conviene ser considerado en la
realización del diagnóstico. ya que el campesinado ha sido vulnerado bajo un marco histórico de
desigualdad en la distribución y acceso a la tierra, la disputa de actores armados en sus territorios
y un modelo de desarrollo excluyente que ha afectado su proyecto de vida campesino.
Teniendo en cuenta lo anterior, la Unidad de Víctimas señala que, el diagnóstico del daño se
considera la fase más importante del proceso de reparación colectiva, pues de ella se derivan con
posterioridad las medidas de reparación. Esta se encuentra en estrecha relación con los derechos
a la verdad y a la justicia, e implica la adopción de un enfoque diferencial para identificar los
daños ocasionados a comunidades y sectores sociales. En el caso El Dorado, no se contó con un
enfoque de género para la realización del diagnóstico, según las entrevistas que se realizaron al
Comité de Impulso 2017. Según Salamanca (2016) el enfoque de género permite reconocer el

impacto diferenciado en las víctimas mujeres y en el particular el tipo de situaciones que viven
las mujeres dentro del conflicto armado. Y sobre “la capacidad que tienen las mujeres para
plantear e innovar en construcción de paz, como tejedoras de sociedad”. Teniendo en cuenta la
importancia que tiene el enfoque resulta preocupante y a la vez cuestionable la caracterización y
totalidad de los daños, por lo que se puede afirmar que no existe un total reconocimiento de los
daños ocurridos individual y colectivamente en el municipio. además de que, sería necesario que
se cuente con el papel de las mujeres y que estas mismas se organicen y contribuyan en los
liderazgos y el desarrollo de las apuestas pedagógicas que contiene la Estrategia.
Por otra parte, el objetivo de la estrategia Entrelazando señala el carácter “transformador”
que debe tener la reparación. Uno de los acontecimientos que señala la Unidad de Victimas como
acto de reparación fue la Feria Agrícola Campesina, con el propósito de la reconstrucción del
tejido social y el reconocimiento de la labor campesina (Unidad de Víctima, 2016).
De lo anterior, en una entrevista realizada a un miembro del comité de impulso de El Dorado,
señalaba que:
“La estrategia entrelazando es una excelente estrategia, es muy bonita, (…) estrategias y hay
actividades que nos llevan a esa construcción de paz, por ejemplo, ese mercado campesino es una
recuperación de prácticas comunitarias, en volverse a integrar, pero si no viene acompañado de un
proceso fuerte de intervención psicosocial comunitaria” (Entrevista a un miembro de comité de impulso,
2017)

En consecuencia, el alcalde del Dorado menciona que: “se han cumplido las capacitaciones
el mercado campesino, digamos que un 50%”. No se desconoce que el impulsar los mercados
campesinos sea un factor importante ya que el despojo de tierras, a la destrucción de bienes
materiales y al desmantelamiento de viviendas, afectó especialmente las formas tradicionales de
la economía campesina y produjo la desintegración de los lazos solidarios entre campesinos y su
estructura básica de productividad.
Pero, debe estar respalda en aspectos como nos lo plantea Garay (2016) en el que el derecho
a la reparación no se centre exclusivamente en medidas económicas o materiales a las que las
víctimas individualmente tienen derecho, estas se deben implementar medidas de reparación
colectiva que no se queden cortas y solo aporten a medidas económicas, deben contar con una
amplia dimensión simbólica y política, que permita un goce efectivo de sus derechos colectivos,
eliminar los esquemas de discriminación y pobreza. Es decir, esto no soluciona el problema de la
tierra y el territorio en el Alto Ariari, sino viene acompañado de procesos estructurales.

Ahora bien, es relevante evidenciar que el proceso de reparación en los dos municipios ha
tenido diferentes dificultades, una de ellas tiene que ver con la ausencia de la Unidad de
Victimas en algunas reuniones y encuentros programados con la comunidad. Los integrantes del
comité de impulso afirman que esto obedece a varios aspectos que tiene que ver con los equipos
interdisciplinares, ya que, “no hay suficientes profesionales para el número de personas que se
encuentran en los municipios, pues son bastantes”. Uno de los problemas de la participación
tiene que ver con la movilidad con que los tejedores en su mayoría viven en veredas muy
alejadas de los puntos de encuentro y no pueden asistir a las reuniones. Esto provoca pérdida de
confianza y credibilidad en el grupo reparación. En el caso de El Dorado, debido a estas
ausencias la Alcaldía ha dispuesto de ciertas actividades con fines políticos.
“me atrevo a decir que, digamos hay muchas actividades que han sido articuladas con la alcaldía,
sobre todo el tema de la oferta, y la oferta pues la alcaldía tiene una mirada un poco más política y
digámoslo, ahí ha habido como un conflicto de tensión, porque pues para la unidad es importante la oferta
descubrir el sujeto y siempre hemos centrado a tratar de conciliar esa parte con la alcaldía, que la oferta
debe garantizar ampliarse y no que sean las mismas familias con los mismos niños”( Entrevista a Marisol,
miembro del comité de impulso, 2017).

Este tipo de hechos deben contribuir al fortalecimiento de los mecanismos de seguimiento y
gestión del conocimiento por parte de la UARIV, pero, fundamentalmente generar sanciones a
los organismos de control frente al incumplimiento con la implementación de las medidas de
reparación o de factores externos que inciden en el proceso. Puesto que, la cooptación política
por parte de la alcaldía representa un riesgo y más porque históricamente El Dorado, a lo largo
del tiempo ha tenido gran incidencia paramilitar en el municipio y también en los cargos de
poder en la alcaldía, lo que puede contribuir a que interés de terceros hayan interferido en la
reparación, una de las preocupaciones que nos surge tiene que ver con la pasividad de las
organizaciones en El Dorado, existe una aceptación en cuanto a los cambios que ha generado el
modelo economicista, a diferencia del Castillo el nivel de resistencia por parte de las
organizaciones y pobladores por mantener sus prácticas agrícolas, su dignidad campesina y
permanecer en el territorio.
Es fundamental atender las dificultades presentadas en el caso de El Dorado, para que en el
proceso de reparación de El Castillo y Lejanías no se presenten. Lo que se busca con la
Estrategia Entrelazando es el fortalecimiento del tejido social y la transformación de los
escenarios locales, diseñadas e implementadas con enfoque comunitario, de manera que, además

de beneficiar al sujeto colectivo de reparación, tengan impactos favorables sobre el conjunto de
los procesos organizativos y sobre las reivindicaciones que ha realizado las comunidades
campesinas por su Derecho a la tierra y el Territorio.
Por esta razón, desde este balance podemos decir que la reparación colectiva se encuentra
encaminada a mitigar los daños al territorio por las afectaciones de orden psicosocial y los
procesos de memoria. Pero no tiene mayor incidencia en los daños a la tierra, pues esta es
competencia de la restitución de tierras. Por consiguiente, es necesario entender que, los daños a
la tierra no solo tienen relación con titulación o acceso. Este se encuentra conexo con el proyecto
de vida campesino, que se vincula con el derecho a la tierra y al territorio, que es indispensable
para la realización personal y comunitaria de los campesinos. Igualmente, que considere los
derechos de los campesinos, los mandatos del buen vivir y la restitución de tierras. Las medidas a
tomar deberán ser formuladas y adoptadas con plena participación de los sujetos colectivos que
estén orientadas a la transformación de las causas estructurales del conflicto armado y que
responda a los intereses y peticiones que las comunidades campesinas durante años han
reclamado y exigido.
Logros y dificultades de la Reparación Colectiva en los municipios de El Castillo y El
Dorado.
A continuación, se presenta la tabla 5 que contiene los logros y dificultades de la reparación
colectiva de forma general en el Municipio del Dorado y El Castillo para así mismo reconocer
cómo se ha venido desarrollando el proceso de reparación en el territorio. Esto se realiza a partir
de registros de notas de campo, diversas transcripciones de entrevistas realizadas en el marco del
macroproyecto y revisión de prensa. Por otra parte, se pretende identificar cuáles son esos
desafíos que contiene la reparación colectiva en la Región del Alto Ariari, con el propósito de
generar propuestas que permitan medidas diferenciadas de reparación que respondan y que
contribuyan a la reivindicación del derecho de la tierra y el territorio en los procesos de
reparación colectiva con comunidades campesinas.

Tabla 5. Logros y dificultades de la Reparación Colectiva en los municipios de El Castillo y El Dorado.
Sujeto de
reparación
colectiva

El Dorado

El Castillo

Fase en la
que se encuentra
Logros

Terminó el
proceso de
reparación
colectiva

Fase 2
caracterización
del daño,
contexto y hechos
victimizantes

-Es el primer municipio reconocido
como SRC en el departamento del Meta.
-Se realizaron mejoras en la
infraestructura.
-Construcción de un monumento a
la memoria.
- Se realizó una Feria agrícola
campesina, promovida por la Unidad de
Víctimas, para aportar a la
reconstrucción de tejido social y
restablecimiento de la labor campesina
(UARIV, 2016)
-La UARIV ejecutó capacitaciones
con los miembros de organizaciones de
víctimas para que, conocieran más sobre
la Ley 1448 de 2011 (UARIV, 2017)
- La Estrategia Entrelazando ha
contribuido a la consolidación territorios
de paz, por medio de la construcción de
prácticas comunitarias, como el
mercado campesino (Entrevista a
miembro del Comité de Impulso, 2017)

Dificultades
-Quienes representan a las víctimas, no son
propiamente gente de El Dorado.
-Se refleja control de la reparación colectiva en El
Dorado por parte de paramilitares (Observación
participante y entrevistas)
- Los desplazamientos de la comunidad a los
lugares de reunión presentan dificultad.
- No se ha cumplido con el 50% de lo pactado en
relación con la construcción de la Casa de la cultura, el
auditorio para el colegio, el proyecto de productivo
para las familias víctimas, el fortalecimiento de las
juntas de acción comunal, el mejoramiento del
acueducto de la vereda San Pedro (Entrevista al
Alcalde de El Dorado, 2017)
- no se tuvo en cuenta el enfoque de género (Entrevista
al Comité de Impulso, 2017)
-Falta de seguimiento y control respecto a falsas
declaraciones de quienes no son víctimas (Entrevista a
tejedoras de El Dorado, 2017)
- Cooptación política por parte de la Alcaldía en
actividades realizadas por el Comité de Impulso
(Entrevista al Comité de Impulso, 2017)

-Participación de campesinos/as del
*Personas que desempeñan su papel como tejedoras,
municipio, JAC, núcleo zonal Miravalles y
no son del Municipio.
acompañamiento de la Comunidad
*Ausencia de la Unidad de Víctimas en el proceso.
Claretiana Alcaldía, en la caracterización
La caracterización de los daños colectivos no fue
de los hechos ocurridos. (Notas de campo,
acompañada por la Unidad, sino por la Alcaldía
Actividad: caracterización de daños
. (Notas de campo, Actividad: caracterización de daños
colectivos,2017)
colectivos,2017)
-Se realizó ya la caracterización de
*Diferentes intervenciones por parte de
daños colectivos del SRC.
organizaciones e instituciones en el territorio que
dificultan el acercamiento con la comunidad,
además de expresar obstáculos en el desplazamiento
hacia los sitios de reunión.
*poco personal profesional para los grupos de
reparación

Fuente: Elaboración propia

Propuestas: A continuación, señalamos ciertas propuestas frente a la Estrategia Entrelazando
y la reivindicación de la tierra y el territorio en las comunidades campesinas, en este caso, en el
Alto Ariari.
Es importante resaltar que la “Estrategia Entrelazado” en su gran mayoría abarca el tema del
territorio, y no de la tierra, pero al comprender que estas dos se encuentran estrechamente
relacionados, uno de sus componentes podría aportar a la reconstrucción del proyecto de vida

campesino, en tanto este incluye la relación de los campesinos con la tierra y el territorio,
incluyendo los elementos de memoria y psicosociales necesarios para reparar colectivamente los
impactos del conflicto armado, pero también orientándose al fortalecimiento de las
organizaciones sociales y de la participación de las comunidades para la construcción de
escenarios de participación y acción de paz territorial.
Ello supone diferentes elementos. En primer lugar, la necesidad del enfoque territorial y
diferencial, para poder diferenciar los daños colectivos e impactos derivados del problema de la
tierra y el territorio en la región. Y en sus intervenciones, debe estar incluido el enfoque de
género, de esta manera, promover la organización, participación e incidencia de las mujeres y
resaltar su liderazgo en apuestas colectivas de construcción de paz en sus territorios.
Tal como lo afirma CNMH (2015) y las entrevistas realizadas por los demás grupos de
investigación adscritos a este macroproyecto, algunas de las dificultades que se han presentado
en la implementación del proceso de reparación colectiva se vincula con el tamaño de los
municipios y la imposibilidad de abarcarlo y por la confluencia de las acciones de los grupos
armados. La Estrategia podría reconocer la existencia de varios territorios y a partir de ellos,
retomando el barrido teórico reseñado hasta el momento, identificar los procesos de
territorialización, desterritorialización y reterritorialización y encaminar sus apuestas. Pero
también, un enfoque intergeneracional e implementar procesos de memoria con niños, jóvenes,
adultos frente al ser campesino, reivindicando aquellas apuestas organizativas, de cuidado del
medio ambiente, de trabajo y solidaridad.
Este componente de recuperación del proyecto campesino, requiere del acompañamiento de
varios sectores estatales y civiles y necesita, tener en cuenta las particularidades que vulneran el
derecho a la tierra y el territorio en la región, como por ejemplo la no titulación de la tierra
(asunto que le corresponde a otras de las medidas de reparación). Si bien es cierto que la
titulación posibilita garantías de parte del Estado, como, por ejemplo, el acceso a créditos se
necesita trascender de esta mirada plenamente económica a una más integral que posibilite
reconocer que la titularidad de la tierra es importante para el proyecto de vida campesino por su
relación material, pero también simbólica. Y a partir de ello, puede ser significativo articular
espacios de participación de las comunidades campesinas en procesos de formación de política
de tierras y desarrollo rural para la construcción de tejido social y democracia. Además, que las
comunidades campesinas ejerzan sus derechos al cuidado del medio ambiente para la

preservación de sus prácticas ancestrales y culturales.
Por tanto, la Estrategia puede fomentar el desarrollo de apuestas de economía campesina y la
soberanía alimentaria ya que estas responden a un tema social y cultural para la consolidación de
procesos organizativos y comunitarios en la Región para superar la estigmatización y
desconfianza instauradas. Si bien es cierto, reconstruir las vías, puentes o escuelas como parte de
la transformación de los escenarios locales, es un aspecto importante en los procesos de
reparación colectiva, y en muchos casos, son referidos por las personas, es de gran importancia
problematizar con las comunidades esto, pues de fondo, no ataca el problema de la tierra y el
territorio, sino que puede llegar a afectar más y es allí, donde se necesita una mirada crítica que
posicione tales contradicciones. A propósito:
Uno de los ejemplos que se dieron en el marco de la celebración del Pacto social por la paz y
reconciliación Castillense, mencionaba que las personas en la mesa discutían frente a la necesidad de
reparar las vías. Sin embargo, la abogada de DHOC decía que, ¿cuál puede ser el interés en reparar las
vías, sin van a ser utilizadas para que los medios de transporte de las empresas vengan a extraer los
recursos” (Diario de campo, 2017. El Castillo)

Este componente frente al proyecto de vida campesino requiere promover la defensa de la
tierra y el territorio tras conocer los impactos colectivos. Para el caso de estos municipios, hay
oportunidades significativas para la realización de consultas populares en contra de estos
procesos extractivistas. Frente al territorio, podría fomentar el trabajo por veredas en torno a
necesidades específicas y de esta manera promover lo colectivo. Su enfoque debe ser pedagógico
y transformador.
Esto se relaciona con los aportes de Garay, et. Al (2016) dado que plantea tres dimensiones de
la tierra y el territorio en los procesos de reparación colectiva: a) como espacio que debe ser
recobrado (no sólo materialmente, sino también en lo simbólico) por el sujeto de reparación
colectiva que fue desterritorializado b) como espacio que debe otorgarse o fortalecer su tejido
social, pues su carencia pudo haber daños colectivos 3) tierra y territorio como víctimas de daños
colectivos y supone revisar medidas que reivindiquen su soberanía. Por lo tanto, sujeto y objeto
de reparación colectiva, están enlazados por la tierra y el territorio (Garay, et. Al.2016)
Tener esto en cuenta, es de gran importancia, pues la concepción de la que habla el autor es
muy potente a la hora de hablar de procesos de reivindicación del derecho a la tierra y el
territorio, pues entenderlos como víctimas de la problemática que hemos venido estudiando,
recobra un sentido muy importante para determinar los impactos medioambientales, los procesos

de desterritorialización, el desarraigo, entre otros.
Dentro de los daños colectivos al territorio la desestructuración de las apuestas organizativas y
políticas de las comunidades campesinas en el Alto Ariari. La estrategia Entrelazando, en sus
componentes, posee elementos sustanciales para aportar a reparar este daño, a través de los
duelos colectivos, transformación de escenarios locales, pedagogía social e imaginarios
colectivos. Ello debe conducir a la eliminación de la estigmatización y la reconstrucción de
memoria colectiva, como un elemento pedagógico, reparador y político. Todo ello, orientado a
fortalecer el tejido social resquebrajado. Estos procesos, requieren ser fortalecidos, vistos desde
una dimensión política y transformadora e incentivar el nacimiento o fortalecimiento de dichas
apuestas. Por lo que necesita:
“Que exista una memoria desprovista de relatos impuestos, encaminada a reconstruir la dimensión,
incidencia, importancia y finalidad política de los grupos, comunidades y organizaciones que sufrieron
daños que dan lugar a su reconocimiento como sujetos de reparación colectiva, y por esta vía, del
compromiso institucional y societal de no ocultar o minimizar la relación de dichos daños con la
dimensión política de sus efectos” (Garay, et. Al 2016. Pp. 67)

Desafíos:
Uno de los desafíos tiene que ver con el fortalecimiento de los mecanismos de seguimiento y
gestión del conocimiento por parte de la UARIV, pero, fundamentalmente, fortalecer el papel de
seguimiento y sanción de los organismos de control frente al incumplimiento con la
implementación de las medidas ya que se presentó este caso en el municipio El Dorado.
Adicionalmente, es necesario fortalecer el papel de control, seguimiento y evaluación por parte
de las organizaciones de la sociedad civil, de manera que no sea una posibilidad que resuelva
unilateralmente las instituciones, sino una decisión autónoma de los sujetos de reparación
colectiva que, una vez tomada, sea de obligatorio cumplimiento para el Estado, donde no se
encuentren mediados por intereses de terceros. Todo ello implica, además, garantizarles
acompañamiento y sostenibilidad técnica e institucional en la conformación de veedurías
ciudadanas frente al problema de la tierra y el territorio.
Entre las reformas necesarias a los programas administrativos de reparación colectiva desde la
perspectiva de la comunidad, se deben incluir mayores garantías de participación, socialización y
retroalimentación de la información, más allá de los comités de impulso o apoyo en los procesos
de reparación colectiva. Lo anterior por cuanto las metodologías concertadas con los sujetos

deben garantizar que la información referente a los daños colectivos identificados y a las
medidas adecuadas para repararlos sea socializada, retroalimentada y aprobada por las
comunidades, a través de sus espacios autónomos de participación y decisión que visibilicen el
territorio como aspecto esencial para la reparación, que pueda dar cuenta de la totalidad de los
daños y que trascienda del aspecto netamente monetario, donde los daños inmateriales al
territorio se reparen y lleven a una reparación integral.
Debido a la confluencia de elementos que determinan el problema de la tierra y el territorio,
resulta de gran importancia que la estrategia pudiera contribuir a la actualización de los planes de
ordenamiento territorial de estos municipios (a partir de revisión documental a planes de
desarrollo), superando la visión meramente económica de dichos instrumentos y concibiéndoles
como orden deseado e instrumento para un desarrollo sustentable, que tenga en cuenta al
campesinado, sus problemáticas e identidad como afirma (Hernández, 2010)
Esto incentiva la participación de las comunidades en el diseño de planes y estrategias frente
a su territorio y permitiría incidir en problemáticas concretas.
El integrante de las FARC – EP, establecía que una de las dificultades que podía identificar
consistía en los planes de ordenamiento territorial y la no respuesta a las necesidades de las
comunidades campesinas en Colombia. Posteriormente, David Martínez (Miembro de
Sintragrim), se acercó a la mesa y añadió a esa intervención que, hay un atraso de 15 o 16 años en
el POT de El Castillo Meta. (Diario de campo. 2017. PP. 5)

A propósito, Garay, et. Al (2016) establece que, la reparación colectiva debe ser en sentido
amplio, lo que implica su conexión con los procesos de organización social y la construcción de
la paz, en pro de fortalecer la política pública local y territorial, incrementar la integración del
campesinado y reducir aquellos factores que han posibilitado su desvalorización, la
reorganización de los territorios y la institucionalidad, a partir de la participación de las
comunidades campesinas; incrementar la seguridad y autonomía alimentaria; la mejora de los sus
del ecosistema a partir de la planeación y concertación ambiental colectiva.
Se hace necesario brindar garantías normativas a los colectivos y organizaciones que han
establecido procesos de lucha en el territorio para que la intervención institucional no signifique
para ellos una inclusión forzosa en una agenda ajena a sus necesidades, potencialidades y
expectativas de reparación. Parte de dichas garantías se encuentra vinculada al fortalecimiento de
las redes de apoyo local, territorial y organizativo de los colectivos, para que éstos puedan verse
acompañados en la decisión libre e informada de ingresar o no a la ruta administrativa y en la

gestión de las expectativas de reparación colectiva. Lo que se vincula con lo expuesto por Garay,
Desde el punto 1 de La Habana, y tras ejercicios de observación participante en el evento por
la paz y reconciliación Castillense, se refleja el interés y necesidad de la comunidad de que el
Municipio sea priorizado dentro de los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial - PDET,6 y
también se mencionó que Lejanías desea hacer parte de estos (la comunidad se encuentra
indignada a causa de no haber sido priorizados). Ello implica el reconocimiento de unas
afectaciones en el marco del conflicto armado y de condiciones de pobreza, cultivos ilícitos y
debilidad estatal, en aras de transformar la estructura del campo y superar las brechas existentes
entre este y la ciudad. Se debe, desde los procesos de reparación colectiva, contribuir a este
proceso de desarrollo de los PDET, en tanto, tienen como finalidad la transformación estructural
de campo y lo rural, la protección cultura de las comunidades rurales, el desarrollo de la
economía campesina, el fortalecimiento del papel del Estado en los lugares donde este ha estado
ausente, la reconciliación en el campo y la organización y participación de las mujeres, según el
Decreto 893 de 2017.

Conclusiones:
● El problema de la tierra y el territorio en la región del Alto Ariari corresponde a hechos
históricos, económicos y políticos. Estos elementos se relacionan con el proceso de
colonización armada e institucional, entre 1920 y 1970, pero también la configuración del
conflicto armado y el surgimiento de apuestas políticas y organizativas alrededor del
Partido Comunista y La Unión Patriótica, entre 1970 y 1998; y finalmente, el
fortalecimiento del proyecto paramilitar y la subordinación al neoliberalismo con sus
lógicas de acumulación. Allí, se develan contradicciones y tensiones entre el modelo de
desarrollo del mercado y el modelo campesino, entre el ser y el deber ser del papel del
Estado y entre la ideología y acciones de los grupos que se disputan la tierra y el territorio
(empresarios, grupos armados, terratenientes, políticos, campesinos). Además, analizar el
problema de la tierra y el territorio, desde la perspectiva crítica, supone tener en cuenta la
6

Son 16 PDET, en 170 municipios agrupados por subregiones y departamentos. En el Meta, se priorizaron los
municipios de Mapiripán, Mesetas, La Uribe, Vistahermosa, Mesetas, Puerto Concordia y Puerto Lleras (Decreto
893 de 2017)

relación entre: conflicto armado - Estado y proyecto neoliberal. Y en ese orden,
problematizar las disposiciones nacionales e internacionales que han históricamente,
incidido en su configuración. Las lógicas de conflicto armado y paz en el marco del
neoliberalismo encierran intereses, actores y disputas muy potentes frente a la tierra y el
territorio que no deben ser desconocidas. En clave económica, el problema de la tierra y
el territorio está relacionado con uso, tenencia y vocación de la tierra y relaciones y
dinámicas económicas de los actores en la región:
El problema de la tierra y el territorio de la región del Alto Ariari se sustenta en lógicas
dominantes, representadas en los intereses de empresarios, grupos armados, el Estado,
terratenientes y multinacionales, a través de dinámicas partidistas y la estigmatización, la
instauración del poder de las armas y el mercantilismo e influencia de intereses
particulares en la política; y por otro lado, se encuentra la lógica de resistencia
representada por campesinos y campesinas de la región, quienes velan por la
reivindicación de su derecho a la tierra y el territorio
● Es de gran importancia develar también la importancia de los procesos organizativos de
la región del Alto Ariari, en tanto a partir de expresiones alrededor del Partido Comunista
Colombiano, se avanzó en la consolidación de apuestas locales de reconstrucción de
tejido social. Es esencial, visibilizar los repertorios de acción colectiva de los/las
campesinos/as de la región y no permitir que el silencio y la estigmatización borren estas
memorias.
● Entender que los hechos y daños en ocasión al conflicto armado en la región del Alto
Ariari es una radiografía de lo que pasa a nivel nacional y como la ausencia del Estado ha
permitido que siga reproduciendo los repertorios de la violencia en el país. Los daños
colectivos derivados del problema de la tierra y el territorio se relacionan, en primer
lugar, con el uso y tenencia de la tierra. De allí, deriva la influencia de la economía
extractivista, los cultivos ilícitos y la ganadería extensiva, en tanto, agudizaron las
condiciones de pobreza de estos municipios, implantaron un modelo de desarrollo
depredador que contribuyó a los procesos de descampesinización de estas comunidades.
Pero también, han generado consecuencias medio ambientales muy preocupantes.

Frente al territorio, estos son materiales e inmateriales y se relacionan con los procesos de
daño de bienes y de infraestructura comunidad, lo que ha conducido pérdida de
oportunidades y estigmatización. En torno a los daños inmateriales, encontramos la
desestructuración del proyecto de vida campesino y de apuestas políticas y organizativas
muy importantes en la región. materiales e inmateriales a la tierra y el territorio.
● El Derecho a la tierra y al territorio se encuentra altamente vulnerado y permeado por la
estructura de la tenencia de la tierra, expresada a través de latifundios, en disputa por
adquirir este poder, se encuentra inmerso no solo los grupos armados, sino el Estado.
Pues ejerce su deber de manera arbitraria al no viabilizar la implementación de un
modelo de desarrollo rural incluyente y encaminado al bienestar del campesinado, sino
que excluye a quienes no llegan a obtener ese poder económico y político, por lo que, no
se concibe al campesino y campesina en su relación con el territorio, pues se limita a este
solo a la extracción de recursos, convirtiéndolo en un terreno subutilizado.
● El proceso de Reparación Colectiva en la región del Alto Ariari se ha visto fracturado,
pues a lo largo de la investigación evidenciamos, poco acompañamiento y seguimiento
por parte de la Unidad de Victimas, no se incluyó el reconocimiento total del daño
expresado por la comunidad campesina, además el grupo de tejedores no son solo del
municipio, lo que dificulta gravemente la asistencia, el desarrollo de reuniones y por ende
el proceso de reparación. Al igual, se observa un desbalance en la construcción material y
la reconstrucción del tejido social, pues parecen no ir articuladas. De esta manera es de
suma importancia no perder el carácter político y transformador de la reparación
colectiva.
● Para concluir es fundamental reconocer que la reparación colectiva es un avance
sustancial para el reconocimiento y dignificación de las comunidades, grupos y
organizaciones y debe tener un enfoque transformador. Son pocas las investigaciones que
se han centrado en el tema de la reparación colectiva con comunidades campesinas, por
lo cual se convierte en un imperativo para Trabajo Social fortalecer este campo y aún

más, en el marco de la coyuntura nacional. La reparación colectiva con comunidades
campesinas debe apostar a la reconstrucción del proyecto de vida campesino y en la
incidencia sobre el problema de la tierra y el territorio, para contrarrestar los procesos de
descampesinización.

Recomendaciones:
Unidad para la Víctimas
● Se recomienda a la Unidad para las Víctimas, reconocer como sujetos de reparación
colectiva a los campesinos y campesinas de Lejanías, así como a otros colectivos cuya
afectación en el marco del conflicto armado en la región del Alto Ariari, contribuyó a
desestructurar las relaciones sociales, económicas, sociales, políticas, económicas,
familiares, ambientales y culturales construidas en el territorio, como por ejemplo el
Sindicato, las organizaciones de mujeres, los partidos políticos, la organización
campesina y, en general, toda la organización surgida alrededor de la Unión Patriótica y
el Partido Comunista, para de esta forma garantizar medidas de reparación integral
ajustadas a las particularidades históricas y culturales del municipio.
● Igualmente, requiere de fortalecimiento en los procesos de planeación, ejecución y
seguimiento de la estrategia de reparación colectiva, dado que, existen algunas barreras,
como por ejemplo, que algunas tejedoras no sean parte de los municipio, las limitaciones
en los recursos, la falta de acompañamiento en la fase de caracterización de los daños
colectivos del SRC de El Castillo o la cooptación e influencia del paramilitarismo en
dicho proceso, referidas por diferentes personas en el proceso de investigación en el
marco del macroproyecto.

A la Estrategia Entrelazando
● Es de gran importancia reivindicar concepciones de paz territorial en los procesos de
reparación colectiva y que posibiliten la organización, participación sostenible y
empoderamiento de las comunidades campesinas. En ese orden, se requiere conocer y
comprender de forma crítica el contexto en el cual se encuentra el país y la oportunidad
en los acuerdos de La Habana, en tanto, menciona en el punto 5, la pertinencia del
fortalecimiento de los procesos de reparación colectiva para la promoción de la

reconciliación y cohesión del tejido social. Es sustantivo avanzar en el reconocimiento de
los daños colectivos ocasionados por el conflicto armado y articular una serie de acciones
encaminadas a la dignificación, recuperación de la confianza, atención psicosocial y
reconstrucción de la memoria, a partir de medidas materiales y simbólicas, sustentadas
desde el enfoque territorial y transformador de la reparación colectiva. La estrategia
Entrelazado debe nutrirse para dar respuesta al problema de la tierra y el territorio de las
comunidades campesinas, a partir de la reconstrucción de sus proyectos de vida
campesino.
● Recomendaciones para la universidad, el programa de Trabajo social y la línea de
investigación.
● Para el programa de Trabajo social de la Universidad de la Salle es recomendable abrir
nuevos espacios de investigación y campos de práctica orientados a la reflexión frente al
problema de la tierra y el territorio con el fin fortalecer los conocimientos y capacidades
de los estudiantes de Trabajo social en temas como reparación colectiva, reivindicación y
luchas campesinas, tierra y territorio, entre otros. Puesto que esto posibilita la
participación de las comunidades y la actuación frente a la transformación de su realidad.
Para el Trabajo social, esto es de vital importancia y más desde un enfoque crítico social,
la cual asume que son sujetos políticos.
● Al programa de Trabajo Social también se le recomienda acompañar organizaciones y
movimientos sociales que trabajen con comunidades campesinas víctimas del conflicto
armado en el departamento del Meta, en sus procesos internos con el propósito de
fortalecer espacios académicos en la Universidad de la Salle para la construcción de paz
en los territorios que han sido azotados por el conflicto armado en nuestro país. De igual
manera es importante mencionar que el acercamiento a distintas organizaciones como
CIVIPAZ, requieren del apoyo de la academia para sumar esfuerzos para la
transformación de sus realidades en sus territorios.
● A la línea de investigación de Derechos Humanos y Fortalecimiento Democrático
recomendamos promover espacios como semilleros de investigación, ponencias y

seminarios con la participación de organizaciones y movimientos campesinos para lograr
el diálogo de saberes con el objetivo de reconocer los aportes de la academia y de las
organizaciones frente a las problemáticas que viven actualmente en sus territorios
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ANEXOS
Anexo 1: Ficha de cartografía social con estudiantes de El Dorado- Meta
Objetivo: Identificar la relaciones, dinámicas e interacciones que tienen los y las estudiantes de
noveno grado con el territorio.
Participantes: Estudiantes de la Universidad de la Salle, Docentes y alumnos de décimo grado del
colegio de El Dorado.
Nombre
del ejercicio

Cartografí
a social del
municipio del
Dorado

Tiempo
requerido

1 hora

Índice de
cooperación

8

Dificultad
del facilitador

7

Factor de
entretenimiento

9

Factor
reflexivo

10

Propósito del ejercicio:El propósito de este ejercicio es comprender cuales son las dinámicas e
interacciones que tienen los jóvenes con el territorio. Entendido el territorio desde una perspectiva de
complejidad, como espacio socializado y culturizado está constituido por múltiples dimensiones
interrelacionadas entre sí a saber: una ambiental, económica, política, cultural, social e histórica entre
otras.
Materiales necesarios :Papel periódico: (7) pliegos ,marcadores, Lana y Colores

Pasos:
*El primer
paso, es la
presentación de
los estudiantes
de
la
Universidad de
la Salle, con los
alumnos
de
décimo
del
colegio en el
Dorado, Para
ello, se usará la
actividad de la
telaraña en lana
para
la
presentación de
cada uno de los
integrantes. Lo
importante es
que podamos
saber
los
nombres,
sus
edades, a que
municipio
pertenece y que
nos
cuente
alguna anécdota
que
hayan
vivido en el
territorio.

*luego
las
facilitadoras
explicaran
los
conceptos
básicos de la
cartografía tales
como: territorio,
lugar, espacio,
límites,
convenciones,
etc. Mencionar
que el objetivo
de este trabajo
es que el grupo
elabore
una
cartografía del
territorio “que
conoce”:
es
decir
lugares
donde transitan,
los espacios de
encuentro,
los
lugares
emblemáticos,
los lugares en
donde habitan
etc.

*El primer
paso, es la
presentación
de
los
estudiantes de
la Universidad
de la Salle,
con
los
alumnos
de
décimo
del
colegio en el
Dorado, Para
ello, se usará
la actividad de
la telaraña en
lana para la
presentación
de cada uno de
los integrantes.
Lo importante
es
que
podamos saber
los nombres,
sus edades, a
que municipio
pertenece
y
que nos cuente
alguna
anécdota que
hayan vivido
en el territorio.

*Luego las
facilitadoras
explicaran
los
conceptos
básicos de la
cartografía tales
como: territorio,
lugar, espacio,
límites,
convenciones,
etc. Mencionar
que el objetivo
de este trabajo es
que el grupo
elabore
una
cartografía del
territorio “que
conoce”:
es
decir
lugares
donde transitan,
los espacios de
encuentro,
los
lugares
emblemáticos,
los lugares en
donde habitan
etc.

*El
primer
paso,
es
la
presentación
de
los estudiantes de
la Universidad de
la Salle, con los
alumnos
de
décimo del colegio
en el Dorado, Para
ello, se usará la
actividad de la
telaraña en lana
para
la
presentación
de
cada uno de los
integrantes.
Lo
importante es que
podamos saber los
nombres,
sus
edades, a que
municipio
pertenece y que
nos cuente alguna
anécdota
que
hayan vivido en el
territorio.

*luego
las
facilitadoras
explicaran
los
conceptos
básicos de la
cartografía tales
como: territorio,
lugar, espacio,
límites,
convenciones,
etc. Mencionar
que el objetivo
de este trabajo es
que el grupo
elabore
una
cartografía del
territorio “que
conoce”:
es
decir
lugares
donde transitan,
los espacios de
encuentro,
los
lugares
emblemáticos,
los lugares en
donde habitan
etc.

a)Preguntas orientadoras para la reflexión
b)¿Qué lugares les gustan del Municipio?
c)¿En qué lugares nuestros padres solían compartir?
d)¿Qué espacios nos generan tranquilidad o miedo?
e)¿En qué lugares solemos encontrarnos en fechas especiales?
f)¿según tus padres qué lugares han cambiado y porque?
g)¿Cuáles son los lugares más emblemáticos tiene el municipio?
h)¿Qué instituciones públicas y privadas reconocen?
i)¿Dónde están ubicados los ríos y cascadas?
j)¿Qué importancia tiene el colegio en el Municipio?
k)¿A qué actividad económica se dedican tus padres?
l)¿Qué historias te han contado tus padres sobre el Municipio?
m)¿Cuáles empresas están en el municipio?
n)¿Qué impactos ambientales generan las empresas en el territorio?
Reflexiones:

Conclusiones:

Anexo 2: Ficha de cartografía social con el comité de tejedores del Dorado - Meta.
Objetivo: Identificar, desde la voz de los sujetos, los cambios ocurridos antes , durante y después del
conflicto armado , a partir de la elaboración de la cartografía social .
Participantes: Estudiantes de la Universidad de la Salle, Docentes y Comité de Tejedores del Dorado.
Nombre
del ejercicio

Cartograf
ía social del
Municipio
del Dorado
con el comité
de Tejedores.

Tiempo
requerido

1 hora

Índice de
Dificultad
Factor
de
Factor
cooperación
del
entretenimiento
reflexivo
facilitador

8

7

7

10

Propósito del ejercicio:
El propósito del ejercicio es analizar en clave crítica las transformaciones sociales, económicas, ambientales y
culturales ocurridas antes, durante y después del conflicto armado, a partir de las voces de los sujetos.

Materiales necesarios :3 pliegos de papel periódico, Marcadores y Lana

Pasos:
El primer
paso, es la
presentación de
los estudiantes
de
la
Universidad de
la Salle, con el
grupo
de
Tejedores del
Dorado, Para
ello, se usará la
actividad de la
telaraña en lana
para
la
presentación de
cada uno de los
integrantes. Lo
importante es
que podamos
saber
los
nombres, sus
edades, a que
municipio
pertenece y que
nos
cuente
alguna
anécdota que
hayan vivido
en el territorio.

Luego
las
facilitadoras
explicaran
los
conceptos
básicos de la
cartografía tales
como: territorio,
lugar,
espacio,
límites,
convenciones,
etc. Mencionar
que el objetivo de
este trabajo es
que el grupo
elabore
una
cartografía
del
territorio
“que
conoce”: es decir
lugares
donde
transitan,
los
espacios
de
encuentro,
los
lugares
emblemáticos,
los lugares en
donde
habitan
etc.

Se
conformarán
tres grupos y a
cada grupo se
les hará entrega
del material el
cual consiste en:
un pliego de
papel periódico,
colores
y
marcadores
donde
deben
ubicar
con
símbolos,
convenciones
los
lugares
dentro de su
territorio.

Ya
realizado
el
croquis
del
territorio se les
dará a conocer
las preguntas
orientadoras
del
ejercicio
con
el
propósito de
que
mapeen
los lugares que
reconocen,
identifiquen las
relaciones,
actores
intereses que
coexisten y así
mismo puedan
evidenciar el
antes, durante
y después del
conflicto
armado en el
territorio.

Luego de haber
realizado el mapeo
del territorio, se
hará
la
socialización de la
cartografía social
por parte de los
Tejedores.

El primer
paso, es la
presentación de
los estudiantes
de
la
Universidad de
la Salle, con el
grupo
de
Tejedores del
Dorado, Para
ello, se usará la
actividad de la
telaraña en lana
para
la
presentación de
cada uno de los
integrantes. Lo
importante es
que podamos
saber
los
nombres, sus
edades, a que
municipio
pertenece y que
nos
cuente
alguna
anécdota que
hayan vivido
en el territorio.

Preguntas orientadoras para la reflexión
a)
A modo de introducción comenzar las preguntas orientadoras preguntando
b) ¿Qué significa ser Doradense? ¿Qué significa ser campesinos?
c) ¿Cómo se encontraba el municipio antes del conflicto armado?
d) ¿Cuál es el lugar más abandonado de la zona?
e) ¿Cuáles son los lugares más bonitos del municipio?
f) ¿Por qué lugares era prohibido transitar?
g) ¿Qué organizaciones sociales existían antes y después del conflicto?
h) ¿Qué cambios de infraestructura tenemos hoy? ¿Qué lugares se vieron afectados por el conflicto?
i) ¿En dónde solíamos reunirnos ?¿Dónde compartimos en el Municipio? ¿Qué celebrábamos?
j) ¿Hoy qué lugares de nuestro Municipio nos gustan? Porque?
k) ¿Dónde se ubican los actores del conflicto en el Dorado?
l) ¿Qué cultivos teníamos antes y después del conflicto armado?
m) ¿En qué lugares vivíamos en el Municipio? en qué lugares Viven nuestros amigos o familiares? ¿Hoy es el
mismo lugar?
n) ¿Cómo afectó el conflicto armado a la economía del Municipio?
o) ¿Qué impactos ambientales ha generado el conflicto armado en el Municipio?
p) ¡Con el proceso de reparación las cosas cambiaron?

Reflexiones o conclusiones:

Anotaciones para el facilitador:

Anexo 3: fotografías de la región del Alto Ariari

Zona Humanitaria de Civipaz. 2017.

Rio Urichal seco- Lejanías. Fuente: Bojacá, O. 2017. Tierras de El Dorado. Fuente:
Bojacá, O. 2017.Miembro de Sintagrim
propia
.

Pacto Social por la paz y reconciliación castillense. 2017.
Meta. Fuente: propia

Anexo 4: Formato Diario de Campo
PROGRAMA DE TRABAJO SOCIAL
TRABAJO DE GRADO

Salida de Campo

Fecha:

Objetivo:

Lugar:

Elaborado Por:

Descripción y análisis:

Anexo 5: Ficha de reseña de lectura
Ficha de reseña de lectura

Bibliografía
Resumen
Argumentos centrales
Partes del texto
Citas textuales
Pertinencia de la obra con la investigación:

Fichas de lectura para investigaciones

Identificación bibliográfica completa de la investigación reseñada
¿cuál fue el tema que se investigó?
¿qué evidencias empíricas utilizaron?
¿qué estrategia (enfoque) y técnicas metodológicas utilizaron?
¿qué fuentes bibliográficas fueron utilizadas en la investigación?
¿cómo son usadas las fuentes (empíricas y bibliográficas) y cómo sustentan los argumentos y resultados
de la investigación?
¿qué resultados presentan?
Describa qué aportes hace a su investigación. Especifique en cada parte si el texto lo hace:
a)
Contexto
b)
Antecedentes
c)
Formulación del problema
d)
Fundamentación teórica
Citas pertinentes para su investigación

fuente: Mellizo, W. 2017.

